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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick Piñera.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:45, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 63ª y 64ª, ordinarias, en 15 y 16 de octubre del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (boletín Nº 8.997-07).


2.- Proyecto que modifica la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín Nº 9.036-07).



3.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a farmacias (boletines números 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes materias:



1.- Proyecto que modifica la ley Nº 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín Nº 6.201-02).



2.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín Nº 8.335-24).



3.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín Nº 8.770-23).



4.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



5.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).



6.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y derogación de cuerpos legales que indica (boletín Nº 7.966-05).



7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05).



8.- Proyecto de ley que otorga a los funcionarios del Poder Judicial que indica una bonificación por retiro voluntario y otros beneficios que señala (boletín Nº 9.118-05).



9.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).



10.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



11.- Proyecto de ley que cambia límite intercomunal entre Vicuña y Paihuano, en la Región de Coquimbo (boletín Nº 8.764-06).



12.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



13.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



14.- Proyecto que modifica la ley Nº 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (boletín Nº 8.466-07).



15.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín Nº 8.810-07).



16.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11).



17.- Proyecto de ley que establece los incentivos remuneracionales que indica a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (boletín Nº 8.922-11).


Con el último hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, a la tramitación de los siguientes proyectos de ley: 


1.- El que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (boletines Nos 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


2.- El que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (boletín Nº 8.767-06).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficio



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga (boletín Nº S 1.618-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Moción



De los Senadores señores Espina y García, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín Nº 9.152-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Informe



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar al señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura integrantes del Consejo Nacional de Televisión por el término de 8 años (boletín Nº S 1.603-05) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Queda para tabla.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Espina, García, Kuschel, Orpis, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker, con el que solicitan al Primer Mandatario el envío de un proyecto de ley en materia de asistencia a parejas infértiles (boletín Nº S 1.619-12) (Véase en los Anexos, documento 4). 


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva. 
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE EX DIPUTADO SEÑOR GUSTAVO LORCA ROJAS
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido que en este Hemiciclo se guarde un minuto de silencio debido al fallecimiento, hace breves instantes, del ex Alcalde de Viña del Mar, ex Diputado y ex Vicepresidente de la Cámara Baja, don Gustavo Lorca Rojas.



Lo solicito para rendirle tributo a un parlamentario que fue parte de la Cámara de Diputados durante tres períodos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Me parece que corresponde hacerlo.



--La Sala guarda un minuto de silencio.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solicito recabar el asentimiento para que la Comisión de Hacienda sesione en forma paralela con la Sala, desde las 11:30, a fin de analizar un proyecto de ley relacionado con el Poder Judicial, pues nos habíamos comprometido a despacharlo hoy en la mañana.



Es solo para ese efecto, y después volvemos a votar.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.
V. FÁCIL DESPACHO

DEROGACIÓN DE INDEMNIZACIÓN COMPENSATORIA POR NO PAGO DE TARIFAS O PEAJE EN OBRAS CONCESIONADAS
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o de peaje en obras concesionadas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8861-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de la Senadora señora Alvear):


En primer trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.


En tercer trámite, sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.


Informe de Comisión:



Obras Públicas: sesión 34ª, en 19 de junio de 2013.


Discusión:



Sesión 34ª, en 19 de junio de 2013 (se aprueba en general y en particular).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Cámara de Diputados efectuó dos enmiendas, consistentes en el remplazo del artículo único y en la incorporación de un artículo transitorio.



La Sala debe pronunciarse respecto de ambas modificaciones.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben el texto aprobado por el Senado y las enmiendas introducidas por la Cámara Baja.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión las modificaciones incorporadas por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, seré muy breve, en atención a que estamos en Fácil Despacho.



Sus Señorías recordarán que el Congreso Nacional aprobó hace bastante tiempo un proyecto que eliminaba el pago de multas equivalentes a 40 veces el monto de lo adeudado por transitar en autopistas concesionadas sin televía.



Pues bien, ciertos jueces de policía local -solo algunos- decidieron continuar aplicando dicha sanción, lo cual siguió complicando la situación. 



Frente a ese hecho completamente anómalo, resolvimos presentar una nueva iniciativa, para que la disposición legal quede completamente clara, para que a ningún magistrado le quepa la menor duda de cuál es la aplicación correcta de la ley y para que no le sea posible fallar en virtud de la normativa antigua, que estipulaba que podía sancionarse al infractor con una multa de hasta 40 veces el monto de la deuda.



La legislación actual establece que la multa puede ser 5 veces la cantidad adeudada, pero no 40.



Ha sido necesario corregir esa anomalía debido a que -insisto- hubo una “curiosa” mala interpretación por parte de tres jueces -los únicos-, quienes fallaban de acuerdo a la antigua ley.



En el texto legal no debe quedar ninguna duda.



El proyecto en debate fue aprobado por unanimidad en la Cámara de Diputados y ahora volvió al Senado.



Quiero agradecer especialmente a la Comisión de Obras Públicas, que lo analizó con extraordinaria celeridad, en la persona de su Presidente, el Senador señor García-Huidobro, y también a la otra rama del Congreso, ya que, al conocer la situación angustiosa que viven muchos chilenos (a veces taxistas, colectiveros, choferes de camión muy modestos), no dudó en respaldar una propuesta que les aliviará la vida.



En definitiva, doy gracias por la rapidez en la tramitación de esta materia. 



Si el Senado aprueba hoy las enmiendas de la Cámara Baja, esta iniciativa pasará a ser ley, por cuanto estamos en el último trámite.



En consecuencia, les pido a mis colegas que aprueben las modificaciones propuestas, a fin de superar la mala interpretación de la norma que han hecho algunos jueces de policía local.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo felicitar a la Senadora señora Alvear, autora de la moción que dio origen a este proyecto, por haber planteado esta corrección, que es muy importante para poner término a una injusticia que se ha producido con motivo de las multas indebidas que se están cobrando a quienes han transitado por las carreteras concesionadas sin televía.



Quiero aprovechar esta oportunidad para hacer presente un asunto que forma parte no de esta iniciativa, sino de otra que se encuentra en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y que dice relación con la necesidad de corregir otro vicio relacionado con el cobro de multas por circular sin tag en una vía concesionada que atraviesa varias comunas. En tal situación, la competencia jurisdiccional la tiene el juez de cada comuna por la cual se transitó. El problema es que al conductor que vulnere la norma por circular sin televía un mismo día por una carretera concesionada en un tramo que cruza varias comunas se le infracciona por idéntica acción tantas veces como comunas haya recorrido. 



Me parece que ese vicio debe ser corregido. No cabe aceptarlo, porque transgrede el principio conforme al cual un mismo hecho no puede ser considerado ni para agravar la situación, ni para imponerse una sanción sobre otra.



En atención a ello y dada la celeridad con que la Comisión de Obras Públicas ha tramitado el proyecto que nos ocupa, que es la instancia con más competencia en materia de concesión de autopistas, pido que se traslade a dicho órgano técnico la iniciativa que se encuentra en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, cuyo número de boletín es 8072-15.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la bancada de Renovación Nacional va a apoyar este proyecto, porque busca aclarar una norma legal que ha generado injusticia en su aplicación por parte de algunos tribunales, como lo ha planteado la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra. En efecto, le dará claridad a una disposición que se elaboró con un objetivo preciso, pero que se aplica en forma incorrecta.



Sin embargo, no quiero que nos olvidemos de otro asunto, uno relacionado con el tema de los peajes en las vías concesionadas. 



En su oportunidad solicitamos -esa presentación la hicimos junto con otros parlamentarios- que no paguen peaje los vehículos de ciertos servicios, como los carros de bomberos y las ambulancias. 



El Ministerio de Obras Públicas se comprometió a estudiar la materia, considerando que las empresas concesionarias dijeron que no era necesaria una ley al respecto, pues se harían convenios para que los carros bomba y las ambulancias quedaran exentos de ese pago. Pero ello no ha ocurrido hasta la fecha, salvo en unas pocas autopistas concesionadas, que así operan por voluntad propia. ¡No es obligatorio! 



Por lo tanto, me gustaría que se oficiara al MOP para que envíe a tramitación un proyecto que establezca como obligación el que los carros de bomberos y las ambulancias no paguen peaje.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, es importante la moción presentada por la Senadora Alvear, que dio origen a la iniciativa de artículo único que nos ocupa.



Su propósito es precisar que el texto vigente del artículo 42 de la Ley de Concesiones de Obras Públicas corresponde efectivamente al de la norma sustitutiva contenida en la ley Nº 20.410, para evitar interpretaciones en lo relativo a las multas por el no pago de peaje en las carreteras concesionadas.



Se debe recordar que, originalmente, la empresa concesionaria podía beneficiarse con el pago de una multa del infractor de 2 unidades tributarias mensuales o 40 veces el monto de lo no pagado. Esa disposición de la Ley de Concesiones en realidad solo pretendía hacer ver al infractor que, si no pagaba o no cumplía, podía ser objeto de una multa muy elevada. En todo caso, las concesionarias nunca hicieron uso de ese mecanismo porque ellas no viven del pago de las multas, sino del cobro de los peajes. Por lo tanto, aquello era únicamente un “detente” para que las personas cumplieran con las disposiciones de la ley.



Por supuesto, eso se eliminó oportunamente. Sin embargo, los jueces de policía local han interpretado la norma de una manera u otra. O sea, la aplicación de la disposición ha variado según el juzgado que conozca de la infracción.



Ante ello, la iniciativa legal en debate viene a aclarar en forma definitiva cuál es el espíritu del legislador: evitar que las multas sigan siendo de beneficio de la concesionaria -esa nunca fue la idea, por lo demás-, para que ahora lo sean de la municipalidad a que pertenezca el juzgado de policía local correspondiente.



La interpretación que se establece en esta norma aclaratoria es la correcta, y es a lo que deben ceñirse en adelante los jueces.



En consecuencia, se trata de una muy buena aclaración, de un muy buen proyecto. Y, por supuesto, lo votaremos a favor con mucho agrado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Seré muy breve, señor Presidente.



Deseo valorar esta iniciativa, que busca aclarar situaciones que se incorporaron en la ley anterior y que eran motivo de distintas interpretaciones, como bien lo han expresado los Senadores que me han antecedido. 



Ahora tendremos una ley absolutamente clara, lo que irá en beneficio de las personas que pasan por los problemas que se han descrito. Hoy día esto se soluciona definitivamente, aunque muchos juzgados ya lo habían resuelto como corresponde.



Por lo anterior, destaco el trabajo realizado por la Comisión de Obras Públicas y el esfuerzo que hizo la Senadora señora Alvear.



También valoro el proyecto que presentó el Honorable señor Tuma, que está en la Comisión de Transportes, con el fin de buscar una solución definitiva a la realidad que existe en el país en materia de cobro de peajes en las carreteras concesionadas.



En consecuencia, anuncio el voto favorable de la UDI.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones introducidas por la Cámara Baja (29 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, queda despachado el proyecto sobre modificación  del artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas.

VI. ORDEN DEL DÍA
FORTALECIMIENTO DE RESGUARDO DE ORDEN PÚBLICO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el resguardo del orden público, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7975-25) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 7 de agosto de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 65ª, en 29 de octubre de 2013.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos del proyecto son: 



1.- Modificar determinados ilícitos penales e incorporar nuevas agravantes en el ordenamiento jurídico, con el fin de resguardar el orden público.



2.- Dotar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a los Intendentes y Gobernadores, de la facultad de deducir querella para perseguir las responsabilidades de quienes cometan atentados contra la autoridad, fiscales del Ministerio Público, defensores penales públicos, o ejecuten desórdenes públicos o cometan determinados delitos en contra de Carabineros, Policía de Investigaciones y gendarmes, en el ejercicio de sus funciones.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor y dos abstenciones. Se pronunciaron favorablemente los Honorables señores Espina, Larraín (don Carlos) y Larraín (don Hernán). Se abstuvieron los Senadores señora Alvear y señor Walker (don Patricio).



En la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas enmiendas, la mayor parte de las cuales fue aprobada por mayoría de votos.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado en que se consignan, en la tercera columna, las modificaciones de la Comisión; en la cuarta, el texto del proyecto de ley como quedaría de aprobarse dichas enmiendas, y en la quinta, el texto tentativo de las normas en caso de aprobarse la iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker, Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, corresponde que la Sala se pronuncie en esta sesión, tanto en general cuanto en particular, sobre la iniciativa en debate, dado que el Ejecutivo confirió urgencia de “discusión inmediata” para su despacho.



La Comisión, a diferencia de lo ocurrido en la Cámara de Diputados, también realizó un estudio acelerado del proyecto debido a la referida urgencia.



El texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara Baja se divide en dos normas. 



Mediante la primera, se modifica el artículo 261 del Código Penal, precepto que tipifica las conductas que constituyen un atentado contra la autoridad. La norma aprobada atribuye la condición de autoridad a los integrantes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a los funcionarios de Gendarmería de Chile, siempre que se encuentren en el ejercicio de sus funciones. 



El artículo 2° modifica el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, de 30 de noviembre de 1927, que organiza las Secretarías del Estado con el propósito de facultar al Ministro del Interior y Seguridad Pública y a los Intendentes o Gobernadores, para deducir querella cuando se cometan delitos que supongan la muerte, lesiones, heridas o amenazas a un carabinero, a un policía de Investigaciones y a un gendarme que se encuentren en el ejercicio de su cargo.



La Comisión que presido, por mayoría de votos, aprobó la idea de legislar, con las abstenciones de la Senadora señora Alvear y de quien habla, fundados básicamente en la idea de que un proyecto de este tipo, más las indicaciones del Gobierno, requerían un mayor tiempo para su análisis.



Posteriormente, la Comisión se abocó al estudio en particular del proyecto.



Para llevar adelante esta tarea, se resolvió escuchar a diversas autoridades públicas y privadas. Asimismo, se recibió el parecer de destacados abogados y profesores de Derecho Penal, cuya contribución al estudio de la iniciativa agradecemos especialmente.



De acuerdo con lo anterior, escuchamos la opinión del General Director de Carabineros, señor Gustavo González Jure; del Consejero del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Mario Fernández; de la Directora de Amnistía Internacional en Chile, señora Ana Piquer, y de la Consejera de Greenpeace, señora Elizabeth Soto.



Participaron, especialmente invitados, los abogados y profesores  de Derecho Penal, señores Juan Domingo Acosta, Jorge Bofill, Gonzalo Medina y Juan Pablo Mañalich. Intervino, además, el abogado y profesor de Derecho Internacional Público, señor Claudio Troncoso.



Durante el estudio en particular del proyecto, hubo consenso en la idea de aprobar, por unanimidad, las normas que previamente habían sido votadas a favor en la Cámara de Diputados.



Las discrepancias surgieron respecto de las disposiciones que, por haber sido rechazadas en la otra rama legislativa, el Gobierno insistió en reponerlas  durante la discusión en particular. Ellas dicen relación básicamente con una nueva tipificación de los delitos de desorden público, con la determinación de cuándo ellos tendrán el carácter de graves y con la correspondiente agravación de las penas a quienes los cometen. 



Asimismo, se propone incrementar las sanciones a quienes, dotados de una vestimenta que impida su identificación, participen en un acto de desorden público. 



Igualmente, se agrega, en el artículo 494, una falta que permite detener a una persona que, participando o asistiendo a una manifestación pública, oculte su identidad mediante pañuelos, capuchas u otros elementos análogos.



Durante el análisis de estas enmiendas al texto de la Cámara de Diputados, la gran mayoría de las instituciones y abogados penalistas que escuchó la Comisión, si bien reconocieron que el texto de la indicación del Ejecutivo era técnicamente superior al proyecto que originalmente envió el Gobierno, aún mostraba problemas de carácter constitucional y de técnica penal que planteaban serias dudas sobre el alcance de sus normas, sobre todo si mediante ellas se puede terminar afectando el derecho de todas las personas a reunirse pacíficamente.



El Gobierno, representado por el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick, respondió dichas observaciones e insistió en la necesidad de aprobar estas enmiendas, en los términos propuestos por el Ejecutivo.



La Comisión que presido, en votación dividida, prestó su apoyo a la indicación del Ejecutivo.



Quienes nos opusimos a la incorporación de estas normas al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, compartimos con el Gobierno la preocupación por los desmanes que algunos grupos minoritarios cometen cuando se producen manifestaciones públicas. Sin embargo, creemos que el ordenamiento jurídico ya entrega elementos suficientes para perseguir la responsabilidad penal de quienes cometen tales ilícitos.



Asimismo, estimamos que la policía cuenta ya con facultades para detener a quienes se encuentren cometiendo un delito flagrante durante una manifestación pública. Los cuerpos policiales están dotados de atribuciones para efectuar controles de identidad y detener a individuos que participen en desórdenes públicos, estén encapuchados o no.



No estamos cerrados a estudiar estas y otras materias; sin embargo, dados la celeridad del Gobierno para discutir el proyecto y los serios problemas de técnica legislativa penal que lo afectan, como señaló la inmensa mayoría de los profesores de Derecho Penal que escuchamos, algunos miembros de la Comisión nos opusimos a aprobar las modificaciones contenidas en los números 2 a 7 de los artículos 1° y 2° de la iniciativa.



Señor Presidente, no sé si dispongo de tiempo para continuar con mi intervención personal.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.



Puede proseguir.

El señor WALKER (don Patricio).- Un primer argumento de los profesores invitados dice relación con la proporcionalidad y el bien jurídico protegido.



Según ellos, se intenta convencer a la gente de que no tenemos leyes para sancionar las agresiones y violencia de quienes afectan las manifestaciones sociales. Pero la ley sanciona estos delitos y faltas y, por lo mismo, debe responderse qué sucede con la aplicación efectiva y eficaz de las normas penales vigentes.



Así, las disposiciones de nuestro Código Penal permiten sancionar perfectamente los actos de violencia ocurridos con ocasión de una manifestación, tales como el de atentado, desacato y desórdenes públicos.



Por otra parte, los profesores señalaron que la Ley de Seguridad del Estado, en sus artículos 6° y 7°, consagra delitos contra el orden público con una penalidad mayor a la establecida en el Código Penal.



Asimismo, resulta muy relevante aclarar que el actual artículo 85 del Código Procesal Penal regula el control de identidad y dispone que Carabineros y la Policía de Investigaciones deberán -en forma imperativa; es decir, están obligados- solicitar la identificación de cualquier persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad. Durante el procedimiento, la ley es clara y permite que se proceda al registro de las vestimentas, a cotejar la existencia de órdenes de detención y a proceder a la detención -subrayo, a la detención- en caso de haber órdenes pendientes o de encontrarse el individuo cometiendo un delito flagrante. O sea, Carabineros debe efectuar el control de identidad a los encapuchados y detener cuando efectivamente haya órdenes judiciales pendientes o bien la persona comete un delito flagrante.



De esta manera -señalan los profesores de Derecho Penal-, no es cierto que con este proyecto se permitirá detener a los encapuchados, porque la norma vigente del Código Procesal Penal es clara y obliga a Carabineros y a la Policía de Investigaciones a detener a quienes atenten contra el orden público.



Otra de las disposiciones que se intenta hacer revivir es la criticada norma que modifica el contenido de lo que se entenderá por desorden público. Hoy, en el artículo 269 del Código Penal, se distingue entre quienes cometen un desorden de escasa gravedad -lo que sanciona como falta-; una turbación grave a la tranquilidad pública, y un desacato.



Las indicaciones propuestas pretenden sancionar siempre los desórdenes como graves, sin importar que se afecte o no la convivencia ciudadana. Esto atenta contra la proporcionalidad.



En ese sentido, es importante distinguir entre faltas y delitos, según la gravedad de la conducta en que se incurra.



Por otra parte, se intenta incorporar agravantes incomprensibles a los delitos de homicidio y de lesiones corporales y resucitar la figura del duelo. Ilógicamente, se pretende sancionar con una pena más alta a quien mate en actos masivos, en presencia de muchas personas, lo que en la práctica resulta bastante más fácil para identificar a su autor, y se deja con una pena más baja a quien lo haga en un lugar de manera solitaria u oculta.



Luego, los artículos 410 bis y 489 bis que se proponen intentan sancionar con una agravante específica a quienes cometan desórdenes públicos y otros delitos con rostro encubierto. La pregunta es por qué el Derecho Penal castigará este hecho solo en algunos delitos.



El profesor Enrique Cury señala, en su libro de Derecho Penal, que es “prácticamente imposible comprender los motivos por los cuales el empleo de un disfraz, por ejemplo, agrava la responsabilidad de un homicidio o de unas lesiones, y no la del que perpetra un robo con fuerza en las cosas, un rapto o una violación”, lo que se condice con la posibilidad de considerar tal hecho como una agravante genérica y no limitada a los delitos perpetrados con ocasión de una protesta social. O sea, hoy rige la agravante para todos los delitos cuando alguien actúa con disfraz o encapuchado. Eso, si no me equivoco, está en el artículo 12, N° 5, del Código Penal.



Por lo tanto, no es cierto que en la actualidad no haya una agravante para quienes, encapuchados, cometan un delito. Hoy se debe controlar la identidad y detenerse cuando hay delito flagrante o haya órdenes judiciales pendientes. Repito: en el Código Penal, ahora ya hay agravante para aquellos que actúan con rostro cubierto.



Por último, es incomprensible que se busque sancionar como falta y proceder a la detención inmediata de quienes se encapuchen en una manifestación pública. Bajo este supuesto es perfectamente posible detener a personas que en forma pacífica buscan evitar los gases lacrimógenos. Me imagino que la Senadora Alvear contará lo que a ella le pasó en un disturbio, cuando debió cubrirse con un pañuelo para evitar el efecto de dichos gases. ¿Cuántas personas podrían ser objeto de detención y qué consecuencias nefastas tendría esto para nuestros tribunales de garantía, los que necesariamente deberán realizar el correspondiente control?



Quiero reiterar que condenamos y repudiamos la acción violenta de algunos individuos o de grupos minoritarios en las manifestaciones sociales, así como la posibilidad de que algunos cometan un delito encapuchados. Hoy en día ya existe una agravante en el Código Penal, que es genérica. ¿Por qué va a ser más grave cometer disfrazado determinado delito, como un robo, lesiones o un homicidio, en una manifestación social, que cometer, por ejemplo, una violación disfrazado o encapuchado para que el día de mañana no se pueda identificar al responsable?



Todo eso es grave y ya está sancionado en el Código Penal. Rige el control de identidad. Carabineros debe practicarlo. Es posible registrar las vestimentas y, si hay delito flagrante, hay que proceder a la detención. 



Por lo tanto, acá no estamos divididos entre quienes se hallan a favor del orden público o a favor de la mano dura y quienes desean proteger a los delincuentes encapuchados. Eso es una falacia. No es así. Lo dijeron todos los profesores de Derecho Penal, salvo el señor Acosta. Los demás (Juan Pablo Mañalich, Jorge Bofill; no voy a nombrarlos a todos) señalaron que en la actualidad la ley entrega herramientas a Investigaciones y a Carabineros para actuar en tales casos.



Hay otros aspectos que se me escapan. Por ejemplo, se elimina la multa para algunas faltas menos graves. Por supuesto que para los delitos tiene que haber sanciones privativas de libertad. 



Por razones de tiempo, no alcanzo a profundizar más en el detalle. Pero, insisto, actualmente Carabineros y la Policía de Investigaciones cuentan con mecanismos legales para combatir ese tipo de hechos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro del Interior, don Andrés Chadwick.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, voy a abordar los principales aspectos de este proyecto. No me voy a referir in extenso a todos, pues podremos hacerlo durante la discusión particular. 



En la Comisión, algunos señores Senadores, incluido el que me antecedió en el uso de la palabra, se hacían la misma pregunta: ¿Para qué legislar?



Yo quiero transmitir al Senado que hoy estamos viviendo una realidad social completamente distinta de la de hace diez, quince o veinte años -la cual estaba cubierta por nuestra legislación sobre orden público-, porque enfrentamos un importante y significativo número de movilizaciones sociales, expresión libre del derecho de reunión pacífica de las personas, en las cuales -todos los Senadores lo habrán podido observar o presenciar- se da un denominador común: la mayoría de ellas termina con actos totalmente reñidos con el objeto o la intención por la cual fueron convocadas y que son de violencia, vandalismo, destrucción de bienes públicos y privados, lesiones a las personas y que, en general, se realizan cada vez con mayor agresividad.



Para que Sus Señorías tengan una idea de lo que aquello significa, voy a poner como ejemplo a la Región Metropolitana.



El año 2012 se efectuaron 134 marchas que ocuparon vías de uso público. En estas, Carabineros detuvo a 6 mil 145 personas. Y señalo la cifra porque muchas veces se escuchan críticas que considero injustas y fáciles, en el sentido de que la policía uniformada tendría un problema de capacidad operativa para evitar los actos de violencia que hemos visto. Ello no es así. Repito que en 134 marchas que hubo el año pasado, Carabineros detuvo a 6 mil 145 manifestantes.



Cabe entender que las detenciones que debe realizar la policía cuando un grupo de manifestantes cometen actos de violencia en medio de miles de personas que no lo hacen, son extraordinariamente difíciles de concretar.



Pero lo más complejo radica en que la inmensa mayoría de los detenidos en 2012 -por no decir el 100 por ciento- quedaron en libertad; ni  siquiera se les cursó una infracción o se los sancionó por alguna falta.



En 2013, hasta esta fecha, ha habido 40 marchas, y se ha  detenido a 4 mil 133 personas por los mismos hechos descritos respecto al año recién pasado. Y su situación procesal es igual: la inmensa mayoría quedó en libertad.



Un ejemplo muy reciente ocurrió el viernes pasado. Seguramente muchos de ustedes lo vieron a través de la televisión. Fue convocada una marcha de encapuchados en bicicleta, que se desarrolló a partir de las 21 horas por las calles de la comuna de Providencia. A ella asistieron alrededor de 300 personas encapuchadas, que exhibieron un alto índice de violencia que afectó a la propiedad privada. Rompieron varios locales comerciales, autos particulares, lesionaron a gente que iba en sus automóviles, interrumpieron el tránsito, en fin, para qué seguir. O sea, impidieron el normal funcionamiento de esa comuna con una manifestación muy violenta.



Fueron detenidos solo 6 manifestantes, porque resultaba extremadamente difícil capturarlos ya que iban en bicicleta y se arrancaban fácilmente. Sin embargo, el sábado en la mañana, en la audiencia de control de detención, los 6 quedaron libres.



Y allí, señores Senadores, no hubo un problema de pruebas, ya que todo está filmado y hay testigos. Además, Carabineros ha mejorado su capacidad operativa en forma muy significativa para efectos de que a los fiscales les lleguen los detenidos con la debida comprobación de sus acciones violentistas.



Entonces, frente a esta realidad social que vivimos hoy día, que es nueva, distinta de la que existía hace años, en el Gobierno estamos convencidos de que es necesario legislar en diferentes aspectos.



En primer lugar, el Código Penal, en su artículo 269, tipifica el delito de desórdenes públicos, y los define como “Los que turbaren gravemente la tranquilidad pública para causar injuria u otro mal a alguna persona particular o con cualquier otro fin reprobado”.



A todos, seguramente, nos resultará difícil entender qué quiere decir “causar injuria u otro mal a alguna persona particular o con cualquier otro fin reprobado”.



¿Por qué ahora nos resulta difícil entender esa definición de desórdenes públicos? Porque ese artículo proviene del origen del Código Penal.



Por lo tanto, creemos que es indispensable, de acuerdo a esta nueva realidad social, tipificar el delito de desorden grave teniendo presente la situación actual, cómo se desarrollan las acciones de violencia, el tipo de manifestaciones que se producen en las calles, y no quedarnos con una definición que viene desde el origen de dicho Código.



Por ello, proponemos redactar un nuevo artículo 269, para renovar la definición de la conducta penal de los desórdenes públicos graves, señalando dos situaciones que sí lo son:



“Paralizar o interrumpir, valiéndose de violencia o amenaza, algún servicio público, tales como los hospitalarios, los de emergencia y los  de electricidad”, etcétera.



Aquí hay un punto que es común en las distintas movilizaciones que terminan en actos de violencia: se busca normalmente afectar un servicio público para lograr su paralización o interrupción. Ustedes lo habrán visto, por ejemplo, en la locomoción colectiva, en el llamado “Transantiago”, donde luego de una marcha normalmente hay buses que se dañan para interrumpir el servicio público. Ahí se produce, a través de tales desórdenes, un daño grave a toda la sociedad o comunidad de una ciudad, en términos de que se ve privada del uso de esos servicios básicos.



La segunda conducta tiene que ver con “Impedir o alterar, valiéndose de violencia o amenaza, la libre circulación por puentes, carreteras, caminos”, etcétera. Este es otro efecto que se busca hoy día mediante los desórdenes públicos: interrumpir el funcionamiento de la ciudad.



Sus Señorías también saben que, cuando se producen movilizaciones o marchas en Santiago, una de las acciones que normalmente se realizan es colocar barricadas en distintos lugares de la Capital, en especial en puntos estratégicos para el tránsito, a fin de generar el mayor atochamiento posible y dificultar en gran manera el funcionamiento de la ciudad. Ello genera, obviamente, una limitación grave a la libertad de locomoción garantizada en nuestra Constitución. Pero más allá de afectar los derechos de la ciudadanía, genera una perturbación muy grave en su vida cotidiana.



Por lo tanto, planteamos que los desórdenes graves que se generen se tipifiquen considerando esas dos situaciones: afectación de los servicios de emergencia e interrupción de la libre circulación de las personas. ¿Cualquier paralización o impedimento? ¡No! Aquí se exige que haya una acción violenta o amenazante. Y, en el caso de la libertad de transporte, que este se interrumpa desobedeciendo las decisiones o las acciones de la autoridad policial.



Para este nuevo tipo penal se propone establecer una pena que vaya de 61 días a 3 años, porque consideramos que se trata de desórdenes públicos que alteran gravemente el funcionamiento de las ciudades.



Un segundo punto -entramos al tema que ha sido más conflictivo en el proyecto- es separar y diferenciar a los delincuentes de los manifestantes. Esto nos parece un objetivo muy significativo de la iniciativa: que no se confunda al delincuente con el manifestante, y que el primero no se aproveche de una marcha legítima para facilitar su acción delictual.



Para ese efecto…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Ministro, ¿cuánto tiempo necesita?

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Entre 5 y 10 minutos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Usted sabe que los Secretarios de Estado tienen el mismo derecho que los Senadores. Pero le vamos a dar más tiempo.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Gracias, señor Presidente.



¿Qué proponemos para efectos de que el derecho de reunión pacífica no sea aprovechado por los delincuentes como un campo que les facilite la acción delictual?



En primer lugar, que a una persona que, con ocasión o al participar en una manifestación de carácter público y masivo comete un delito, el juez deberá aplicarle una circunstancia agravante por esa razón: por aprovecharse del ejercicio de un derecho para realizar una acción ilegítima, como lo es un acto delictual.



Planteamos eso con respecto a dos tipos de ilícitos: los delitos que se cometen contra las personas, que están contemplados en el Título VIII del Código Penal, y los delitos contra la propiedad -excluyendo, como muy bien indicó la Comisión de Constitución, a algunos tipos penales que no corresponden, como el del duelo y de la estafa- perpetrados en las movilizaciones aprovechándose de su masividad. Para estos se propone una circunstancia agravante, con el propósito de proteger el legítimo derecho a reunión pacífica y no confundir “manifestante” con “delincuente”, porque con ello se le hace un flaco favor al derecho de reunión consagrado en nuestra Constitución.



Se señalaba que existe una circunstancia agravante genérica. Así es -hizo alusión a ella el Senador señor Patricio Walker y la vimos en la Comisión-: la de actuar disfrazados.



La circunstancia genérica del disfraz es muy amplia; no es precisa o específica y ha tenido muy poca aplicación en nuestra jurisprudencia. En la Comisión de Constitución me atreví a decir que yo no conocía ningún caso, e inmediatamente me sacaron de ese error en forma muy acertada, al expresarme, después de un estudio rápido en la Biblioteca del Congreso Nacional, que habían ocurrido ¡dos casos en 25 años...!



Por lo tanto, la agravante genérica del uso de un disfraz está -por decirlo de alguna manera- en desuso dentro de nuestra jurisprudencia y se refiere más bien a otro tipo de hechos, no a la circunstancia específica de la comisión de delitos por encapuchados en manifestaciones públicas.



Ahora, junto a la circunstancia agravante de que en manifestaciones masivas se cometan delitos contra la propiedad o las personas, como los que hemos señalado, nosotros colocamos otra agravante, para el caso de que, además, ese delito lo perpetre una persona encapuchada, que oculte su identidad para actuar en tales movilizaciones. En este caso, establecemos que cuando se trate de un delito que tenga una pena de un grado de una divisible, se impondrá el máximo de la pena, y si corresponde a una pena que cuente con dos o más grados, no se aplicará su grado mínimo. Con ello, nos vamos al techo en una circunstancia, y en otra, dejamos de aplicar el piso, para efectos de poder tener un agravamiento equilibrado y ponderado de la pena.



En seguida, en el proyecto hay un aspecto que también es fundamental y que, a mi juicio, es quizás el más importante: enfrentar directamente el tema de los encapuchados. Y queremos ser muy claros al respecto.



Los encapuchados no son los que están disfrazados; no son los que usan un disfraz cualquiera para cometer un delito, sino aquellos que ocultan su identidad con el propósito de participar en acciones de vandalismo público y desarrollar acctos de violencia. ¡Esos son los encapuchados!



Si no queremos ver esa realidad hoy día en Chile, nos vamos a equivocar en la forma como tenemos que legislar, y cualquier Gobierno, cualquier Ministro del Interior deberá enfrentarse a la situación que mencioné anteriormente: a tener un altísimo número de detenidos y cero o muy bajo procesamiento judicial. Es decir, a una situación de impunidad.



Y lo sucedido el viernes pasado -que relaté hace algunos momentos-, cuando alrededor de 300 personas en bicicleta, encapuchadas, se sintieron con el derecho a adueñarse de las calles de una comuna de Santiago para producir vandalismo, daños, lesiones y destruir autos de particulares o locales comerciales, es una de las señales de impunidad que se está enviando con respecto a individuos que se encapuchan u ocultan su identidad con el propósito de generar violencia.



¡A tales situaciones queremos ponerles término! Y pedimos el apoyo del Senado a fin de proporcionarle al país los instrumentos legales para ello, con la circunstancia agravante o con el agravamiento de la pena que vimos recién cuando se trata de delitos, pero, además, estableciendo una nueva falta dentro del catálogo que contiene nuestro Código Penal.



¿Y en qué consiste esa nueva falta? Muy simple. En que la persona que participe en un acto de desorden público y cubra su rostro con el fin de ocultar su identidad, incurrirá en una falta penal del catálogo de faltas que contempla nuestra legislación: participar en un desorden público y cubrir su rostro para ocultar su identidad.



¿Se trata de cualquier circunstancia o de cualquier condición? ¡No! La Senadora señora Alvear nos relató en la Comisión de Constitución, a modo de ejemplo, una situación que le aconteció. En una oportunidad iba saliendo de la sede del Congreso Nacional en Santiago y se encontró con una manifestación. Como ella, por problemas de salud, debe protegerse la garganta y tiende a cubrirse el rostro con una bufanda, expresó que podría verse afectada al caer en la falta a que me referí.



¡No! Esa falta no es atribuible a personas enfermas o con problemas de salud, sino, primero, a aquellas que participen en desórdenes públicos, y segundo, que oculten su identidad precisamente con la finalidad de no ser reconocidas. Por lo tanto, para tipificarla tienen que cumplirse dos requisitos: participar en desórdenes y ocultar la identidad con un propósito. Eso constituye una falta penal.



A dicha falta penal nosotros le agregamos una circunstancia distinta: que sea una de las denominadas “faltas calificadas”. ¿Y qué significa esto? Que dentro del catálogo de faltas contempladas en nuestro ordenamiento penal, hay algunas que posibilitan la detención, a efectos de poner a sus autores a disposición del fiscal.



Sí, señor Presidente, queremos que los carabineros posean atribuciones para sacar de las movilizaciones sociales a los individuos que ocultan su identidad y participan en desórdenes públicos; que los puedan detener; que los puedan retirar del lugar y poner a disposición de la justicia. Porque quienes ocultan su identidad, se encapuchan y participan en desórdenes públicos no están ejerciendo el derecho de reunión.



No hay nada más contrario a los derechos garantizados en un Estado de Derecho y en una democracia que confundir su libre ejercicio con acciones que nada tienen que ver con ellos y que son, en este caso, de violencia.



¿Hay algo más distinto que el derecho de la gente a reunirse en forma pacífica, y la acción de aquellos que pretenden desarrollar vandalismo y violencia en nuestras ciudades? ¡Esta es la antítesis de aquel!



¿Y qué pretende el Gobierno? Lo decimos sin ambigüedad alguna: que a los encapuchados que participen en desórdenes públicos y generen actos de violencia y vandalismo, ocultando su identidad con ese propósito, Carabineros pueda detenerlos y ponerlos a disposición de los tribunales. Y que estos tengan más atribuciones para aplicar, si se encuentran frente a una falta, la sanción correspondiente, o, si se ha cometido un delito, la pena respectiva. Y que esa situación nos permita que el derecho a reunión en nuestro país se pueda ejercer, como dice la Constitución, “de manera libre”, pero además “pacíficamente”.



Por eso, señor Presidente -y para no alargarme en el tiempo-, aquí están los 3 o 4 aspectos fundamentales del proyecto de ley que hemos presentado, mediante el cual se busca lo que he señalado: entregar más atribuciones a Carabineros; más herramientas legales a los jueces, para que el derecho de reunión en nuestro país se pueda desarrollar efectivamente como establece la Constitución: “pacíficamente” y no se confunda al manifestante con el delincuente, no se confunda al manifestante con el encapuchado, no se confunda una manifestación con la violencia. 



Lo anterior se necesita ahora, dado que la sensación de impunidad que se produce ya nos está trayendo consecuencias, pues a las personas les basta encapucharse para cometer delitos o actos de violencia y quedan en libertad al día siguiente. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi. 

El señor ROSSI.- Señor Presidente, desde el año 2011, fundamentalmente, nuestra sociedad ha experimentado un fuerte proceso de movilización social con el objeto de visibilizar una serie de situaciones de injusticia que afectan a la ciudadanía, exigiendo respuestas inmediatas de la autoridad gubernamental. 



En ese contexto, un número minoritario de personas efectivamente ha protagonizado incidentes, cometiendo una serie de delitos como desórdenes, robo en lugar habitado, daños, incendios, entre otros, lo que resulta reprochable e intolerable. Y nuestro ordenamiento jurídico contempla desde hace muchos años -como muy bien lo dijo el Senador Patricio Walker- sanciones para todas esas conductas delictivas. 



A pesar de que existen claras diferencias entre el ejercicio del derecho a manifestarse y esos crímenes -que todos criticamos-, el Ejecutivo, el Gobierno, de manera constante y deliberada, confunde bajo una sola noción esos diversos fenómenos, no obstante tener características claramente definidas, escondiendo con ello la importancia del conflicto social existente hoy y las posibles respuestas concretas a las demandas planteadas. 



Bajo esa premisa, mezclar la protesta social con la delincuencia común resulta un hecho tremendamente grave, que genera una serie de consecuencias negativas para el desarrollo de la democracia, vulnerando por cierto los derechos humanos de las personas que, legítimamente, dan a conocer su opinión; atacando pilares fundamentales como las libertades de expresión y de reunión, so pretexto de terminar con la delincuencia común. 



El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados regula las siguientes materias: delitos de atentado contra la autoridad, delitos de desórdenes públicos, agravantes específicas y delito de encapuchamiento. 



Resulta fundamental precisar -y este punto es importante tenerlo en consideración- que el Ejecutivo está presentando una iniciativa para sancionar delitos que ya están considerados y sancionados actualmente en nuestro ordenamiento jurídico. Por lo tanto, no es idóneo el mecanismo planteado en materia de prevención de la delincuencia; por el contrario, daña seriamente -es lo que provoca este proyecto- el sistema democrático vigente en nuestro país, con todos sus defectos. 



Es importante plantear el tema ahora, porque resulta claro y evidente -así lo han manifestado distintos especialistas en la materia- que las conductas que señala el Ministro (condenadas por todos) ya tienen sanción adecuada en nuestro ordenamiento jurídico. 



¿Cuál es el problema? Que aquí se mete en un solo saco la protesta social, que es tremendamente legítima; la movilización social, donde vemos a profesores, funcionarios públicos y trabajadores  en la calle reclamando sus derechos, a jóvenes que piden una educación pública gratuita y de calidad, a ambientalistas que exigen una Patagonia sin represas, y a una minoría dentro de esos grupos, que efectivamente cometen delitos, desórdenes, y que deseamos sancionar. Respecto de esto último estamos todos de acuerdo. 



Sin embargo, cabe preguntarse si es necesaria o inocua esta ley en proyecto. Porque de ser inocua para el Estado de Derecho y para nuestro sistema democrático vigente a lo mejor la votaríamos a favor. Pero estamos convencidos de que no lo es, que daña garantías fundamentales y, además, lesiona derechos humanos esenciales. 



Mediante esta reforma se atenta contra una serie de garantías de carácter penal, imprescindibles en todo Estado de Derecho que funciona en democracia.



En concreto, el texto propuesto produce una desproporción de las penas, al ampliarse excesivamente los tipos penales; introduce agravantes que carecen de justificación racional; incluye una categoría única de autor; omite la vulneración a bienes jurídicos concretos; elimina la posibilidad de aplicación de penas alternativas; reduce al mínimo la posibilidad de ponderación de los jueces en el caso concreto; todo ello sumado a una considerable falta de armonía interna en el Código Penal y con otros cuerpos legales, tales como el Código Procesal Penal.



Esa es la opinión que tenemos en la Nueva Mayoría. De hecho, vamos a votar en contra de este proyecto, porque no avanza en materia de seguridad, no contribuye a la paz social, no combate efectivamente la delincuencia, sino que, por el contrario, lesiona gravemente derechos humanos y garantías constitucionales de los ciudadanos, que tienen el legítimo derecho a salir a la calle a plantear sus puntos de vista y también a no ser confundidos con delincuentes. 



Eso es lo grave que presenta la iniciativa en estudio. 



Por otro lado, después del debate presidencial de anoche, me di cuenta de por qué se encuentra este proyecto acá. 



El primer bloque de dicho programa comienza con un tema relativo a seguridad pública, sorprendiéndome profundamente escuchar la línea argumental de la candidata de la Derecha, Evelyn Matthei, porque, al preguntársele si el problema estaba en la fiscalía, que tiene la obligación de la persecución penal del delito; en las policías, por alguna desconexión con los fiscales, en fin; en los jueces, en las leyes, en los programas de reinserción o de rehabilitación, en el sistema carcelario, respondió que “el único problema es que tenemos jueces garantistas”. 



Es decir, la puerta giratoria de la justicia. Y volvimos al discurso del Presidente Piñera que en su campaña dijo: “Vamos a terminar con la fiesta de la delincuencia”. Pero, ¿saben una cosa? El discurso de la puerta giratoria y de los jueces garantistas que dejan libres a los malos no tiene ninguna base ni argumento que lo sustente.



Este es el Gobierno que más ha excarcelado a personas. De hecho, muchos lo apoyamos cuando se habló de otorgar algunos indultos, de resolver numerosos casos de libertades condicionales, de penas alternativas, de reclusiones nocturnas. Una persona con reclusión nocturna no es un riesgo para la sociedad, pues está todo el día libre, pudiendo hacer lo que quiera durante ese lapso. 



Además, el uso racional de la privación de libertad también tiene que ver con la seguridad pública. Por ejemplo, hay miles de jóvenes que han sido detenidos por consumir cannabis, quienes, finalmente, terminan siendo sancionados por consumo, no por tráfico o microtráfico. 



En verdad, lo relativo a la puerta giratoria -insisto- contrasta con lo realizado, porque el problema se resolvería, de acuerdo a lo que piensan Evelyn Matthei y el Ministro del Interior, que envió este proyecto, metiendo más gente a la cárcel. 



¡Chile: país seguro! ¡Bajamos la victimización! ¡Bajamos el temor! ¡Más personas en los recintos penitenciarios! ¿Y saben qué? Tenemos las cárceles atiborradas de gente. Existe un hacinamiento tremendo, que atenta contra la reinserción y la rehabilitación, pilares fundamentales de una política pública eficiente y seria para lograr seguridad en nuestra ciudadanía. 



Recientemente hicimos una denuncia con los funcionarios de Gendarmería del penal de Acha, en Arica, porque en lugar de 1.150 internos hoy día hay más de 2.000. Lo mismo pasa en casi todos los complejos penitenciarios. 



Chile es el país que, con relación a su número de habitantes, tiene más personas privadas de libertad, siendo solo superado por Estados Unidos. 



Por lo tanto, cabe preguntarse ¿se resuelve el problema metiendo más gente a la cárcel?



Obviamente, después de ver el debate, entiendo que la Derecha tenga ese discurso, en que se señala que el problema son los jueces garantistas. O sea, que serían malos jueces, porque dejan a todo el mundo libre.



Entonces, hay que meter más gente a la cárcel. Así se resuelve este asunto.



¿Y qué dice el Gobierno? “Vamos a criminalizar la protesta social”. Y se encarcelará a los jóvenes que protestan por sus derechos y legítimas demandas; a los mapuches que reclaman porque quieren ser reconocidos como pueblo y que se les respeten sus tradiciones.



¡Ahí está la solución del problema!



Esa no es la forma de resolverlo. De hecho, ya no lo fue, porque este Gobierno fracasó en su principal promesa de campaña: terminar con la delincuencia. Y cuál era su discurso: “¡Ley y orden! ¡Tolerancia cero! ¡Fin a la puerta giratoria!”.



El mismo Ministro Bulnes se dio cuenta de que era pura demagogia, al presentar el Ejecutivo una iniciativa sobre indulto, porque sabía que la cárcel no resuelve los problemas de seguridad.



Por eso votaré en contra del proyecto en debate, no solo porque es ineficiente, sino también porque es demagógico y atenta contra los derechos humanos.



He dicho.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero saludar a los alumnos de la Escuela El Maitén, de La Unión, quienes en gran número nos acompañan hoy día.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo hacerme cargo de algunas de las afirmaciones que se han hecho en esta Sala y luego entrar a analizar el fondo de este proyecto.



En primer lugar, se ha señalado que esta es una iniciativa que el Gobierno ha querido despachar a toda prisa. No obstante, debo manifestar que ella lleva ¡más de un año en el Congreso!



Por lo tanto, no sé cuál será el concepto de la prisa esgrimido aquí.



En ese año, en que se produjeron muchas manifestaciones en Chile, 253 carabineros, quienes también tienen derechos humanos -se lo comunico a toda la bancada de la Oposición-, han sido brutalmente heridos y golpeados; en 2012, 847 fueron cruelmente golpeados en las calles, y no hay un solo detenido; y el 2011, mil 115 sufrieron agresiones.



Estamos hablando de la institución mejor evaluada por todos los chilenos.



No he visto nunca a una organización de derechos humanos (ni al Instituto Nacional de Derechos Humanos, ni a ninguna otra) ir a ver a un solo carabinero cuyos derechos han sido brutalmente violados. ¿Por quiénes? No por quien tiene el legítimo derecho a manifestarse en la vía pública para expresar sus ideas, sino por un grupo de cobardes que actúa encapuchado, que tira bombas molotov, que destruye la propiedad pública y privada.



Y tampoco he escuchado en esta sesión que se hable de los pequeños comerciantes, de los dueños de quioscos, de los transportistas que circulan por donde se realizan las manifestaciones, quienes sufren todo tipo de tropelías: destrucción de su propiedad, robos, asaltos, lesiones.



Conforme a lo planteado por el Senador Rossi, esas personas no tienen derechos humanos. El problema de tales desmanes hay que solucionarlo seguramente diciendo: “Niños, no vuelvan a cometer este tipo de delitos”.



Asimismo, deseo hacerme cargo de algo que dijo el Senador Rossi, antes de que se retire de la Sala.

El señor ROSSI.- Me quedo para escucharlo, señor Senador.

El señor ESPINA.- Porque yo le voy a hacer caso a Su Señoría: me convenció.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, le ruego dirigirse a la Mesa.

El señor ESPINA.- Me dirijo a Su Señoría a través de usted, señor Presidente. Retiro las dos menciones anteriores, y las renuevo señalando que me refiero al señor Senador Rossi por intermedio de la Mesa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No se dirija al Honorable señor Rossi directamente.

El señor ESPINA.- Entonces -por su intermedio, señor Presidente-, deseo manifestarle al Senador Rossi que le haré caso, porque me convenció.



Quiero saber si es necesario presentar este proyecto o no.



Como el Senador Rossi dice que no y yo estimo que sí, me iré a un árbitro. Y voy a nombrar árbitro a Michelle Bachelet, a su candidata.



El 21 de noviembre del 2006, ella presentó un proyecto de ley, cuyo alcance y sentido lo desarrollará más adelante el Senador Carlos Larraín, pero que concretamente plantea dos ideas:



Primero, que en las manifestaciones se han introducido pseudomanifestantes para cometer todo tipo de delitos y tropelías.



Y segundo, que la legislación actual no es suficiente.



¿Quién lo dice? ¿El Ministro del Interior? ¿El Presidente Piñera?



Lo señala textualmente la señora Michelle Bachelet: es necesario legislar.


Firman la referida iniciativa doña Michelle Bachelet y don Belisario Velasco. La presentó la ahora candidata del sector de ustedes a la Presidencia de la República. Porque reclamaba angustiosamente que la legislación actual no sirve.



Entonces -por su intermedio, señor Presidente-, le quiero decir al Senador Rossi, queriéndolo mucho y considerándolo un gran parlamentario, que en esta materia le creo más a la señora Michelle Bachelet. Porque así, en la forma recién mencionada, lo expresó textualmente.



De otro lado, se señaló que esta Administración quiere criminalizar al movimiento social.



¡Puras frases eslogan!


Señor Presidente, este Gobierno no desea criminalizar al movimiento social: pretende meter presos a los cobardes que tiran bombas molotov y que tratan de quemar a un carabinero o a un transeúnte que va por el barrio.



Sin embargo, esas víctimas no tienen derechos humanos.



No he visto nunca a la Oposición ni un minuto defender los derechos humanos de tales personas. Ni un acto en la calle, ni una declaración a favor de los afectados por los vándalos que se entrometen en manifestaciones que probablemente pueden ser muy legítimas pero que derivan, salvo que nadie de las bancas de Oposición vea televisión, en todo tipo de tropelías.



¡No obstante, esas son víctimas del movimiento social…! Se trata de jóvenes descontentos, que queman gente, cometen todo tipo de asaltos, robos, abusos sexuales, saqueos.



Las personas que han sido objeto de tales desmanes no existen, no tienen tribuna, señor Presidente.



Yo lo entiendo, porque tenemos una visión absolutamente distinta en relación con esta materia.



Luego se señala, entrando a los contenidos de este proyecto, que la legislación actual es suficiente.



Yo quisiera que me dijeran concretamente qué artículo del Código Penal es suficiente. Porque noto que hablan casi como repitiendo una minuta.



El artículo que rige esta materia es el 269, que tiene 100 años. Y dice: “Los que turbaren gravemente la tranquilidad pública para causar injuria u otro mal a alguna persona particular”.



Señor Presidente, este debe ser el artículo más obsoleto que ha de quedar en todo el Código Penal chileno: “para causar una injuria”.



Y establece una pena de 61 a 540 días.



Por lo tanto, a aquel que en un acto público en Chile comete un desmán le sale gratis, no le pasa nada. Porque -como digo- la pena es de 61 días, con lo cual no hay prisión, ni siquiera una mínima sanción. Y ocurre lo que habitualmente vemos: ¡quedan todos libres!



Se lo señalo porque hay importantes posibilidades de que ustedes ganen la próxima elección presidencial. Y, entonces, deseo recordarles que cuando existan manifestaciones públicas y vean los destrozos provocados durante ellas, les diremos que ustedes se opusieron a legislar sobre una materia fundamental.



Señor Presidente, las normas que el Gobierno presentó -las discutiremos en particular- son de todo sentido común. Porque buscan sancionar a aquel que paraliza o interrumpe mediante violencia servicios públicos. Por ejemplo, a quien impide que se llegue a la posta central, o al Metro (o lo quema); a aquel que corta puentes y carreteras, pero no con motivo de una manifestación, sino que lo hace usando fuerza, violencia contra las personas.



Luego, este proyecto dispone que si esa conducta se realiza encapuchado, ocultando la identidad, es más grave.



Porque no es lo mismo que alguien realice actos de violencia o altere el orden público a rostro descubierto.



Al hablar de actos de violencia me refiero a quemar buses del Transantiago; a saqueos; a la destrucción; a impedir que se llegue a la posta central o a cualquier servicio médico; a efectuar atentados para, por ejemplo, cortar el suministro eléctrico. Es decir, una serie de tropelías.



Si la persona comete tales acciones cubriendo su rostro, escondiéndolo, naturalmente es más grave, y por eso se establece una circunstancia agravante.



Lo mismo se señala respecto de quien, aprovechándose de una manifestación, roba, asalta, comete cualquier tipo de tropelía. Y se dice: “¿Sabe qué más? Por ocultarse dentro de la manifestación, la conducta es más grave”.



Ahora, aprovechando que mi distinguida colega Soledad Alvear está en la Sala, quiero hacerme cargo de una afirmación suya -el Ministro del Interior lo señaló-: “Salgo tranquilamente del Congreso en Santiago y, como tengo problemas con el esmog,” -eso nos ocurre a muchos- “me tapo la cara. Por tanto, en virtud de la ley en proyecto, podría ser detenida”.



Quiero comentarle a la señora Senadora que eso no podría sucederle nunca, salvo que fuera sorprendida usando la violencia para quemar un bus del Transantiago u obstaculizar su circulación; o para impedir que alguien llegue a la Posta Central; o para saquear y destruir edificios públicos importantes.



Yo no imagino a la Senadora Alvear haciendo eso. La imagino en muchas cosas -algunas puedo contarlas; ¡otras, no...!-, pero nunca encapuchada tirándole una bomba molotov a un carabinero.



¡Puedo imaginarla también lanzándole algo a su marido en medio de una disputa matrimonial...!

La señora ALVEAR.- ¡Eso, tampoco!

El señor ESPINA.- Su Señoría me señala que eso tampoco.



Lo digo con absoluta franqueza: no imagino a la Senadora Alvear cometiendo ese tipo de delitos.



En consecuencia, señor Presidente, esta es una iniciativa legal útil y buena para nuestro país. Su rechazo será el mayor amparo para los delincuentes que se refugian en actos de violencia -vemos por televisión cómo cometen los desmanes- y que muchas veces nada tienen que ver con aquellos que participan en manifestaciones. 



Y se habla de criminalización...

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero terminó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor ESPINA.- Muchas gracias.



Decía, señor Presidente, que se habla de criminalización del movimiento social.



¡Esa es la mentira más grande del mundo! ¡Nadie pretende criminalizar ningún movimiento!



Yo los invito a revisar las legislaciones de los países europeos, en algunos de los cuales hay gobiernos de Izquierda (¡los pocos que quedan...!): ¡en todos ellos las sanciones son muchísimo más duras que las existentes en Chile!



Señor Presidente, ya habrá tiempo para discutir y demostrar que cada uno de los artículos de este proyecto se justifica plenamente para evitar que triunfen los cobardes y los encapuchados que durante las manifestaciones atacan a gente inocente.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Saludo a los alumnos del Colegio Parroquial San Miguel, de la ciudad de Santiago, que nos acompañan en las tribunas.



¡Bienvenidos!



Muchas gracias por estar en el Senado.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Algunos señores Senadores me han preguntado si es posible abrir la votación.



Este proyecto tiene “discusión inmediata”. Entonces, primero debemos votarlo en general, y en seguida, si se aprueba, en particular, pues algunos Senadores ya solicitaron pronunciamiento separado sobre determinadas normas. Y si se rechaza la idea de legislar, irá directamente a Comisión Mixta.



Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por su intermedio, me gustaría solicitarle al Ministro del Interior, don Andrés Chadwick, algunas confirmaciones. Porque este debate es muy curioso.



El Senador que me antecedió en el uso de la palabra pontificó un poco sobre la necesidad de sancionar a los encapuchados que cometen desmanes y destrozan las propiedades privada y pública. 



Sobre eso existe consenso.



En lo personal, pocas cosas me molestan más que ver a los “ultrones” destruyendo las propiedades privada y pública.



Por tanto, aquí no hay nadie que quiera amparar una conducta como aquella.



La discusión, según entiendo, estriba en si hay que tipificar un nuevo delito.



Yo creo que no. Y uno podrá debatir eso.



Ahora, no sé por qué el Gobierno está tan apurado en tramitar un proyecto fundamentalísimo de forma tan veloz, más aún en un Senado sometido al trajín en que nos encontramos. Pareciera haber una segunda intención. Si no, la iniciativa no estaría con “discusión inmediata” y se habría debatido con mayor tranquilidad.



Yo me encuentro abierto a determinar si es necesario tipificar. No tengo convicción al respecto, pero estoy llano al debate.



Algunos podrán decir que deben agravarse las penas. No lo tengo claro.



Sin embargo, me gustaría saber algunas cosas.



¿Por qué Carabineros no logra detener a quienes cometen desmanes?



¿Por qué no los infiltran? ¿Por qué no los aprehenden? ¿Por qué no presentan las pruebas?



¿O lo hacen?



Y si lo hacen, ¿la dificultad reside en que la pena que reciben esos delincuentes por destruir la propiedad es muy baja?



Entonces, el problema consistiría en que tenemos un registro de personas condenadas pero con penas bajas.



¿Acaso el Ministro del Interior nos está diciendo que en Chile los jueces no aplican la ley? 



Porque cualquier persona con capacidad mínima de razonamiento no puede entender que un magistrado al que se le presentan pruebas deje libre a una persona que ha destruido, por ejemplo, la mampara de una farmacia, un automóvil.



¿No está tipificado el delito? Sí lo está. La destrucción de propiedad se halla tipificada.



Quizás se procura buscar agravantes adicionales en función de que tal ilícito se perpetra dentro de cierto contexto.



Bueno: veamos cuántas personas han sido sancionadas.



¿El problema, entonces, son los jueces?



Esa es la parte del argumento del señor Ministro del Interior que no logro entender.



Si el problema son los jueces o los fiscales incapaces de exhibir pruebas, la cuestión no tiene que ver con los encapuchados, sino con otra cosa.



Señor Presidente, aquí no conozco a nadie -¡a nadie!- que se sienta atraído por la existencia de grupos que distorsionan o desnaturalizan el derecho a la manifestación pública.



La expresión social, la protesta ciudadana es un derecho básico en cualquier democracia. Y nosotros, como Senado de la República, debemos garantizar ese derecho: tenemos la obligación de asegurar que cualquier ciudadano pueda manifestarse, pacíficamente por cierto, en los espacios públicos del territorio nacional.



Si se prueba que una persona provocó destrozos dentro de una manifestación o fuera de ella, debe existir una sanción.



¿Por qué no se sanciona?



El señor Ministro del Interior señaló que durante 2012 -y él puede corregir las cifras- el promedio de detenidos en cada manifestación fue de 35 personas y que en 2013 ese promedio es de 100.



Es decir, el problema no era la capacidad operativa de Carabineros.



Señor Presidente, me gustaría que el señor Ministro nos informara -si no públicamente, al menos durante una sesión secreta posterior- cuál es el despliegue que realiza Carabineros para infiltrar las manifestaciones, y particularmente, a grupos organizados para destruir las propiedades pública y privada.



¡Yo imagino que la policía uniformada tiene algún servicio de inteligencia para tal efecto!



Porque la televisión muestra a personas que causan destrozos, y uno piensa que Carabineros cuenta con capacidad para...

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluya, señor Senador, pues terminó su tiempo.

El señor LETELIER.-... hacer seguimientos, llevar un registro.



Si fuera necesario, podríamos legislar para perfeccionar la normativa vigente en materia de pruebas.



En todo caso, percibo que alguien no está haciendo bien su trabajo.



Por tanto, la discusión no reside en si es necesario tipificar conductas y agravar penas, sino en saber por qué personas detenidas una y otra vez y que están presuntamente identificadas por Carabineros nunca son sancionadas.



Entonces, me gustaría tener otra mirada sobre el problema.



Señor Presidente, en los años 90 propicié con otros parlamentarios el término de la detención por sospecha. Y se llegó a una legislación que considero adecuada.



¡La detención por sospecha representa el abuso del Estado contra el ciudadano, contra el individuo! 



Empero, eso no significa que el Estado carezca de instrumentos para detener y sancionar a quienes delinquen.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, estamos ante un proyecto con mirada técnico-jurídica, pero también política.



Aquí se ha sostenido -lo comparto- que, lamentablemente, esta iniciativa no cumple un objetivo que a todos nos compete.



Lo decía el Senador Letelier: por un lado, todos queremos garantizar la libertad de expresión, el derecho a participar en las manifestaciones de protesta que se realizan muy a menudo en nuestro país; pero, por otro, todos, sin excepción, condenamos a las personas que, encapuchadas o no (¡ojo!), destruyen las propiedades pública y privada.



La comisión de delitos durante tales manifestaciones provoca nuestro absoluto rechazo. No conozco a nadie que la ampare. Al contrario, nos molesta sobremanera. Porque la ciudadanía, legítimamente, se expresa cada día más,  y muchas veces no sería escuchada si no fuera por sus manifestaciones en la calle.



Sus Señorías me van a perdonar, pero así sucedió en Freirina. Porque cuando comenzaron las primeras declaraciones sobre existencia de mal olor, nadie les hizo caso. Yo envié tres oficios, y la Seremía de Salud me contestaba: “Trasladados al lugar, no hemos encontrado mal olor”. ¿Y qué pasó? ¡Hubo que tomarse los caminos!



Entonces, le pregunto a este Gobierno: ¿Esa es la vía correcta? 


Existe absoluta incompetencia para entender que de repente a la ciudadanía no le queda más remedio que salir a la calle ante la falta de un cauce para ser escuchada, porque hay autoridades ineficientes, incapaces de fiscalizar o de resolver a tiempo los problemas.



Pero además, por desgracia, el Ejecutivo ha tergiversado absolutamente esta discusión, señor Presidente. Y lo ha hecho a conciencia.



A mi parecer, si en algo ha fracasado esta Administración es en el ámbito de la seguridad pública.


Lamentablemente, todas las promesas que el ahora Presidente Piñera hizo cuando era candidato -“Terminará la puerta giratoria”, “Se acabó la fiesta”, “Los delincuentes ahora van a conocer la mano dura”- no han sido más que esloganes y fracasos absolutos. Los niveles de victimización han aumentado. Y las estadísticas nos señalan que la gente se siente insegura.



Ello es muy lamentable. Y nos obliga a todos, en cuanto país, a no usar el problema como eslogan político, sino a ver de qué manera se puede abordar su solución.


Son múltiples los factores. No voy a entrar ahora en ellos. Pero hay algo que no puedo dejar de mencionar.



Cuando se cometió el asesinato alevoso, que condenamos, del subteniente de Carabineros Daniel Silva, el Presidente Piñera lo mezcló con la llamada “Ley Hinzpeter”.


¿Han visto algo más desafortunado y equivocado que lo que hizo el Primer Mandatario?


¿Creen Sus Señorías que actuó así por desinformación?


No: lo hizo exactamente en su afán de relacionar ese asesinato alevoso (repito que todos lo condenamos) con la ley en proyecto, lo que no es posible.



Pero hay una cuestión más grave, señor Presidente.



En el homicidio de ese uniformado participaron tres personas, dos de las cuales gozaban de beneficios carcelarios otorgados por la actual Administración, pero no en virtud de una ley. Como Sus Señorías recordarán, ello obedeció a una modificación al reglamento sobre concesión de beneficios carcelarios, efectuada en diciembre del año pasado para hacer más flexible su obtención.


¿Se deben otorgar beneficios carcelarios? Probablemente, sí. El asunto estriba en que hay que ser bastante responsable en el momento de decidir a quiénes se les dan.


De lo contrario, que nos expliquen si, por ejemplo, se les van a conceder a los homicidas que participaron en el caso de los degollados.



Entonces, debemos tener una mirada clara.



Señor Presidente, reitero que rechazamos la violencia que encapuchados o no encapuchados ejercen contra las personas y contra las propiedades pública y privada.



Creemos que el actual sistema se halla dotado de las herramientas legales necesarias para enfrentar tales conductas.



Lo que se está proponiendo impide que los jueces apliquen penas con justa proporcionalidad y con gradualidad adecuada.


Porque no es igual saquear un local comercial pequeño -por cierto, eso es muy doloroso y perjudicial para su dueño- que interrumpir el derecho de los ciudadanos a transitar por las calles. Evidentemente, ambas situaciones no pueden ponerse en la misma balanza.



Esas son, a mi entender, las cuestiones que esta iniciativa es incapaz de distinguir. Tales son las situaciones en que este proyecto abusa…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.
La señora ALLENDE.- Gracias.



Decía, señor Presidente, que esas son las situaciones que nos provocan profunda desazón.



Porque todos queremos evitar que se sigan registrando desmanes que en nada ayudan a la protesta legítima.


Sin embargo, hemos visto una tremenda insolvencia para enfrentar el problema. No existe capacidad preventiva, los servicios de inteligencia han fracasado una y otra vez.


En esa línea, se sigue la política del “arrastre” (algo así como la pesca del mismo nombre): se detiene a 300 o más personas y después todas quedan en libertad. ¿Y saben por qué? Porque no existe ninguna prueba. Y los jueces no pueden encarcelar a la gente si no hay pruebas.



Aquello habla de la ineficiencia de nuestros servicios de inteligencia y de las políticas que se aplican. Y con eso solo estamos logrando más hacinamiento en las cárceles. A veces la gente está en ellas justificadamente, pero sin ninguna posibilidad de reinserción o de rehabilitación, y otras, de manera injustificada.



Entonces, señor Presidente, me parece que el texto sugerido amerita otra mirada, mucho más amplia.



Por lo expuesto, no estoy de acuerdo con esta iniciativa, que se ha prestado para abusar políticamente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, esta es una de las discusiones más extrañas que he oído en el último tiempo. Y, en mi concepto -solo hablo por mí-, refleja una politización no solo sorprendente sino además censurable que la Concertación está haciendo de medidas mínimas para controlar el orden público.



¿Qué se está planteando aquí?



Hay una táctica muy precisa y todos hacen el mismo diagnóstico: es insoportable la alteración consistente del orden público, que pasa a ser casi un ritual de la actividad de los chilenos, y es inaceptable la existencia de encapuchados que actúan impunemente en distintos ámbitos y provocan daño a la propiedad privada o, lo que es mucho más serio, a las personas.



Nadie ha discutido el diagnóstico, pero todos se las han arreglado para buscar no hacer nada como consecuencia de él.


Algunos sostienen que hay insuficiencias, que es culpa de las policías. ¡Y estamos pidiendo un mínimo!



A este mismo Gobierno, al que se acusa de no haber tenido éxito en las políticas públicas requeridas para enfrentar la delincuencia, cuando pide una herramienta le responden: “Usted ha fracasado: no se la damos”. 


Algunos, porque consideran que este es un problema de las policías.


Otros, porque estiman que hay normas suficientes. Pero lo que no dicen es que esas son las mismas normas que han significado que, de 10 mil 238 detenidos en los últimos dos años por incurrir en conductas como las explicitadas, al final haya no más de 6 condenados.



Entonces, señor Presidente, más allá de la política, de la cosa contingente, de que tengamos elecciones, de que no exista el propósito de darle siquiera una herramienta al Gobierno actual -ello es muy censurable-, creo que en esta materia hay una sorprendente falta de visión de país.



Claramente, existe una errónea tipificación del delito en el caso de las conductas relacionadas con los desórdenes públicos. La articulación vigente -como se ha mencionado- es decimonónica, no tiene nada que ver con el mundo moderno.



Entonces, ¿dónde está el problema de incorporar como delitos de desorden público la paralización o la interrupción, mediante violencia o amenaza, de servicios públicos; o el impedimento o la alteración, en igual forma, de la libre circulación de las personas?



Alguien me señala: “Se puede interpretar lo mismo sobre la base de otra disposición”. Pero, ¡oh sorpresa!, esa disposición nunca se ha aplicado. Y si no se ha aplicado jamás, ¿no será porque en la práctica es insuficiente o está mal concebida? 


Me parece que esto es lo que uno haría en cualquier materia, más aún ante esta cuestión tan delicada, en que se amenaza la continuidad del entendimiento en nuestro país. 


En efecto, cuando una protesta social legítima es vinculada indefinidamente con la creación por algunos de un espacio delincuencial, en último término -es una teoría en todas partes del mundo- se generaliza una conducta y, adicionalmente, se genera en el ciudadano común y corriente, en el ciudadano de a pie, una sensación de impotencia frente al actuar impune en aquel ámbito.



Yo no he escuchado ningún argumento de fondo que respalde por qué la tipificación de desórdenes públicos que se plantea es equivocada. Sí, he oído decir que resulta insuficiente, argumento que para estos efectos no empece. Y también, que la norma actual es suficiente; pero tan suficiente es que ¡todos quedan libres...!



Una segunda lógica, señor Presidente, tiene que ver más con el sentido común: la incorporación de una agravante respecto a quienes se encapuchan para realizar las acciones en comento.



Señores colegas de la Concertación -con algunos llevamos varios años mirándonos las caras-, ¿no es acaso de sentido común que si alguien se encapucha durante una manifestación pública que termina en desórdenes la sociedad tenga derecho a entender que en su conducta hay una actitud agravante? ¿Acaso ello no es de un sentido común esencial? ¿O se estima perfectamente legítimo andar encapuchado por la vida y que los desórdenes, la violencia, el desamparo, la impunidad no tengan nada que ver con la falta de sanción de esa conducta?



Entonces, obviamente los Gobiernos van pasando y vienen otros distintos, pero las leyes y la falta de responsabilidad van quedando.



Y, por una vía a mi juicio muy ilegítima, con la frase “Se está criminalizando” se apunta a identificar a quienes hacemos un esfuerzo honesto por dar más elementos a policías y jueces para poder sancionar…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene un minuto para concluir, Su Señoría.

El señor COLOMA.-... actitudes que nos parecen negativas. ¿Esa criminalización de dónde viene? ¿No será un lenguaje justamente primo hermano de la impunidad? Porque lo que se está haciendo es valorar esta última si, al final, para no hacer nada, se usa una palabra que atemorice. Eso cada día va a ser más complejo.



Entiendo que algunos parlamentarios de la Concertación dicen: “Sigamos así”. Está bien. Es su responsabilidad. Son mayoría. Entonces, habrá más marchas, más desórdenes, más encapuchados, y no va a pasar nada, porque aquí, cuando se presentó una opción, se dijo que no.



Y expondré un último argumento. Algunos me expresan: “Ustedes no quieren, como Gobierno, seguir llenando de gente las cárceles”. Por mi parte, ¡deseo que alguien vaya a la cárcel, en este caso -no se trata de que se llenen los recintos de reclusión-, por actuar en manifestaciones encapuchado contra chilenos!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quisiera partir expresando que me extraña mucho que, para tratar el proyecto de ley que nos ocupa, de gran importancia, y estudiarlo con la calma que requiere un articulado de esta envergadura, la Cámara de Diputados haya contado con dos años, y que, a días de la próxima elección, el Gobierno lo haya calificado con urgencia de “discusión inmediata” para su consideración por el Senado.



Ello evidentemente obedece a una estrategia, diseñada por el Gobierno junto con el comando de la candidata señora Evelyn Matthei, para abordar la cuestión de la delincuencia, lo que quedó claramente demostrado en el debate de anoche, porque ella nos llamó precisamente a aprobar la iniciativa.



Como se lo expuse al Ministro señor Chadwick, quien formó parte, siendo Senador, de la Comisión de Constitución, deseo consignar, responsablemente, que en ese órgano técnico siempre hemos trabajado con tranquilidad en los proyectos de ley -y usted, señor Presidente, lo integró y lo presidió- para hacerlo como se debe. Ahora no tuvimos esa posibilidad.



Lo segundo que quiero dejar claro es que todas las organizaciones que se hicieron presentes -y tuvimos que ocupar esta Sala, porque fueron muchas las que invitamos-, más todos los profesores de Derecho Penal, excepto el señor Acosta, abogado del Ministerio del Interior, estuvieron en contra de la iniciativa. Y hago referencia a docentes de distintos pensamientos políticos, de diferentes universidades, incluido el señor Juan Pablo Mañalich, hijo del Ministro de Salud del Gobierno.



El asunto escapa, entonces, a lo que algunos señores Senadores están aquí sosteniendo en el sentido de que media una ideología, o un pensamiento, o a lo mejor un obstruccionismo para considerar un proyecto sobre cuya base se pretende afirmar, en la última hora del Gobierno del Presidente Piñera, que se quiere hacer algo respecto de la delincuencia, en circunstancias de que podemos apreciar que esta constituye el problema número uno de los chilenos y que los índices de victimización han aumentado, al igual que los delitos.



Deseo consignar que combatir la delincuencia es difícil y que creo que el Primer Mandatario, cuando fue candidato, equivocó su campaña al afirmar que iba a terminar con la puerta giratoria, con la persistencia del problema, porque decirlo es irresponsable. En efecto, la tarea debe abordarse con prevención, con persecución penal eficiente, con recursos adecuados para rehabilitación y con reinserción en la sociedad de las personas que han sido privadas de libertad.



Y el problema se debe atacar en su conjunto. Para eso, aprobamos unánimemente en el Congreso, con muy buena voluntad, la creación del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, con una Subsecretaría de Prevención del Delito que ha aplicado programitas, pero no una política real de prevención del delito. Vale decir, no nos ha ido bien en la materia. La cuestión tiene que enfrentarse como una política de Estado.



El proyecto no mejora el ataque a la delincuencia y realmente ha sido tratado con absoluta ligereza. Por algo, la Cámara de Diputados, que lo vio en dos Comisiones y se tomó dos años para analizarlo, lo rechazó. ¿Y qué ha hecho el Ejecutivo? Ha resuelto reponer todas las indicaciones desechadas en la otra rama del Congreso y ha calificado la iniciativa con urgencia de “discusión inmediata”, para que sea discutida en seis días por el Senado.



Ahora bien, respecto al texto mismo,...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Cuenta con un minuto para concluir, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Me voy a referir a dos aspectos, señor Presidente, que a mi juicio son extraordinariamente delicados.



Se ha expuesto que el Código Procesal Penal no contiene disposiciones que permitan detener a encapuchados. Sin embargo, el artículo 85 de ese ordenamiento, fruto de la agenda corta, expresa: “Control de identidad. Los funcionarios policiales (...) deberán, además -no se emplea la palabra “podrán”-, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, (...) o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lo lamento, señora Senadora, pero terminó su tiempo.

El señor WALKER (don Ignacio).- Dele un minuto más, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Alguien se lo traspasará?

El señor LAGOS.- Le cedo dos.

La señora ALVEAR.- Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede proseguir, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Entonces, existe la obligación, no la facultad, de detener a cualquier encapuchado, de acuerdo con el artículo 85 del Código Procesal Penal.



Y quisiera recordar un solo caso -lo mencioné en la Comisión-, que vi en televisión. En una marcha, un abogado de la CUT salió en defensa de una señora que iba por la calle y fue agredida por encapuchados, los que le tiraron piedras al profesional, quien quedó con sangre en la cara producto de sus heridas. Las imágenes mostraron que los carabineros no hicieron nada en esa situación concreta, si bien he visto que en muchas otras sí actúan. Conforme a la disposición legal citada, ¡ellos sí deben detener a los encapuchados! Y no se necesita ninguna ley adicional, porque el Código Procesal Penal lo establece en forma totalmente clara. Si no proceden en esa forma, no están cumpliendo con su deber.



Como también intervine en la Comisión, el Senador señor Espina ha hecho un intento de festinar expresando que estoy manifestando algo incierto.



Cabe recordar que el artículo 410 bis, nuevo, que se propone agregar al Código Penal y que el Gobierno repuso como indicación aquí, en el Senado, señala textualmente -como tengo poco tiempo, voy a leer solo la parte pertinente- que “Quienes incurrieren en las conductas descritas en el artículo 269 (…) y cubran su rostro con el propósito de ocultar su identidad, mediante el uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos, serán sancionados con el máximum de la pena establecida para el delito, si ésta constare de un grado de una divisible, o no se aplicará el grado mínimo, si constare de dos o más grados.”.



En el órgano técnico conté un hecho que viví. Un día salí del Congreso sin tener idea de que había una marcha en la cual participaban encapuchados y, como uso pañuelo, lo utilicé para cubrirme, esto es, me “transformé” en uno de ellos. La disposición hace referencia al “uso de capuchas, pañuelos u otros elementos análogos”. Y socorrí a una señora de edad avanzada que también se puso uno para protegerse de las bombas lacrimógenas. Los carabineros felizmente no me detuvieron, porque iban más atrás, pero perfectamente podrían haberlo hecho. ¿Saben Sus Señorías por qué? Porque entremedio los encapuchados tiraban piedras y realizaban desmanes, lo que reprocho absolutamente, y la fuerza policial toma dicha medida cuando ello ocurre y hay personas corriendo, entre las cuales iba la Senadora que habla, quien ayudaba a la anciana. Seguramente me habrían dejado después en libertad; pero me habrían detenido, de acuerdo con los términos del artículo 410 bis, porque iba encapuchada.



Entonces, señor Presidente, ¡por Dios que hay que legislar con cuidado! Por lo menos a mí, como abogada, me hace mucha fuerza siempre hacerlo en forma responsable. Y la responsabilidad consiste, en materias penales, en las cuales no soy especialista, en tener siempre presentes las opiniones de quienes sí lo son. Como ninguno de ellos está a favor de la iniciativa, excepto el abogado del Gobierno, no puedo respaldarla con mi voto.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Muy bien!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, como el asunto reviste bastante importancia, voy a permitirme leer un texto.



Además, hemos sido exhortados a participar en la discusión con seriedad y, en lo posible, escuchándonos unos a otros.



Me remito al documento:



“En el último tiempo hemos podido ver cómo, con el pretexto de participar en legítimas manifestaciones ciudadanas, una o más personas han incurrido en conductas delictivas o dañosas, que deslegitiman el ejercicio de los derechos garantizados por la Carta Fundamental y provocan diversas consecuencias en el patrimonio público y privado.



“Esta realidad, que por lo demás es lamentablemente común en diversos otros países, hace necesaria una revisión de nuestra legislación, de manera que la autoridad cuente con herramientas adecuadas para la prevención de dichas conductas, o para su ejemplar sanción en el caso que se produzcan.



“Esto es particularmente importante en la medida que la violencia con la que estos pseudos manifestantes actúan se ha presentado como un problema creciente; porque las personas que toman parte de estos actos vandálicos suelen hacerlo ocultando sus rostros, y porque las policías no cuentan con los medios de prueba idóneos para su identificación y persecución”.



Termino de leer, para no aburrir a mis colegas, especialmente de la Democracia Cristiana. Pero esta lectura ofrecía algún interés, porque es -verbatim, como dicen los más ilustrados- la del mensaje con que Michelle Bachelet inició un proyecto de ley el 21 de noviembre de 2006. Y lo firma también un distinguido miembro de la Democracia Cristiana: el señor Belisario Velasco.



En consecuencia, creo que estamos ante un diagnóstico compartido. Y eso ya es una gran ventaja. Porque algunos han dicho que hay aquí un apresuramiento legislativo. La verdad es que no es el caso. El asunto ya fue planteado por el Ejecutivo -repito- el 21 de noviembre de 2006, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, a quien le encuentro toda la razón.



Ahora, una iniciativa legal, con algunos cambios, ha sido estudiada durante dos años, ha avanzado penosamente, y llegamos, así, al fin del Gobierno del Presidente Piñera. Por lo tanto, no media un cálculo. No se está procurando crear una herramienta ad hoc para reprimir el legítimo ejercicio del derecho de manifestaciones públicas.



Porque también se ha dicho aquí que hay un ánimo antidemocrático, un propósito velado de reprimir el derecho a reunirse pacíficamente, contemplado en el artículo 19, número 13°, de la Carta. Nada de eso. Al contrario, algunos de los integrantes de la Comisión de Constitución pensamos que este es, precisamente, el mejor momento, porque no se puede aseverar que la iniciativa sea para servir los “ruines” propósitos del Gobierno a cargo. 



¡Hay gobiernos que suelen abrigar estos últimos…! ¡No hay que admirarse de eso…!



En este caso, se trata, simplemente, de entregarle una herramienta a la Administración que venga, cualquiera que sea su color o definición.



Ahora, la discusión, que fue interesante, efectivamente tuvo el aporte de varios profesores de Derecho Penal. Lamentablemente, ellos a veces se acercan a estos problemas con un criterio de laboratorio jurídico y no suelen exhibir el engranaje con la realidad que es necesario y que distingue entre la enseñanza, por una parte, y el ejercicio del poder y el resguardo del orden público, por la otra. Son cosas diferentes.



Me permito citar algo de legislación comparada. No todo lo que es bueno en otros países es bueno para Chile -y eso lo admito y lo diré en todas partes y cuando sea necesario-, pero conviene saber que uno está respondiendo a una cierta corriente intelectual más o menos compartida con países con los cuales tenemos alguna afinidad cultural.



¿Qué dice el Código Penal suizo, por ejemplo? Artículo 260: “1 Toda persona que tome parte en una asamblea pública turbulenta”…



¿Mis Honorables colegas imaginan lo que es la definición de “turbulencia” para un suizo? Estimo que nuestro baile nacional, la cueca, debe de parecerle a uno de ellos un desorden gravísimo, por ejemplo… Señalo nada más que eso: ¡la turbulencia en ese país! O sea, ¡vaya usted a golpear muy fuerte la puerta de un banco y pueden ejecutarlo…!



Suecia tiene algo parecido.



En seguida, cabe fijarse en lo que dice la legislación canadiense: “Una reunión ilegal es un conjunto de tres o más personas” -ya cuatro estarían sometidas a escrutinio- “que, con la intención de llevar a cabo cualquier propósito común”, etcétera.



Vaya, vaya. “Propósito común”: “¿Vamos al estadio, chiquillos?”, “¿Vamos al Chancho con Chaleco?”. No sé si este último existe todavía. “Propósito común”. ¡Ojo!



Pero, en fin, ¡Canadá es un país seguramente tiránico…!



En Alemania, que inspira a muchas personas, incluso a algunas que esperan llegar a la Presidencia, la perturbación del orden público dice relación con el que participe en actividades violentas o profiera amenazas “de una manera tal que ponga en peligro la seguridad pública”… O sea, cuando se van a subir a la micro ya están…



¿Puede concederme un minuto más, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Iba sumamente embalado y podría citar mucha legislación similar susceptible de servir para el caso.



Sí quiero referirme a un punto que aquí ha sido tocado. Efectivamente se suele retener personas -ya no se las detiene, dicho sea de paso-, y los profesores invocados dijeron que no había condena seguramente por defectos en la prueba. Pues bien, aquí hay un elemento que permite probar cuál es el rostro del que integra una manifestación. La referencia al uso del capuchón no tiene que ver simplemente con un problema de otitis: obedece a que se está buscando una definición común para los que participan en el acto y esconden el rostro, a quienes no es posible identificar aun cuando se use una filmadora.



Ahora, el artículo 85 citado por la Honorable señora Alvear -no se vaya a entender mal, señor Presidente- no tiene nada que ver con la situación, porque solo permite pedir que se identifique la persona. No conlleva sanción alguna.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Aprovecho de saludar a la delegación del Club de Adulto Mayor “Oro Verde”, que nos acompaña desde las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Y también saludo a los alumnos y a las alumnas de The Grange School, de La Reina, que nos acompañan en las tribunas.



¡Bienvenidos a esta sesión!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela, para fundamentar el voto.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto es relevante.



Como en todas las cosas, uno puede tener opiniones propias, pero no datos propios. Estos se conocen y son absolutamente evidentes.



El país entero, de Arica a Magallanes, ve cada cierto tiempo a través de las pantallas de televisión cómo manifestaciones declaradas pacíficas -acompañadas muchas veces por la fuerza policial- se transforman en hechos de mucha violencia y daño para las personas y los bienes debido a la acción de encapuchados, lo que perjudica notoriamente esa marcha.



¡Ese hecho no puede ser desmentido!



Muchas veces hemos presenciado mediante la transmisión televisiva cómo una movilización transcurre sin contratiempos durante una o dos horas. Pero basta que aparezcan encapuchados para que esta se convierta  en un acto violento, que genera daño a los bienes y provoca riesgo a la integridad física no solo de Carabineros, sino también de los transeúntes.



Ese es un dato que debemos tener sobre la mesa. ¡Y nadie puede desmentirlo!



Un segundo antecedente es que, pese a lo que hemos visto durante mucho tiempo, nadie es sancionado ni condenado por tales acciones. Tampoco nadie puede discutir esa realidad. Ello no encuentra fundamento en la actual legislación, porque, como señalaron tanto el señor Ministro Andrés Chadwick como el Senador Espina, el artículo 269 del Código Penal claramente no da cuenta de la situación real.



Por lo tanto, para enfrentarla, debemos tipificar como delito el accionar de quienes ocultan su rostro para causar daños a terceros, aprovechándose de manifestaciones que la mayor de las veces son pacíficas.



¡A esas personas hay que sancionarlas; a esas personas hay que condenarlas; a esas personas hay que investigarlas!



Y quiero desmentir, absolutamente, el argumento de que aquí se busca criminalizar el movimiento social. 



Durante los últimos cuatro años la autoridad, sobre la base de todas sus potestades, ha autorizado un sinnúmero de movilizaciones de distinta índole, y les ha otorgado protección policial. Por tanto, no existe tal intento de criminalizar. 



Aquí lo que se pretende -lo vuelvo a decir- es sancionar a quienes ocultan su rostro para generar perjuicios y cometer delitos.



¡Cómo no va a ser posible contar con una legislación que permita a Carabineros detener y a tribunales sancionar al encapuchado que tira una bomba molotov contra un carabinero o un transeúnte! Como no existe la tipificación específica, muchas veces esa persona es detenida por la policía y sale libre 24 horas después.



En efecto, la tipificación contenida en el Código Penal en esta materia no permite enfrentar adecuadamente tal situación.



El orden público es responsabilidad de los gobiernos. Y estoy seguro de que todos los que ha habido hasta ahora han tenido especial preocupación por ese aspecto. 



Quiero recordar, señor Presidente, cuando un gremio del transporte -no me acuerdo si era el de los microbuseros o el de los camioneros- se tomó las calles de Santiago. Entonces se aplicó la Ley de Seguridad del Estado, de buena manera, de modo correcto. Tal acción produjo una situación absolutamente dañina para los demás. Uno podría decir: “Se estaban manifestando pacíficamente”, pero también estaban trastocando la vida de una ciudad, y existía un instrumento legal para sancionar a quienes promovieran tal movilización.



Algo similar se busca con la iniciativa que nos ocupa. 



Respetando todas las opiniones, me parece que los datos sobre la mesa exigen que, como país, enfrentemos adecuadamente la realidad descrita, antes de que se transforme en algo inmanejable; de que la impunidad genere más delito y violencia, y de que se termine dañando incluso a los propios actores sociales, a las propias movilizaciones.



Debemos procurar que las marchas sean pacíficas y que se sancione a quienes las usen para cometer delitos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hago presente que hay 10 Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma, para fundamentar el voto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, cuando veo personas que alteran una manifestación pública con el propósito de distorsionar sus demandas, me indigna. Creo que eso atenta contra el derecho a la libre expresión.



Por otro lado, siento que el anuncio de este proyecto se encamina más hacia los titulares de los medios de comunicación que a volver eficaz la persecución del delito o a impedir que las marchas pacíficas se conviertan en actos de violencia.



En mi opinión, esta iniciativa busca criminalizar la protesta social, fijando ilimitados tipos penales y estableciendo como delito convocar a marchas, usar una capucha o bien paralizar o interrumpir algún servicio público.



Hoy día los funcionarios municipales de todo el país están en paro, han paralizado los servicios que prestan. Ello ha generado una crisis: la gente no ha podido deshacerse de la basura; ninguno de los servicios brindados por los municipios ha atendido a los ciudadanos. ¡Y hay indignación por eso!



Si estuviese vigente esta propuesta legislativa, los trabajadores municipales, quienes legítimamente reclaman por un derecho que se les ha negado, estarían con seguridad procesados o detenidos. Ello, en virtud de una ley que impediría el legítimo derecho a manifestarse cuando la autoridad no resuelve por los caminos adecuados -o no escucha ni atiende- una petición ciudadana.



Ese ha sido un criterio generalizado durante el último tiempo. Cada vez más son los ciudadanos los que presionan al Ejecutivo, a través de manifestaciones, para obtener una solución.



Señor Presidente, deseo manifestar que he tenido experiencias distintas respecto de lo que el proyecto dice perseguir.



En 2012 se produjo un atentado al interior de la construcción del nuevo aeropuerto de la Región de La Araucanía. En el marco de la investigación y en virtud de las facultades con que cuentan la Fiscalía, Carabineros y la PDI, se llevó a cabo el allanamiento a la vivienda de Jorge Painevilu, un comunero indígena de la comuna de Freire, en Mahuidache. 



A las cinco de la mañana llegaron a la casa de esta persona al menos 20 vehículos policiales, un helicóptero y cerca de un centenar de funcionarios para efectuar el allanamiento. Personal de fuerzas especiales de Investigaciones, que estaban encapuchados, apuntaron con su arma y les pusieron esposas a los hijos de Jorge Painevilu, que son menores de edad. Se llevaron las especies que encontraron en la vivienda (el computador, las vestimentas, todo) y hasta el día de hoy -este hecho ocurrió el 30 de abril- no las han devuelto. Debido a ello, la Fundación Instituto Indígena presentó una querella, que están resolviendo los tribunales.



¡No debiera aceptarse tal abuso por parte de las fuerzas especiales hacia esas personas! 



Además, al término de la investigación, los tribunales dejaron libre de cualquier acusación al dueño de casa o a sus hijos.



Frente a eso, me dicen: “Queremos sacar adelante una iniciativa especial que se ha discutido desde hace más de un año en la Cámara de Diputados”. ¡Felizmente, está concitando rechazo! Se trata de un proyecto de ley que tiene por finalidad hacer creer a la ciudadanía que el Gobierno está cumpliendo con su objetivo de luchar contra la delincuencia, materia en la que ha fracasado.



Voy a rechazar esta iniciativa, pues, en definitiva, criminaliza la protesta social y las movilizaciones, y no resuelve el problema de la delincuencia. ¡No es eficaz ni eficiente, y su objetivo es solo un asunto publicitario!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar, para fundamentar el voto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención el debate, y creo que los antecedentes entregados por los integrantes de nuestra bancada en la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento, contenidos también en el propio informe, demuestran que la discusión ha sido insuficiente.



Este Gobierno mantuvo el proyecto en la Cámara de Diputados casi dos años, renovando la “suma” urgencia. No sé por qué allá no le puso “discusión inmediata”. ¡Pero llega aquí, al Senado, y quiere que se despache en dos sesiones!



Desconozco si ese fue un acuerdo que se tomó en el comité político de La Moneda el lunes pasado, donde seguramente se analizó lo que estaba pasando en la campaña electoral.



¿Cuál es el objeto de ponerle “discusión inmediata” ahora?



¿Por qué no podemos estudiar la iniciativa con mayor detención?



¿Por qué no atender lo argumentado en la Comisión de Constitución por los profesores de Derecho Penal, que tiene mucho mérito? 



Al respecto, no estoy de acuerdo con la reflexión un poco simple que hizo el Senador Carlos Larraín. Hay que argumentar desde una postura más cercana a la realidad, a lo que nos dice la gente que conoce el problema desde la perspectiva del Derecho Penal.



Todos han señalado que no es posible aprobar este proyecto en los términos en que está.



Los Senadores estamos en contra de los actos de violencia. Yo solidarizo, incluso, con los carabineros que han sido agredidos o heridos en ese tipo de manifestaciones. Rechazo toda violencia, sin importar quien la haya cometido.



¡Pero por qué se nos quiere forzar -esto es una falta de respeto hacia el Senado- a que en un período brevísimo, sin la información suficiente, aprobemos esta iniciativa! Esta debe ser estudiada mucho más a fondo. Y si los Senadores de Gobierno creen que debe citarse a nuevos expertos constitucionalistas y penalistas, invítenlos. ¡Pero no nos obliguen a realizar este debate ahora! ¿Cuándo? ¡Quince días antes de una elección!



Yo tengo todo el derecho a presumir que aquí hay una intencionalidad política. No veo por qué el Gobierno, que ha hecho de la seguridad pública una de sus tareas más importantes y en lo cual no ha obtenido buenos resultados, nos obliga a legislar sobre la materia ahora, mediante la urgencia de “discusión inmediata”.



Insisto: ¡esta es una falta de respeto al Senado! 



Este asunto debería ser discutido nuevamente en la Comisión de Constitución. 



Estoy de acuerdo en que todo gobierno requiere disponer de las mejores normas para evitar actos de violencia y sancionarlos.



He escuchado aquí -también he leído al respecto- que varias disposiciones legales permiten combatir algunas de estas acciones, por lo que no es necesario otro mecanismo. Así lo han dicho, incluso, los penalistas que proporcionaron información en la Comisión. Se ha señalado que el artículo 85 del Código Procesal Penal permite a la policía intervenir para los efectos de identificar a las personas que estén encapuchadas y que, por tanto, es innecesario el artículo 410 bis propuesto para sancionar tales conductas.



Es evidente que debemos trabajar mucho más a fondo esta materia.



Por las razones expuestas, voto en contra del proyecto en general. Con tal pronunciamiento, más que no querer legislar sobre el particular, busco que la iniciativa vaya a Comisión Mixta, para que ahí se estudie la materia como corresponde, fuera del proceso de campaña electoral, después del 18 de noviembre, una vez conocido el resultado de la elección presidencial. A lo mejor, entonces podremos examinar la propuesta legislativa con mucha más calma y elaborar un buen texto.



Insisto: no permitiré que se me trate de forzar a legislar respecto de un asunto tan delicado sobre la base de la urgencia de “discusión inmediata”.



¡Esto no puede ser aceptado por el Senado porque constituye una falta de respeto!



Por los motivos expuestos, voto que no.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Aprovecho de saludar a otro curso de The Grange School, que se encuentra en las tribunas.



Recién pasaron unos compañeros suyos y, además, aquí hay al menos dos exalumnos de dicho colegio.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- También saludo a una delegación del colegio Los Agustinos, de Talca.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


En la Sala se encuentran los Senadores señores Coloma y Zaldívar, quienes representan esa zona.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que el término del Orden del Día es a las 2 de la tarde, y todavía hay varios señores Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero aclarar algo que, aunque puede estar de más, es bueno explicitarlo, sobre todo cuando surgen emplazamientos de las bancas de enfrente en orden a que sectores nuestros podrían estar avalando conductas que terminan en hechos delictuales. ¡Muy por el contrario! La verdad es que tal planteamiento es una pequeñez. Y no debiese ser tema. 



Pero es bueno reafirmarlo: nadie de este lado ni de ningún otro puede, sensatamente, respaldar actos de violencia.



En segundo término, deseo señalar que estamos frente a un fracaso rotundo de este Gobierno respecto del combate contra la delincuencia. Y eso lo reflejan todas las encuestas. De hecho, el Ministro del Interior señor Hinzpeter -la iniciativa en análisis lleva su nombre- salió de su cargo seguramente por la mala evaluación en dicho ámbito.



A propósito de nombres personales, hay muchas leyes que se identifican así: por ejemplo, la “Ley Zamudio”, en materia de discriminación; la “Ley Bustos”, en materia laboral; la “Ley Valdés”, en materia de donaciones culturales. Pero la “Ley Hinzpeter” muestra un estilo, una forma de ver a la sociedad, que no se hace cargo de que Chile cambió.



Es imposible no recordar la visita que, a pocos días de asumir este Gobierno, el Presidente Piñera y el Ministro Hinzpeter hicieron a los cuarteles policiales, a las fuerzas especiales, las mismas que llegaron a este Congreso, en medio de la criminalización de la protesta social, por orden del general Rodolfo Pacheco, quien era Jefe de la Quinta Zona Valparaíso. Porque llegaron al Parlamento las fuerzas policiales, no los carabineros que estaban para custodiar el orden y proceder en los casos que corresponda.



Por lo tanto -insisto-, aquí ha habido un fracaso rotundo frente a la delincuencia. 



Tal vez aquello obedece a una mirada venida desde afuera y que rápidamente el Gobierno hizo suya. No sé si fue producto de los viajes del Primer Mandatario a Colombia, época en que el actual Presidente Santos era Ministro de Defensa y les vendió una idea que se ve muy bien reflejada en las imágenes que se pudieron apreciar a los pocos días de asumir el mando el Presidente Piñera, cuando fue a visitar a las fuerzas especiales: “la arenga del sheriff”.


¡Esta es la lógica del sheriff!



Además, es del caso destacar que esto -y, quizás, es lo más preocupante- surgió en un contexto viciado. Porque la iniciativa que nos ocupa nació para enfrentar las movilizaciones a partir de 2011.



Y, al respecto, existe un valor en juego: circular libremente, con tranquilidad y seguridad, por las calles y los espacios públicos de Chile. Sin embargo, eso entra en colisión con algo que algunos señalaron al pasar. Y yo diría que el Senador Coloma fue el más claro en ese sentido. Indicó: “Si no aprobamos esto, van a volver las protestas”.



¡Ese es el temor de la Derecha!



Y seguramente ese gran temor está detrás de la creación de este proyecto de ley. Porque a este Gobierno le molesta que la gente se exprese y se manifieste en contra de sus políticas públicas, de sus ideas, que hoy día son mayoritariamente rechazadas por los chilenos.



 A propósito de los resultados de la encuesta CEP -a ese respecto la candidata Matthei nos pedía ayer aprobar esta “Ley Hinzpeter”-, algunos personeros de la Derecha afirmaron que en ese tipo de mediciones siempre les da ocho o nueve puntos menos. Probablemente con esa misma lógica, frente a la consulta relacionada con la alta preocupación que existe en Chile por la delincuencia, en dicha encuesta ello esté también ocho o nueve puntos por debajo y que el descontento hacia este Gobierno en este ámbito sea todavía mucho mayor. Recordemos que se ofreció terminar con la “puerta giratoria”; se ofreció paz y tranquilidad. Pero se hizo con la lógica del “sheriff”, con la lógica de aplastar un valor sobre otro derecho: el de la libre circulación sobre la libre expresión.



En consecuencia, al no tener regulados aspectos tan importantes como el derecho a reunión surge este error de contexto del proyecto. 



Y como muy bien dijo la Senadora señora Alvear, hoy día tenemos herramientas. Por eso, esto no es más que un titular, por lo cual el proyecto va a resultar completamente ineficaz cuando sea ley, porque el artículo 85 del Código Procesal Penal -según se señaló- permite, por la vía del control de identidad, retirar la capucha y proceder. Pero pasa que para algunos en la lógica policial de Carabineros de Chile -espero que sea minoritaria- lo fácil es el garrote, por lo cual lo que tenemos, en definitiva, es que los autores de delitos son perseguidos con negligencia e impericia. Se advierte en la actualidad inteligencia policial deficitaria e incapacidad para aislar a los grupos que cometen actos de vandalismo. Y, lo que es peor, se reprime indiscriminadamente muchas veces a personas que se manifiestan en forma pacífica y no a los violentistas.



Entonces, francamente, la confección del proyecto fue apresurada, saltándose cualquier procedimiento reglamentario, lo que es una muy mala noticia. Por eso tenemos que rechazarlo, porque representa un titular. En él no hay nada de fondo. Es solo para que un Gobierno que termina pueda decir: “Dejamos hecha una ley y si el problema subsiste, va a ser problema del próximo Gobierno”.



Pero aquí no nos estamos haciendo cargo, en absoluto, de los temas de fondo. 



Hay herramientas legales para perseguir este tipo de delitos y yo diría que ese es el gran debate que este Gobierno, lamentablemente, ha dejado oculto.



Voto en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, este debate me hace recordar la discusión sobre el proyecto de ley de violencia en los estadios. Y quiero hacer un matiz de diferencia con el problema de seguridad ciudadana. No nos hicimos cargo oportunamente de la Ley de Violencia en los Estadios y al final las personas violentas terminaron tomándose los campos deportivos, con lo cual impidieron que las familias fueran a ellos.



Legislamos tardíamente, y aún creo que no de manera ejemplarizadora.



Esto no tiene que ver con la seguridad ciudadana, sino con cómo personas encapuchadas alteran y destruyen a quienes quieren reunirse pacíficamente. Ese es el tema de fondo. El rechazar la idea de legislar es desconocer esa realidad, porque claramente las herramientas que hoy día otorga nuestra legislación no son suficientes. 



Este problema es ajeno a la seguridad ciudadana, pues simplemente tiene que ver con contar con normativas ejemplares para impedir que personas violentistas y encapuchadas, en definitiva, terminen alterando lo que legítimamente se debe hacer y resguardar en democracia: el derecho a reunirse y a manifestarse. 



Eso es lo que estamos discutiendo hoy día, y que no obedece a una coyuntura. Porque, si el Senado aprueba la idea de legislar, se va a la discusión en particular y perfectamente se puede perfeccionar el proyecto. El rechazo en general implica no hacerse cargo de que los violentistas y los encapuchados al final terminen destruyendo una reunión pacífica a que en democracia toda organización tiene derecho.



Esa es la discusión de fondo, señor Presidente.



Hace pocos días vi una imagen que seguramente recorrió el mundo entero. El hecho ocurrió  en Inglaterra. Nadie puede discutir que un país de esa tradición aplique normas ejemplares para resguardar ciertas acciones. En una manifestación realizada después de un partido de fútbol, una persona agredió al caballo en que un policía iba montado. Le aplicaron un año -¡un año!- de privación de libertad y la prohibición de por vida de concurrir a los estadios. 



Si aquí no aplicamos penas ejemplares para quienes alteran las manifestaciones pacíficas -los encapuchados-, desgraciadamente, van a seguir sucediendo este tipo de hechos.



Quiero terminar mi intervención con una reflexión que ha surgido en este debate: en mi opinión, corre por un carril distinto lo relativo a la seguridad ciudadana, asunto, sin duda, complejo. Tengo una mirada muy personal acerca de tal materia. Al respecto, deseo entregar dos elementos, que vamos a tener que discutir en el Congreso. 



El Presupuesto, entre 2006 y 2014 aumentó de 1.900 millones de dólares a 3.700 millones en distintas instituciones: Carabineros, Investigaciones, Gendarmería, Servicio Médico Legal y Ministerio Público. En todas ellas el incremento fue sobre 100 por ciento. Y los índices de victimización, evidentemente, no están a la altura de ese mayor presupuesto. Los índices de victimización, según la última Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana (ENUSC), afortunadamente bajaron de 31,1 a 26,3 por ciento. Hay que determinar si lo anterior es una tendencia. 



El verdadero debate que deberemos tener respecto de la seguridad ciudadana se refiere a los  recursos destinados a control y prevención, que son absolutamente desequilibrantes en función de 13 a 87 por ciento. También habrá que evaluar cada uno de los programas que se están realizando para que ojalá lo asignado a la ENUSC el 2012 no solo sea para tal año  aislado, sino que definitivamente marque una tendencia.



Vuelvo a repetir: la discusión no es referente a la seguridad ciudadana, pues tiene que ver con cómo aseguramos a quienes quieran reunirse pacíficamente que los violentistas o las personas encapuchadas van a sufrir penas ejemplares, con lo cual se dará una señal categórica en cuanto a que tal tipo de conductas no están permitidas en democracia, máxime cuando afectan a un  derecho tan importante como el de manifestarse.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la docta opinión que hemos escuchado de los Senadores señores Espina y Carlos Larraín no se ajusta a los hechos, en el sentido de que la iniciativa enviada por la ex y futura Presidenta de la República Michelle Bachelet no se correspondería con la posición de quienes, desde el mundo parlamentario, apoyamos su postulación.



Me atrevería a decir,  incluso, que se falta a la verdad, porque el año 2006 hubo un acuerdo político que permitió legislar sobre esa materia,  conforme al cual Carabineros quedó autorizado para hacer control de identidad a los encapuchados. Ese acuerdo a que se llegó quedó inserto en el artículo 85 del Código Procesal Penal.



De manera que, tratándose de personas de una prosapia tan extensa, significativa y relevante como la de los Senadores a los cuales he aludido, resulta sorprendente que escape a su conocimiento un hecho tan concreto, real y efectivo como el que he señalado.



No hay incongruencia entre lo que pensamos nosotros, lo que piensa nuestra candidata Michelle Bachelet y lo que hizo ella como Presidenta de la República.



Por otro lado, los robos, daños, usurpaciones, incendios, etcétera, con los cuales en algún momento nos atemorizó el Senador señor Espina en su intervención, son delitos tipificados en la normativa jurídica desde el siglo XIX. Dicho de otra manera, en las aulas de la universidad todo esto estaba en las notas, en las clases. En consecuencia, tales conocimientos fueron adquiridos por el Honorable colega. No obstante, al parecer, la memoria le está resultando frágil y lo ha olvidado.



En consecuencia, habría que decir que la normativa propuesta  es enteramente innecesaria, ineficiente y tiene como propósito ocultar la derrota de la política del Gobierno en la lucha contra la delincuencia, confundiéndose dos temas completamente distintos el uno del otro: los desórdenes públicos y la lucha contra la delincuencia.



Resulta evidente que en este ámbito -que es de fondo- referente a cómo reducir la criminalidad en el país, el atemorizamiento de la población, la extensión del narcotráfico, el abuso que se comete contra los más pobres y humildes por bandas de mafiosos que asuelan las poblaciones, el actual Gobierno perdió la pelea.



Ahora bien, en cuanto a los desórdenes públicos, nosotros tenemos derecho a exigir más, porque la normativa ya existe. 



Este Gobierno nos pidió legislar -y lo apoyamos- para aumentar las filas de la policía uniformada en cerca de 10 mil efectivos. Sin embargo, muchas veces uno mira con espanto cómo los famosos encapuchados hacen lo que quieren sin que las policías tengan capacidad  para disuadirlos, y se han transformado en el cáncer de las protestas de ciudadanos pacíficos. 



A mi juicio, no hay mal mayor en democracia que ver que las demandas legítimas de millones de personas, que también necesitan expresarse en movilizaciones públicas en las calles de las ciudades, son completamente anuladas por la acción de grupos minoritarios que atentan contra el derecho a manifestarse.



Acá hay un derecho constitucional que debe ser garantizado, y tiene que serlo por la acción de la policía y de la autoridad administrativa, que cuentan con todas las disposiciones legales para actuar en consecuencia.



Dicho de otra manera, desde nuestro punto de vista, no hay justificación alguna para generar ahora una sensación, una interpelación -como la que vimos anoche en un foro televisivo- destinada a buscar revitalizar una alicaída candidatura presidencial con la excusa de luchar contra la delincuencia.



Lo mejor para el Gobierno, creo yo, es simplemente asumir los hechos como son. El otro esfuerzo ya lo perdió. Su política fue incapaz de hacerse cargo de su principal promesa electoral.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, en verdad, da pena escuchar a algunos que plantean que la lucha contra la delincuencia se ha perdido. Pareciera que esa labor fuera propia de un solo sector político y no de toda la sociedad. Espero que en el futuro todos sean juzgados con la misma vara, porque resulta tremendamente injusto escuchar en esta Sala cómo se caricaturizan las posturas del Gobierno y de la candidata presidencial de la Alianza, Evelyn Matthei, en estas materias.



En primer término, la Senadora señor Alvear ha señalado que la mayoría de los penalistas estimaron que no era procedente legislar al respecto. Quiero recordar que la mayoría de los penalistas también nos dijeron en el Senado que no era necesaria la dictación de leyes para tipificar el delito de femicidio. La mayoría de ellos consideró que el hecho de que un hombre asesinara a una mujer a la que en alguna ocasión le dijo que la amaba no era una agravante.



Por lo tanto, considero muy malos los ejemplos en que se cita la opinión mayoritaria de los penalistas en general.



En segundo lugar, la misma Senadora mencionada expresó que el Honorable señor Espina había festinado el asunto -utilizó este término- al plantear su postura política y conceptual en defensa de este proyecto de ley. Sin embargo, lo que el señor Senador hizo fue poner el acento en aquellos acápites que es necesario recordar: la interrupción violenta del tránsito por parte de encapuchados, que atenta contra el libre desplazamiento de las personas y a los cuales la ley -cito el artículo 85 de la reforma procesal penal- solamente permite identificar pero no sancionar, que es lo que se busca ahora con la presente iniciativa.



En consecuencia, el Senador señor Espina ha puesto el acento en lo correcto. De modo que acusarlo de festinar implica agredir a una persona que usa argumentos adecuados.



Y, en tercer lugar, creo que significa caricaturizar, como lo ha hecho la Senadora señora Alvear -me llama profundamente la atención que lo haya hecho-, el sostener que una persona usa un pañuelo en la cara para protegerse de las bombas lacrimógenas equivale a andar encapuchado. Resulta absoluta y diametralmente distinto estar encapuchado en una protesta, haciendo daño a la propiedad pública y privada, violentando y agrediendo a los policías, pegándole al resto de los manifestantes, que protegerse con un pañuelo la nariz y la boca, sobre todo si se es mujer.



¡Por Dios que es fácil hacer caricatura, y por Dios qué difícil es, en estos casos, apuntar a lo correcto!



Lo que estamos haciendo con este proyecto de ley no es criminalizar la protesta social, como aquí se ha dicho erróneamente; no es penalizar la voz de la gente ni del pueblo. Lo que nosotros queremos es dar la señal adecuada y concreta de que nadie se puede meter en manifestaciones callejeras para violentar a terceros sobre la base de un derecho personal; de que nadie puede encapucharse y, amparado en el derecho a la libre expresión, llegar a romper la vitrina de un comercio, quemar el quiosco de una persona que vende diarios, destruir un local comercial, agredir a los peatones, interrumpir el tráfico en forma violenta. ¡Con respecto a eso queremos dar una señal!



Por lo tanto, emplear argumentos falaces para insistir en que esto criminaliza la protesta social resulta absolutamente irreal. La protesta social -con esto termino- no es patrimonio de algún sector político; tampoco de la Izquierda. La protesta social, en distintas ocasiones de la vida nacional, es patrimonio de todos quienes tienen algo que decir.



Por consiguiente, en nombre de la bancada de Senadores de Renovación Nacional, anuncio nuestro voto favorable al proyecto. Efectivamente, consideramos que se debe dar una señal pública en cuanto a que la herramienta más concreta que se puede otorgar a Carabineros de Chile y a las policías en general es la posibilidad de detener y de sancionar, única forma de enfrentar situaciones que se han vuelto violentas, inmanejables e incontrolables por quienes muchas veces convocan a marchas plenamente justificadas y pacíficas.



Eso es lo que nosotros llamamos a expresar hoy como señal.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, solo voy a hacer dos o tres reflexiones, porque en cinco minutos no es posible más.



En primer lugar, en el Senado se constituyó, hace ya varios años, una comisión de seguridad que tuve el honor de presidir. Trabajamos casi un año y definimos que el desafío primordial para Chile en esta materia era tener un ministerio de seguridad. Se argumentó una y mil veces que era imposible que una subsecretaría en el Ministerio del Interior fuera capaz de acometer la tarea de la seguridad ciudadana en forma integral, con independencia de un organismo que es eminentemente político. Así se ha definido en Chile; así ha sido históricamente, y  así está en nuestro sistema político-constitucional, a diferencia de lo que ocurre en otros países, donde los ministerios de seguridad son entes esencialmente dedicados a la protección y la seguridad ciudadana y no a los problemas que tiene a su cargo el Ministerio del Interior de Chile.



Lo aporto como un antecedente que me parece importante.



En segundo término, quiero recordar que en la campaña del año 2009 el comando del actual Presidente llevó a cabo acciones para atacarme, insultarme, descalificarme y acusarme de que yo era el “indultador más grande del país”. En ese comando había varias personas que ahora forman parte del actual Parlamento.



¡Qué no se dijo! En todos los foros de televisión -anoche vimos uno- me tildaron de ser el “gran indultador de Chile”. ¿Qué pasó después? Este Gobierno mandó un proyecto -aquí tengo el boletín- cuando era Ministro el señor Felipe Bulnes, a quien el Senador señor Hernán Larraín le preguntó durante la discusión cuántos iban a ser los beneficiarios de la iniciativa; es decir, a cuántas personas se iba a indultar. Había 150 mujeres y otras tantas personas en situaciones especiales. En total, según el señor Ministro, se estaba hablando del orden de 6 mil beneficiarios.



Por lo tanto, no solamente ha habido un fracaso en materia de seguridad.



Quiero aprovechar esta ocasión para pedir que se envíe un oficio al Ministerio de Justicia a fin de  que nos informe cuántas personas han sido indultadas y cuántas han recibido beneficios carcelarios durante estos años.



Sin duda, la cifra de favorecidos será no de decenas, sino de miles. Este es el resultado de lo ocurrido en 2009 cuando se nos anunció el “Fin de la fiesta de la delincuencia” y el “Fin de las puertas giratorias”. Ahora dicen que le pusieron una bomba a la puerta giratoria, porque desapareció y salieron varios miles por diversas razones y por distintos cambios que se hicieron en el sistema de beneficios carcelarios.



Por lo tanto, ante esa circunstancia, yo hago un alegato político. Aquí se engañó al país, se engañó a la opinión pública y se me descalificó de manera insostenible, dando argumentos y cifras que no eran verdaderas, como lo han demostrado absolutamente el tiempo y la acción del Gobierno y del actual Presidente de la República en esta materia.



Por consiguiente, me gustaría conocer la cantidad oficial de indultos dados por este Gobierno, porque seguramente será mucho más abultada que la de los otorgados en nuestro período.



De otro lado, me sumo también a las expresiones del Senador Zaldívar. ¿Por qué razón sacar este proyecto a 15 días de la elección presidencial? Si todas las iniciativas tienen urgencias de discusión inmediata. Ayer estuvimos debatiendo la relativa a la regionalización del país. ¡Cuál es el apuro en despacharlas, cuando no se avanza ni se hacen cambios sustanciales!



Si se aprueba este proyecto, seguramente mañana se dirá: “El Gobierno ha logrado un éxito extraordinario”. Pero si no, se afirmará: “La Oposición, una vez más, se opone a que podamos avanzar en materia de seguridad ciudadana”.



Por eso, voy a votar que no.



Sin embargo, al recordar todo lo que se dijo en la campaña presidencial del 2009, todos los insultos que recibimos, todas las mentiras que se dijeron, yo pregunto: ¿a qué hemos llegado? A que este Gobierno ha indultado a más gente y no ha tenido éxito en la lucha contra la delincuencia (a pesar de que, como dijo el Senador Orpis, ha contado con todos los recursos para hacerlo), porque está mal enfocado. Hay un problema de control, de prevención, de rehabilitación; en definitiva, de gestión.



Se dio el ejemplo de los estadios. Todo allí es puro show. Esto se transforma en engañar y engañar a la opinión pública.



Voto que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, concuerdo con lo señalado por mis colegas al fundamentar su voto negativo, como yo lo haré en unos segundos más. Eso es lo primero.



No deseo plantear mis argumentos desde el punto de vista jurídico específicamente, puesto que no soy abogado y no tengo la experticia necesaria, sino que enfocarlos en lo que ha sido mi posición en estos temas durante toda mi vida política.



Estamos ante la vieja discusión acerca de cómo la sociedad o el Ejecutivo de turno tienen que defenderse de la violencia. ¿Cuál es el punto de encuentro preciso entre la prudencia y la eficiencia? ¿Cuál es el límite que debe tener la violencia y que debe jugarse contra ella de manera eficaz? Además, ¿cuál es el límite que han de tener el Estado, como administrador del bien común, y las fuerzas que representan su capacidad de represión, en el marco de la prudencia a fin de que no se exagere la nota más allá de lo adecuado?



Según la experiencia de lo que he visto en tantos años, aquello es muy difícil de resolver. Y se ha solucionado lo menos mal posible cuando se conjugaron a lo menos cuatro o cinco elementos.



Primero, serenidad para elaborar las políticas. Y aquí acojo los planteamientos del Senador Zaldívar y de otros parlamentarios, que sostienen: “Mire, no hay serenidad cuando se pretende que esta materia se resuelva en dos o tres sesiones”.



Segundo, limpieza en el procedimiento y en los argumentos que se aplican, sin encubrir otras intenciones u otros mecanismos de convencimiento desde una perspectiva que no es límpida.



Digo lo anterior porque anoche, viendo en televisión el debate presidencial, me llamó la atención algo muy peligroso. La candidata de la Alianza, que representa al Gobierno, actuó con asertividad, con dureza, con fuerza para cargar toda la responsabilidad en los jueces, al señalar que así no se puede trabajar con esos magistrados, pues, en definitiva, tienen la puerta abierta en lo llamado como se llame.



Eso es peligrosísimo. Porque de una u otra manera ya estamos planteando una suerte de controversia, oficializada por la candidata, desde un Gobierno que es de todos los chilenos (a pesar de ser representante de un sector del país) contra uno de los Poderes del Estado. A mi juicio, esa situación es extraordinariamente difícil.



Tercero, la experiencia de aplicar -con la misma visión actual- disposiciones de muchísimos años atrás, como la Ley de Defensa Permanente de la Democracia; la Ley sobre Control de Armas y Explosivos, en determinado momento; y otras normativas dictadas para contravenir la supuesta y eventual necesidad de aumentar específicamente en ciertas condiciones las penas, me parece que fue un fracaso. Y lo digo por la experiencia que me tocó vivir en cada caso.



Finalmente, el cuarto elemento tiene que ver con que la ley no puede aplicarse solo a situaciones tan precisas, como la de las personas que van o no encapuchadas. 



Aquí se ha alegado bastante que agredimos al Ejecutivo cuando señalamos que esta iniciativa legal es una suerte de justificación del fracaso. Pero, en verdad, los señores Senadores de Gobierno tienen que saber, darse cuenta y no negar lo siguiente: si la campaña presidencial de 2009 no la hubiesen realizado sobre la base del fracaso de la Concertación en esta materia, uno podría justificar lo que hoy efectúan. Sin embargo, no debieron hacer aquello y fracasar de ese modo en estos cuatro años.



En esta ley en proyecto se intenta exagerar…

El señor PIZARRO (Presidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador. Dispone de un minuto adicional para terminar.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Gracias, señor Presidente.



Decía que se intenta exagerar ciertas penas aplicadas a un sector de la población, en el marco de una campaña donde se cargan las tintas respecto a determinadas maneras.



Sobre todo -insisto- me preocupa que la candidata de Gobierno haga una especie de crítica global sobre los jueces, porque, entonces, pisamos un terreno que no considero adecuado para lo que estamos haciendo o deseamos hacer.



Voto que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar el voto, el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en esta oportunidad, quiero hacerme cargo de algunas afirmaciones que se han planteado.



En primer lugar -por su intermedio, señor Presidente-, el Senador Eduardo Frei comete un profundo error. La crítica que se le hizo durante la campaña del Presidente Piñera no fue simplemente por indultar a un delincuente común que cometió un delito menor, sino debido a que en su Administración se indultó a condenados por narcotráfico. Y esa fue una crítica política, porque nadie duda de su honorabilidad, ni de su honradez, ni de su gestión. Se trata de una crítica política pues hubo un caso puntual en que se indultó a un condenado por narcotráfico.



Sin embargo, lo que ha hecho el Gobierno del Presidente Piñera es indultar a personas a quienes les quedaban menos de 6 meses o de un año para cumplir sus condenas por delitos menores, como el de hurto. Muchas de ellas incluso estaban cumpliendo penas de cárcel por el no pago de una multa. De manera que la situación es radicalmente distinta. 



En segundo término, se culpa a la Administración del Presidente Piñera por no haber realizado una buena gestión en materia de seguridad ciudadana. 



Cabe señalar que, cuando recibimos el Gobierno, en el país se cometían 2 millones 200 mil delitos al año. Y durante el período del Presidente Piñera se bajaron de 32 a 25 por ciento los índices de delincuencia, lo que significa que 330 mil familias al año dejaron de ser víctimas de esta.



Lo que ocurre es que, cuando la herencia es de 2 millones 200 mil delitos y uno habla de que 330 mil personas al año ya no son víctimas de los delincuentes, ¡por supuesto que aún persisten niveles muy altos de victimización! Pero la tendencia de todas las políticas públicas del Gobierno indica, sin lugar a dudas, que la delincuencia va a disminuir paulatinamente. Y, por cierto, nos habría gustado que esa reducción fuera mucho más rápida.



En tercer lugar, aquí se han hecho una serie de afirmaciones que no corresponden a la verdad. Y cabe agregar que votar en contra de la idea de legislar de este proyecto -lo digo con el mayor respeto- implica, en la práctica, avalar que las situaciones de violencia se sigan cometiendo igual como hasta ahora. 



Expreso lo anterior, porque en marzo tendremos un nuevo Gobierno y cuando se comiencen a producir actos de violencia voy a recordar esta intervención, pues los Senadores de la Oposición se están negando a aprobar en general la presente iniciativa que busca perfeccionar la legislación sobre orden público, la que, como la propia Presidenta Michelle Bachelet señaló años atrás y que leí denantes, era fundamental e imprescindible corregir. Incluso, en el proyecto de ley que envió al Parlamento llegó a establecer que debía asignarse responsabilidad a los organizadores de esos actos. ¡A los organizadores de los actos! Aquí tengo copia de dicha iniciativa.



De otra parte, se ha argumentado que no se requeriría esta normativa, por cuanto el artículo 85 del Código Procesal Penal ya establecería la sanción pertinente.



Señor Presidente, con todo respeto, pido un mínimo de rigurosidad jurídica.



El precepto mencionado -como expresaron los Senadores señora Lily Pérez y señor Carlos Larraín- no establece sanción alguna. Solo dispone que los funcionarios policiales deban efectuar control de identidad  a “la persona que se encapuche”.



Consulto a los colegas, con toda franqueza, si consideran factible que en una manifestación donde hay 200 individuos tirando piedras, bombas molotov, saqueando locales comerciales y rompiendo cuanto encuentran al frente, un policía pregunte: “Señor encapuchado, ¿podría usted, por favor, facilitarme su carné de identidad para identificarlo…?” ¿Saben lo que le pasaría a ese carabinero? ¡Lo matarían!



Entonces, lo que se está pidiendo es, simplemente, que exista la posibilidad de que un juez sancione a una persona cuando, encapuchada o no, pero en ambas hipótesis -en un caso más grave, en otro menos grave-, comete actos de violencia que signifiquen, por ejemplo, impedir el ingreso a un hospital o que se paralice un servicio público, por ejemplo, de agua potable o de electricidad. Repito: cuando comete actos de violencia.



Es decir, no se trata, como se sostuvo aquí, de que un grupo de profesores o de funcionarios públicos salgan a manifestarse por estar en huelga y, por ejemplo, no atiendan en la municipalidad. ¡Eso es falso!



Además, ello no amerita sanción penal. La sanción penal se aplica cuando hay actos de violencia, de fuerza. Y en cualquier país civilizado estos se sancionan dura y drásticamente. Pero en Chile, no.



Por lo tanto, señor Presidente, consideramos que el eventual rechazo de este proyecto de ley sentaría un gravísimo precedente respecto de la lucha que se debe dar contra quienes afectan gravemente el derecho a protesta y cometen desmanes, como los mencionados, en perjuicio de la ciudadanía.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de continuar con el debate, deseo saludar al grupo de alumnos del Colegio del Verbo Divino, de Chicureo, Santiago, que acaban de llegar a las tribunas.



¿Cómo están? ¡Buenas tardes! 

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón, por tres minutos.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque ya han fundamentado nuestra posición y entregado los argumentos jurídicos algunos colegas, en especial Patricio Walker, Presidente de la Comisión de Constitución, y Soledad Alvear.



La verdad es que aquí, en el Senado de la República, he escuchado expresiones preocupantes. Se ha hablado de “caricatura”; de que nosotros hemos caricaturizado algunos hechos. 



¡Qué más caricatura que aquellos discursos que aludían a la puerta giratoria, al candado, a terminar con la fiesta...!



Esa sí que era una caricatura del tema de la delincuencia y de la manera de enfrentarla.



Algunos Senadores han dicho que hoy día las conductas de que se trata no están tipificadas y, por consiguiente, no reciben sanción. ¡Eso es falso! Un encapuchado o cualquier joven o individuo que actúe violentamente impidiendo el funcionamiento de servicios públicos básicos, debe ser detenido. Porque se está ante un delito in fraganti. Todos lo sabemos.



No podemos ridiculizar la discusión y llevarla al extremo de la caricatura. Pero eso es lo que hacen algunos.



El tema de fondo -y termino en seguida, señor Presidente- es que no se ha entendido el problema que afecta a Chile. 



Y no es que -como declara la abanderada presidencial de la Derecha cada vez que termina un foro- al escuchar a los demás candidatos pareciera que el país fuera un desastre. ¡No es así! Pero hay problemas que tienen que ver con la inequidad. Y la gente se manifiesta. El problema es que el Gobierno de Sebastián Piñera no cumplió sus promesas, lo que provoca frustración y molestia. Y la ley en proyecto no lo resuelve. 



El creer que con el uso de la fuerza, con el aumento de penas se resuelven los conflictos sociales significa no entender cómo ha de enfrentarse a un país. Y, por ello, pienso que no podemos legislar apresuradamente, ni para la galería o para la foto.



Por lo expuesto, no respaldamos esta iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le corresponde intervenir al Senador señor García.


No está.


Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán. Y a continuación se pondrá término a la votación.

La señora ALVEAR.- Yo he sido aludida, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, comenzaré mi exposición leyendo lo siguiente:



“En el último tiempo hemos podido ver cómo, con el pretexto de participar en legítimas manifestaciones ciudadanas, una o más personas han incurrido en conductas delictivas o dañosas, que deslegitiman el ejercicio de los derechos garantizados por la Carta Fundamental y provocan diversas consecuencias en el patrimonio público y privado.”.



Ese es el fundamento de un proyecto de ley enviado años atrás al Parlamento por la entonces Presidenta de la República Michelle Bachelet y firmado también por el Ministro del Interior señor Belisario Velasco.



Y agrega: “Esta realidad, que por lo demás es lamentablemente común en diversos otros países, hace necesaria una revisión de nuestra legislación, de manera que la autoridad cuente con herramientas adecuadas para la prevención de dichas conductas, o para su ejemplar sanción en el caso que se produzcan.”.



Yo quiero abordar el tema desde una perspectiva distinta. 



Nosotros queremos garantizar el derecho de reunión, la libertad de movimiento y la libertad de expresión.



Queremos garantizar que la sociedad civil pueda manifestarse legítimamente en la calle.



Queremos garantizar que los ciudadanos que, en forma legítima, desean manifestarse contra la formulación de determinadas políticas públicas, puedan hacerlo.



Y justamente porque queremos garantizar esa libertad de movimiento, esa libertad de expresión, ese derecho de reunión, esa legítima manifestación de la sociedad civil de reprobar ciertas conductas o determinadas políticas públicas, proponemos legislar sobre esta materia.



Lo planteamos, porque cuando ocurren situaciones como las que se han mencionado, donde un grupo de encapuchados destruye propiedad pública o privada en medio de una movilización social legítima, lo que se hace es, simplemente, deslegitimarla. Y quienes creemos necesario garantizar esa movilización, cautelar que los chilenos puedan manifestarse, movilizarse o protestar ante una política pública, estimamos conveniente legislar sobre la materia.



El Estado debe garantizar la paz social y, en consecuencia, no puede permitir que situaciones como las descritas queden en la más absoluta impunidad. 



Por eso, tenemos que avanzar para garantizar que los derechos que hemos señalado y que las legítimas manifestaciones ciudadanas se concreten como corresponde. Para ello, hemos de generar una normativa que posibilite claramente que las personas que actúen encapuchadas sean sancionadas.



Cuando este tipo de hechos comenzaron a ocurrir, yo era Diputado y me tocó presentar un proyecto de ley, durante el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, para sancionar a las personas que anduviesen encapuchadas al momento de iniciarse una manifestación social.



La iniciativa que nos ocupa no intenta -como se ha dicho en la caricatura- acallar los movimientos sociales, sino, al revés, darles fortaleza,  legitimarlos y separar de ellos a las personas que buscan, simplemente, una oportunidad para destruir la propiedad pública y privada.



Por eso, pido a los Senadores que procedamos con la altura y la visión de Estado que nos permitan visualizar bien el problema y aprobar la idea de legislar respecto de una materia tan importante como esta. Y tal como señaló el Senador Espina, esperamos en los próximos 6 o 7 meses recordar esta sesión y las expresiones formuladas en el Hemiciclo. 



Voto que sí. 

El señor PIZARRO (Presidente).-
Tiene la palabra el Senador señor García, para fundamentar su voto.



Luego de su intervención, daremos por terminada la votación.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, debo lamentar que, por razones de cálculo político en cuanto a políticas públicas, y, probablemente más que eso, por una cuestión de cálculo electoral, no se vaya a aprobar la idea de legislar acerca del proyecto que nos ocupa. 



Aquí varios señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra se han referido al mensaje N° 497-354, de fecha 21 de noviembre de 2006, enviado por la entonces Presidenta Michelle Bachelet y su Ministro del Interior don Belisario Velasco, que dio inicio al proyecto pertinente. Sin embargo, ya casi llegamos a noviembre del 2013 y todavía continúa su tramitación. 



Es decir, el Congreso Nacional no ha sido capaz de despachar una iniciativa que tiene la misma inspiración y motivación de la recientemente enviada -aunque no tan reciente, porque ya lleva prácticamente dos años en el Parlamento- por el Presidente Sebastián Piñera. 



¿Y cómo está concluyendo el análisis del proyecto enviado por la ex Presidenta Michelle Bachelet? 



Con una modificación propuesta al artículo 485 del Código Penal, que actualmente señala: “Serán castigados con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades tributarias mensuales los que causaren daño cuyo importe exceda de cuarenta unidades tributarias mensuales:”. El Senado aprobó agregar el siguiente número 9°: “En la propiedad pública o privada, si el daño es producido con ocasión de una reunión o manifestación pública. Si el autor obró a rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad, la pena se aplicará en su grado máximo.”. 



Lo anterior fue acordado también con los votos de la Cámara de Diputados.



¿Por qué hubo voluntad para legislar sobre el particular?



La entonces Presidenta Michelle Bachelet señaló en los fundamentos de ese proyecto lo siguiente: 



“El ejercicio de los derechos que la Constitución Política de la República garantiza a todas las personas, especialmente el derecho de reunión, debe efectuarse de forma tal que no lesione otros derechos sociales o individuales relevantes. 



“En el último tiempo hemos podido ver cómo, con el pretexto de participar en legítimas manifestaciones ciudadanas, una o más personas han incurrido en conductas delictivas o dañosas, que deslegitiman el ejercicio de los derechos garantizados por la Carta Fundamental y provocan diversas consecuencias en el patrimonio público y privado.”. 



Esa fue la motivación que tuvo la ex Jefa de Estado y su Ministro del Interior para presentar dicha iniciativa. En esa ocasión hubo voluntad para legislar, pero nos hemos demorado 7 años en su tramitación. 



Hace 2 años ingresó un proyecto de ley del Presidente Sebastián Piñera, tiempo más que suficiente para pronunciarse a su respecto. Sobre todo, cuando hemos visto en las imágenes de la televisión cómo los encapuchados apedrean y atacan a los carabineros, se abalanzan sobre sus vehículos; destruyen la propiedad pública y privada. Es decir, el vandalismo desatado. ¿Y qué hacemos nosotros? ¿Lamentarnos? 



¡Pero si tenemos la herramienta de legislar! Y aquí lo único que se nos está pidiendo es aprobar en general la iniciativa, a fin de que nuestra policía, nuestros fiscales, nuestros jueces, tengan mayores facilidades para apreciar la prueba y sancionar a quienes cubren sus rostros en las manifestaciones con el único propósito de hacer daño. 



Señor Presidente, creo que privar a la policía, a los fiscales, a los jueces de estas nuevas herramientas significa un retroceso. Lamentablemente así es. Y nosotros como Senado estamos perdiendo una magnífica oportunidad de apoyar a nuestras policías para que sean más eficaces en la prevención de esos delitos, y de establecer la sanción que ameritan tales ilícitos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza en general el proyecto (16 votos contra 12 y 2 pareos). 



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


No votaron, por estar pareados, los señores Girardi y Horvath.

El señor ESPINA.- ¡Vivan los encapuchados…!

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, al ser rechazado en general el proyecto, debe pasar a Comisión Mixta, continuando el trámite legislativo correspondiente. 



En conformidad al Reglamento, se designará a los miembros de la Comisión de Constitución para integrar el referido órgano técnico que deberá formarse para los efectos señalados. 



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- Han solicitado intervenir varios señores Senadores, por sentirse aludidos, y el señor Ministro. 



Como dicho Secretario de Estado sabe, porque fue Senador por muchos años, durante la votación no me es posible darle la palabra. Pero ahora que ha concluido, si lo estima conveniente, puede hacer uso de ella.



A continuación, los Senadores señor Frei, señora Alvear y señor Carlos Larraín -que al parecer también se sintió aludido- podrán intervenir, pero solo para contestar alusiones personales.



Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, seré muy breve, porque sé que se aproxima el término de la sesión. 



Debo aclarar que no solo por haber sido aludido, sino porque se dieron a conocer varias situaciones respecto de la necesidad de este proyecto, que me referiré a una de ellas. 



Algunos señores Senadores se sintieron ofendidos por el hecho de que la iniciativa haya sido calificada de “discusión inmediata”. Sin embargo, yo, como Ministro del Interior, en nombre del Gobierno, y como ex Senador, debo hacer presente que jamás tuvimos la intención de ofender a nadie con esa determinación. 



Más aún, creo que el hecho de solicitarles a Sus Señorías analizar un proyecto con mayor rapidez, agilidad y en menor tiempo debe ser considerado no como una ofensa, sino como algo muy beneficioso para el Senado.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡No nos beneficie tanto…!

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- En segundo lugar, tampoco fue mi intención al solicitar el estudio de la iniciativa con mayor rapidez subestimar la capacidad de los Senadores, porque lleva ya más de 2 meses aquí, en la Corporación. 



Y yo conozco la capacidad de sus integrantes, porque compartí con ellos y sé perfectamente que en ese lapso logran comprender un proyecto, estudiarlo…

La señora ALLENDE.- ¡Muchas gracias...!

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).-… y percibir si es bueno o malo. 



Por consiguiente, mi propósito no fue subestimarlos. Llevamos más de dos meses con esta normativa radicada aquí, en el Senado. 



Lo que sí está claro es que desde el Ejecutivo tenemos una visión diferente ante problemas directos y reales que precisan nuestra actuación, al ver los efectos de la impunidad en relación con los encapuchados y cómo pasa el tiempo sin que se disponga de los instrumentos legales para poder actuar con eficacia frente a la acción de tales delincuentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Ministro, no quiero interrumpirlo.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Pero ya lo hizo, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Usted sabe, porque fue Senador y es más listo que muchos de los que aquí estamos, que el derecho a usar de la palabra por haber sido aludido es para corregir algo que, a su juicio, merece ser rectificado,…

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).-… pero no para repetir su larga argumentación sobre el proyecto, que ya escuchamos atentamente. Y aquí hay Senadores que también tienen la inteligencia para comprender bien lo que manifestó.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, agradezco su capacidad infinita para entender lo que estoy señalando, pero solo quería referirme al tiempo que ha tenido para tramitarse la iniciativa. 



Decía que la razón para fijar tal urgencia obedeció a que en el Ejecutivo vemos el problema que genera la impunidad de los encapuchados, a diario. De ahí que puse de ejemplo lo ocurrido el viernes pasado, en que, porque existe impunidad, se organizaron personas para encapucharse y generar daño público y privado.



Por eso, dado que se aludió a por qué el Gobierno le puso “discusión inmediata” a este proyecto, les señalo que fue por una sola razón: porque la gente necesita esta iniciativa con urgencia para vivir con mayor tranquilidad y en paz y terminar con la impunidad de los encapuchados, que mucho daño han causado.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Muchas gracias por su clarividencia, señor Ministro…!



Están inscritos algunos señores Senadores, quienes desean intervenir por cuanto sienten que fueron aludidos durante el debate de esta iniciativa.



En primer lugar, tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, lamento que mi Honorable colega la Senadora Lily Pérez no esté presente en estos momentos.



No sé si Su Señoría se hallaba en la Sala cuando intervine, o a lo mejor entendió de manera equivocada mis palabras.



Yo jamás he pretendido ocupar argumentos falaces para interpretar al Senador Espina.



Compartimos con Su Señoría desde hace ya bastante tiempo en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Muchas veces hemos tenido criterios similares o iguales respecto de algunas materias, y también hemos opinado distinto en otras. Pero nos guardamos gran afecto, cariño. De modo que yo nunca ocuparía algún argumento de tipo falaz para referirme a sus juicios, en este caso completamente diferentes a los míos, pero que respeto (los conocí en la Comisión).



Cuando hablé de que Su Señoría había utilizado un argumento festivo, me refería a lo del pañuelo. Porque en la Comisión de Constitución, cuando se televisó una sesión yo aludí al pañuelo y me lo puse en la cara, como lo estoy haciendo ahora. 



El señor Senador se adelantó porque supuso que yo iba a plantear el mismo ejemplo. Y debe reconocerlo mi Honorable colega, porque ni siquiera se refirió a ello al intervenir posteriormente, que festinó un poquito el tema al referirse a mi alusión. Incluso habló hasta de eventuales formas de violencia que yo podría ejercer al interior de mi hogar.



Yo insisto en mi planteamiento.



Es decir, si existe violencia de encapuchados en la calle y las policías intervienen -como deben hacerlo, porque esa es su obligación- deteniendo a esas personas, y hay quienes podemos estar metidos entremedio, usando pañuelo, entonces, tendrían que detenernos.



Esa es una de las razones por las cuales voté en contra de esta iniciativa legal. Y eso no es festinar la intervención del Senador Espina.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que les daré la palabra solo para los efectos de que intervengan en relación con las alusiones que supuestamente los menoscabaron, y no para abrir un nuevo debate.



Tiene la palabra el Senador señor Eduardo Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, es muy simple: con respecto a los comentarios que realizó el Senador Espina, reitero mi solicitud de que se pida al Ministerio de Justicia la lista de las personas indultadas y las que han recibido beneficios carcelarios durante este Gobierno, que son varios cientos, si no miles.



Su Señoría volvió a insistir en un caso.



Esa persona está rehabilitada; y no como ocurrió en relación con quienes hace poco recibieron beneficios carcelarios y mataron a un carabinero.



Por eso quiero que se haga llegar esa lista. Una vez que la tengamos,  podremos confrontar qué hizo uno y otro Gobierno.



Lo que dijo el entonces candidato presidencial durante su campaña fue mentira, y la opinión pública lo señala: el gran fracaso de la actual Administración es en materia de seguridad ciudadana.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la  palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en realidad, yo fui quien planteó el asunto de la “discusión inmediata”.



Me habría gustado que el Ministro hubiese estado presente, pues deseaba que me respondiera derechamente si en el Comité Político de la Moneda del lunes se tomó o no la decisión de efectuar aquella calificación.



Ese es el problema que yo he planteado: una “discusión inmediata” que no era necesaria.



En seguida, quiero expresarle al Ministro que el hecho de que se haya rechazado la idea de legislar no significa que no existe proyecto, sino que mandamos el articulado a la Comisión Mixta para que elabore una buena legislación, que en el próximo tiempo sirva como instrumento para regular este tipo de situaciones.



¡Aquí nadie está con la violencia, ni con los encapuchados, ni con gente que les pega a los carabineros!



Ahora, como tengo alguna información, puedo señalar que la decisión se tomó en el Comité Político. ¿Por qué? Porque se quiere instrumentalizar este tema durante los próximos días en la campaña electoral, en la que el Gobierno ha intervenido plenamente.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En consecuencia, el proyecto va a Comisión Mixta.



Antes de levantar la sesión, daré curso a una petición de oficio.

PETICIÓN DE OFICIO



--El oficio cuyo envío se anunció es el siguiente: 


Del señor ORPIS:



A la señora Ministra de Justicia, para consultar acerca de ENVÍO AL PARLAMENTO DE PROYECTO SOBRE CREACIÓN DE JUZGADOS DE LETRAS, DE GARANTÍA Y DE FAMILIA EN COMUNA DE ALTO HOSPICIO.

)-------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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A C T A S  A P R O B A D A S

SESIÓN 63ª, ORDINARIA, EN MARTES 15 DE OCTUBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional; Secretario General de la Presidencia, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Rodrigo Hinzpeter, Cristián Larroulet y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 60ª, ordinaria, de 8 de octubre; y 61ª, especial, y 62ª, ordinaria, ambas de 9 de octubre, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República:


Con los tres primeros, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


2.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (Boletín Nº 7.975-25).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


4.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


2.- El que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paiguano, en la Región de Coquimbo (Boletín Nº 8.764-06).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto de ley que modifica el artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas (Boletín N° 8.861-09).


- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.


Con el segundo, comunica que prestó su aprobación al proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional

Remite copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los preceptos que se enuncian a continuación:


1.- Artículo 551 del Código Orgánico de Tribunales.


2.- Artículo 15, inciso primero, de la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Contralor General de la República


Atiende solicitud de pronunciamiento, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, referente a la legalidad de la resolución N° 2.983 (exenta), de fecha 24 de abril de 2012, complementada por la N° 10.426, de 14 de diciembre de 2012, ambas del señor Director Nacional de Aduanas.

De la señora Ministra de Obras Públicas


Da respuesta a consultas, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, respecto de las siguientes materias:


1.- Cumplimiento del calendario de estudios, trabajos y obras físicas en la Carretera Austral, dado a conocer por el ex Ministro de esa Cartera en la Comisión Especial de Zonas Extremas de la Corporación.


2.- Estado de avance de la construcción de la Ruta Siete, en el tramo de Pichanco a Caleta Gonzalo.

Del señor Ministro de Salud


Comunica adopción de medidas para esclarecer la denuncia de los gremios de la salud de la Región de Atacama, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, respecto de malos tratos y hostigamientos de parte del Director (S) del Servicio de Salud correspondiente.


Da respuesta a solicitudes de información, enviadas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de las materias que se detallan a continuación:


1.- Posibilidad de proporcionarle el medicamento llamado Rapamune (1 mg.) a una paciente menor de 5 años de edad aquejada de esclerosis tuberosa.


2.- Revisión de los protocolos de actuación del personal del Hospital de Linares en el caso de don Danor Antonio Manzor Gutiérrez y aplicación del procedimiento administrativo adecuado. 


Contesta petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, concerniente a la factibilidad de exceptuar al sector Salud de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena del régimen de jornada continua de trabajo para los órganos y servicios públicos de la Administración Civil del Estado.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la fecha de entrega de las poblaciones Camilo Olavarría, de Coronel, y Centinela 2, de Talcahuano. 

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, en materia de licitación del subsidio para el servicio de conectividad en los tramos Punta Arenas-Río Seco, Punta Arenas-Ojo Bueno y Punta Arenas-Loteo Varillas.


Responde petición, formulada durante el debate legislativo de la ley N° 20.696, en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre factibilidad de una indicación para que el Fondo de Apoyo Regional, FAR, pudiera ser destinado al financiamiento de programas de transporte escolar en todas las comunas rurales.

Del señor Intendente de Valores


Remite copia del hecho esencial mediante el cual la empresa C.M.P.C. S.A. informó a esa entidad de control su decisión de paralizar las operaciones de su planta ubicada en la comuna de Nacimiento, a partir del 30 de noviembre próximo; documento requerido en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Tesorero Regional de La Araucanía


Atiende consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor García Ruminot, relativa al estado del procedimiento de cobro vigente del contribuyente señor Luis Roberto Fuentealba Romero.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Informa, en respuesta a consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, que el Ejecutivo trabaja una iniciativa legal para permitir que las ciudades sede de casino, en virtud de leyes especiales, puedan conservar sus salas de juego más allá del año 2015. 

De la señora Jefe de Gabinete de la Dirección Ejecutiva del

Fondo de Solidaridad e Inversión Social


Expone que a contar del día lunes 7 del mes en curso asumió la señora Bárbara Veyl Coombs como Directora Ejecutiva (T) de esa institución.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paiguano, en la Región de Coquimbo (Boletín Nº 8.764-06) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el recaído en los siguientes proyectos de ley, en primer trámite constitucional:


1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto, que establece el “Día Nacional de Gendarmería de Chile” (Boletín    N° 8.611-07).


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag, que declara el 30 de noviembre como Día Nacional de Gendarmería de Chile (Boletín N° 9.129-06).


- Quedan para Tabla.

Moción


De la Honorable Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 203 del Código de Justicia Militar, con el objetivo de definir los actos deshonrosos para la dignidad militar e imponer la sanción de degradación a los oficiales que incurrieran en esas conductas (Boletín N° 9.140-02).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín     N° 7.130-07), hasta las 12:00 horas del día 28 de octubre de 2013, en la Secretaría del Senado.


2.- Colocar en tercer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


3.- Tratar como si fueran de Fácil Despacho, sin debate, en la sesión ordinaria de hoy, los proyectos de ley que declaran el 30 de noviembre como Día Nacional de Gendarmería de Chile (Boletines N°s 8.611-07 y 9.129-06).


4.- Tratar en Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín Nº 6.965-07).


5.- Tratar en Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del martes 29 de octubre de 2013, el proyecto de ley, signado con el número 9 de la Tabla, esto es, el que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


6.- Rendir homenaje a don Nicolás Abumohor Touma, en la sesión ordinaria del martes 29 de octubre, a las 18:00 horas.


7.- Celebrar una sesión extraordinaria, el día miércoles 30 de octubre de 2013, de 10:30 a 14:00 horas, en reemplazo de la sesión ordinaria.

_________

Enseguida, el señor Presidente señala que en la sesión del 9 de octubre pasado, se aprobó en general el proyecto de ley que restablece una excepción, en las Regiones de Aysén y de Magallanes, acerca de los establecimientos de bebidas alcohólicas (Boletín N° 7.138-03), y corresponde fijar un plazo para presentar indicaciones, proponiéndose para tal efecto el 18 de noviembre próximo, a las 12:00 horas. Así se acuerda.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyectos de ley, iniciados en Mociones de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto, y de los Honorables Senadores señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag, en primer trámite constitucional, que establecen el Día Nacional de Gendarmería de Chile, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y

Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de las iniciativas de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de los proyectos de ley precedentemente individualizados, correspondientes a los Boletines   N°s 8.611-07 y 9.129-06.


Añade que los proyectos se originan en sendas Mociones presentadas, una de ellas, por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto, y la segunda, por los Honorables Senadores señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó los proyectos por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, y propuso refundirlos, cuestión que la Sala acoge.
- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, el que es aprobado por 27 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Sabag.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase el 30 de noviembre de cada año como el “Día Nacional de Gendarmería de Chile”.”.
_________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que permite

la introducción de la televisión digital terrestre

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “discusión inmediata”, y las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de quince enmiendas efectuadas por el Senado.

Destaca que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias, efectúa una proposición que comprende, además de las materias en discrepancia, otras de carácter formal que unánimemente consideró necesario efectuar.

Indica que el acuerdo de la Comisión se adoptó por la unanimidad de los miembros presentes, salvo en lo relativo al inciso séptimo propuesto en el literal d) del numeral 1; al inciso quinto de la letra m) que se propone agregar en el número 8; al artículo 15 quáter propuesto por el numeral 15, y al numeral 18.

Hace presente que los números 1 (artículo 1º); 8 (artículo 12); 11, nuevo (artículo 14); 14 (artículo 15); 15 (artículo 15 quáter); 16 (artículo 16); 17 (artículo 17); 18, nuevo (artículo 18); 24, letra a) del artículo 1º, y el artículo tercero transitorio inciden en normas de quórum calificado.

Asimismo, el número 14 (artículo 15) del artículo 1º corresponde a una norma de rango orgánico constitucional.

Finalmente, informa que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión del día 8 de octubre pasado, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

Artículo único (artículo 1º del Senado)

Nº 1

Artículo 1º

Letra d)

Inciso séptimo


Consultar como inciso séptimo del literal d) del artículo 1º, contenido en el Nº 1, el siguiente:


“De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes N°s 17.336 y 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.”.

Nº 8

Artículo 12

Letra f) de la Cámara de Diputados que pasó a ser letra g), del Senado

Inciso tercero, cuarto y quinto de la letra m)


Contemplar como incisos tercero, cuarto y quinto de la letra m), que se propone agregar en el artículo 12, los siguientes:


“El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de quince días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma. 


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de sesenta segundos por cada emisión, y hasta completar veintiún minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional. 


La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”. 

Nº 9

Artículo 13

Inciso cuarto


Suprimirlo. 


Contemplar como N° 11, nuevo, el siguiente:


“11. Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.”.”. 

N° 12 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 14 del Senado

Artículo 15


Consultar como Nº 14 (Nº 12 de la Cámara de Diputados), el siguiente:


“14. Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17 sólo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años. Dichas concesiones en todo caso estarán destinadas a la recepción libre y directa por el público en general. 

Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de dichas concesiones, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una o varias localidades y para otorgar frecuencias específicas en una zona geográfica determinada. El llamado a concurso deberá publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación. El Consejo aprobará las bases del respectivo concurso, las que deberán incorporar los aspectos técnicos que informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Dichas bases deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos. 


El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50. Asimismo, el Consejo deberá verificar si los concesionarios de carácter nacional, que no tuvieren concesiones en una o más localidades consideradas en el concurso, participan o no de éste, informando a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para que, de no presentarse dichos concesionarios a tales concursos, las reservas de frecuencias practicadas se dejen sin efecto. 


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión. En el caso de las concesiones de cobertura nacional, el proyecto técnico podrá contener soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción a fin de alcanzar las coberturas exigidas en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción. De implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, éstas no podrán afectar el carácter libre y directo de las transmisiones para los usuarios debiendo las concesionarios garantizar que los receptores requeridos estén habilitados para recibir la totalidad de las señales, principales y secundarias de las concesionarias que tengan cobertura nacional en la respectiva zona de servicio y opten por implementar soluciones complementarias. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá la forma y condiciones para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente inciso. 


En el caso de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo deberá atenerse siempre al procedimiento definido en la letra j) del artículo 12 de esta ley. 


Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación tiene la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1º de esta ley. 


En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº 17.336, Nº 20. 243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33 Nº 3, de esta ley. 


Dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo al procedimiento establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme a los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión. 


No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con los requisitos establecidos en la presente ley. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22. 


El procedimiento establecido en el inciso precedente se aplicará también al caso del concesionario que sea titular de una concesión de radiodifusión televisiva con medios propios otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17. 


Las limitaciones que establecen los incisos precedentes afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045. 


Tampoco podrán otorgarse nuevas concesiones de radiodifusión televisiva, por un plazo de diez años, a aquellas concesionarias que hubiesen sido sancionadas de conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.”.”. 

N° 13 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 15 del Senado

Artículo 15 quáter


Consultar como artículo 15 quáter, el siguiente:


“Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión. 


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales.


En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”. 

N° 14 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 16 del Senado

Artículo 16


Consultar como Nº 16, el siguiente:


“16.- Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. En ambas circunstancias, el Consejo podrá denegar dicha autorización solamente en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18. El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22. El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


En todo caso, lo previsto en el inciso precedente no se aplicará a aquellos concesionarios con medios propios que presten servicios de radiodifusión televisiva a concesionarios con medios de terceros.


En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para que la transmisión haya sido autorizada de conformidad con el artículo 24 A de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales, conforme con las categorías establecidas en el artículo 15 ter.”.”.
N° 17, nuevo, del Senado

Artículo 17


Suprimir su inciso segundo, pasando sus incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo a ser incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente, y sustituir en el inciso cuarto la frase “los nuevos usos a que se refiere el inciso tercero” por “las nuevas actividades a que se refiere el inciso segundo,”. 

Nº 18, nuevo del Senado

Artículo 18


Contemplar, como Nº 18, nuevo, el siguiente:


“18. Intercálase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.”. 

N° 16 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 20 del Senado

Artículo 22


Consultar como Nº 20, el siguiente:


“20.- Sustitúyese el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán presentar al Consejo Nacional de Televisión una solicitud que contendrá los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural y si se trata de una concesión nacional, regional, local o local de carácter comunitario, de conformidad con las características establecidas en el artículo 15 ter, especificando si se trata de una concesión con medios propios o con medios de terceros.


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita.


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero o técnico especializado en telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros, además del detalle pormenorizado de las instalaciones y operación de la concesión a que se postula; el tipo de emisión, la zona de cobertura y zona de servicio y demás antecedentes exigidos por esta ley.


d) Una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que los postulantes estén interesados en difundir en sus señales.


e) Un certificado que dé cuenta del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 183-C de la ley N° 20.123. 


f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en el Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, la de propiedad intelectual contenida en la ley Nº 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutantes de prestaciones audiovisuales contenida en la ley Nº 20.243.


La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”.”.
N° 19 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 23 del Senado

Artículo 27

Letra e)


Sustituir en el inciso final del artículo 27, propuesto en la letra e) la frase “publicado además en el Diario Oficial el decreto” por “publicada además en el Diario Oficial la resolución” y suprimir en este inciso la palabra “terrestre”. 

N° 20 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 24 del Senado

Artículo 30

Letras a) y b)


- Sustituir el literal a) del número 24, por el siguiente:


“a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 30.- Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe. Ésta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, acerca de los aspectos técnicos involucrados. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.”.”.


- Reemplazar en el inciso segundo de la letra b), la referencia “inciso segundo” por “inciso primero”. 

ARTÍCULO 2º, NUEVO


Consultar, como artículo 2º, el siguiente:


“Artículo 2º.- Intercálase, en el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual, el siguiente inciso tercero, pasando su actual inciso tercero a ser cuarto:


“En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, éstos no podrán emitir ni retransmitir, por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin la expresa autorización de éstos. La emisión y retransmisión de tales señales dará al concesionario el derecho a una retribución, que deberá ser acordada previamente por las partes.”.”. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio


Reemplazar, en su inciso primero la frase “establecidos en el decreto de otorgamiento respectivo” por “establecidos en la resolución de otorgamiento respectiva”. 

Artículo segundo transitorio


Consultar como artículo segundo transitorio el siguiente:


“Artículo segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior, tendrán derecho a solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, conforme a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, tendrán un plazo máximo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, para lograr una cobertura digital de la totalidad de las concesiones que detenten.


A fin de alcanzar la total cobertura de las zonas de servicio correspondientes a las citadas nuevas concesiones, incluidas aquellas a que se refiere el artículo sexto transitorio, en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción en los términos señalados en el artículo 15 de la ley N° 18.838.


Durante este período de cinco años, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios, estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que detente antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, quienes fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que detenten, dentro del cual deberán requerir las modificaciones a sus concesiones con medios propios en la misma banda que fueren necesarias para el cumplimiento de lo señalado en el presente inciso.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme al número 4 del inciso primero del artículo 33° de la ley N° 18.838. Asimismo, la circunstancia de no alcanzarse la cobertura digital de la totalidad de las concesiones a que se refiere el presente artículo y el artículo sexto transitorio, en dichos plazos, se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la ley  Nº 18.838, derecho que podrá seguir ejerciéndose una vez subsanado el incumplimiento antes referido. Lo establecido en el inciso primero del artículo 15 quáter no podrá aplicarse respecto de las señales transmitidas con anterioridad a la publicación de esta ley.


Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura establecida en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de 5 años antes mencionado.


Lo dispuesto en el artículo anterior y en la presente norma, según corresponda, comprenderá a las concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley aun cuando su otorgamiento concluya con posterioridad a ella, pero en este último caso el plazo de cinco años a que hace referencia el inciso segundo del presente artículo se contará desde el otorgamiento de la concesión conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838, si dicho otorgamiento fuere posterior a la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva. Por su parte, lo establecido en el inciso cuarto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en la resolución que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.


No podrá convocarse a nuevos concursos de concesiones de radiodifusión televisiva analógicas una vez publicada la presente ley.”. 

Artículo tercero transitorio


Sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo tercero.- Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada la que el Consejo deberá otorgar bastando al efecto la previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante resolución, a solicitud de interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15° de la ley N° 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales. El proyecto técnico referido deberá dar cumplimiento a las obligaciones de cobertura en las respectivas zonas de servicio, considerando las características de la nueva frecuencia, pudiendo en consecuencia ajustar elementos de la concesión que detentaba antes de la entrada en vigencia de esta ley, incluida la posibilidad de incorporar en la nueva concesión, estaciones adicionales para cumplir con las obligaciones de cobertura.


El concesionario dispondrá del plazo de 60 días contado desde la publicación de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva para efectos de optar a la nueva concesión en la forma y progresión que éste establezca. En el caso de concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley cuyo otorgamiento concluya con posterioridad a ella, el plazo antes indicado se contará desde la publicación de la resolución que la otorga conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838. De no realizarse la respectiva solicitud dentro del plazo antes indicado, se entenderá que el concesionario se acoge a lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones, le resultará plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.”.

Artículo cuarto transitorio


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario y regular los demás aspectos que señala la presente ley. En este caso, no se considerará el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 18.168.”.

Artículo sexto transitorio (Cámara de Diputados).


Suprimirlo.

Artículo sexto transitorio (Senado)


Reemplazar, en su inciso final, la referencia “inciso séptimo” por “inciso tercero”. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que es aprobada por 31 votos a favor y uno en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del número 14 (artículo 15) del artículo 1º; y en el inciso tercero de la misma disposición constitucional, en lo relativo a los números 1 (artículo 1º); 8 (artículo 12); 11, nuevo (artículo 14); 14 (artículo 15); 15 (artículo 15 quáter); 16 (artículo 16); 17 (artículo 17); 18, nuevo (artículo 18); 24, letra a) del artículo 1º, y el artículo tercero transitorio del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Alvear, señores Chahuán, Letelier y Pizarro, señora Von Baer y señores Pérez Varela, Girardi y Lagos.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión.

- - -


Durante su alocución, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Pérez Varela y Lagos hacen reserva de constitucionalidad sobre las materias que indican.

- - -


En el transcurso de la votación, interviene, también, el Honorable Senador señor Novoa, quien hace expresa reserva de constitucionalidad respecto del proyecto.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión:


1. En el artículo 1°:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 1º.- El Consejo Nacional de Televisión, en adelante “el Consejo”, es la institución autónoma de rango constitucional creada por el inciso sexto del numeral 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la Republica, cuya misión es velar por el correcto funcionamiento de todos los servicios de televisión que operan, u operen a futuro, en el territorio nacional. Estará dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“Al Consejo Nacional de Televisión no le serán aplicables las normas generales o especiales, dictadas o que se dicten para regular a la Administración del Estado, tanto centralizada como descentralizada, salvo lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, y en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285, y en el Título VI de la presente ley.”.


c) Reemplázase el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, por el siguiente:


“Para los efectos de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, salvo en las materias técnicas normadas y supervisadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”.


d) Reemplázase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por los siguientes:


“Se entenderá por correcto funcionamiento de estos servicios el permanente respeto, a través de su programación, de la democracia, la paz, el pluralismo, el desarrollo regional, el medio ambiente, la familia, la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud, la dignidad humana y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre hombres y mujeres, así como el de todos los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos.


Asimismo, se entenderá que el correcto funcionamiento de esos servicios comprende el acceso público a su propuesta programática y que en la difusión de ella, en la forma y de la manera que cada concesionario determine, se cautelen los derechos y principios a que hacen referencia los incisos anteriores.


De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes N°s 17.336 y 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.


También se podrá considerar la satisfacción del correcto funcionamiento, entre otras cosas, la incorporación de facilidades de acceso a las transmisiones para personas con necesidades físicas especiales, la transmisión de campañas de utilidad pública a que hace referencia la letra m) del artículo 12, y la difusión de programación de carácter educativo, cultural o de interés nacional.


Asimismo, se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos.”.


2. En el artículo 2°:


a) Reemplázanse los literales a) y b) del inciso primero por los que se indican a continuación:


“a) Un Consejero de libre designación del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo y adecuado funcionamiento del Consejo, que se desempeñará como Presidente del mismo.


b) Diez Consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cautelando que en la integración del Consejo se respete el pluralismo y la paridad de género.”.


b) Elimínase en su inciso segundo la palabra “secreta”.


c) Sustitúyese, en el inciso cuarto, la última oración, que dice “En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener el pluralismo de la integración.”, por la siguiente: “En toda nueva proposición el Presidente deberá cautelar el pluralismo y la paridad de género en su integración.”. 


d) Intercálase, en el inciso quinto, a continuación de la expresión “proposición,”, la frase “pudiendo repetir nombres o insistir con los mismos nombres,”.

e) Reemplázase el inciso octavo por el siguiente:


“Los Consejeros deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como: ser una persona que cuente con una reconocida trayectoria en el ámbito social, de la cultura, de las artes o de las comunicaciones; haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido Parlamentario; ser o haber sido Profesor Universitario; ser o haber sido Director o Rector de Establecimientos de Educación Media o Superior de reconocido prestigio nacional, o ser una persona representativa de los pueblos originarios. El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.


3. Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Consejo tendrá un Secretario General, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio. Este profesional será ministro de fe respecto de las actuaciones del Consejo, y tendrá las demás facultades y atribuciones que el Consejo le designe, siempre que no sean de carácter administrativo.


Asimismo, el Consejo tendrá un Secretario Ejecutivo, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio, y que tendrá las facultades y atribuciones a que hace referencia el artículo 14 ter de esta ley.”.


4. En el artículo 5°:


a) Sustitúyese el número 1 del inciso primero por el siguiente:


“1.- Voto conforme de siete de sus miembros en ejercicio para: designar y remover al Vicepresidente del Consejo; designar y remover al Secretario Ejecutivo del mismo; designar y remover al Secretario General del Consejo; declarar la caducidad de una concesión o decretar una suspensión de transmisiones; recabar de la Corte Suprema la declaración de existencia de alguna de las causales c), d) y e) contempladas en el inciso primero del artículo 10 de esta ley.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “El Consejo no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.”, por “El Consejo determinará el número de sesiones ordinarias mensuales que requiera, no pudiendo ser inferior a dos.”.

5. En el artículo 8º:


a) Sustitúyese el número 3 del inciso primero, por el siguiente:


“3.- Las personas que, a cualquier título, desempeñen funciones remuneradas en la Administración del Estado o en empresas en que el Estado tenga participación en su propiedad, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“Durante su mandato y hasta seis meses después del cese de sus funciones, los consejeros estarán inhabilitados para ejercer un empleo en cualquier concesionaria de servicios de radiodifusión televisiva que pudiese verse beneficiada directamente por las resoluciones del Consejo.


Los miembros del Consejo y su planta directiva no podrán tener intereses económicos en empresas u otras entidades dedicadas a la fabricación o venta de equipos de telecomunicaciones o al negocio de la comunicación por cable, radio o que use del espectro electromagnético; o que de algún otro modo estén relacionados con éstas a través de acciones, bonos u otro. No obstante, si al momento de su nombramiento un miembro posee intereses en una de estas empresas o entidades, tendrá un plazo de treinta días para regularizar su situación ante la ley.”.


6. Reemplázase el inciso segundo del artículo 10, por el siguiente:


“La existencia de las causales establecidas en las letras c), d) y e) precedentes, serán conocidas y declaradas por el pleno de la Corte Suprema a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de diez de sus miembros, del propio Consejo, o de cualquier persona, tratándose de la causal de la letra d).”.


7. Sustitúyense, en el artículo 11, las expresiones “tres” y “nueve”, por “seis” y “veinticuatro”, respectivamente.

8. En el artículo 12:


a) Sustitúyense los párrafos primero y segundo de su letra b), por los siguientes:


“b) Promover, financiar o subsidiar la producción, los costos de transmisión o la difusión de programas de alto nivel cultural, de interés nacional, regional, local o comunitario; de contenido educativo; que propendan a la difusión de los valores cívicos y democráticos; o, que promuevan la diversidad en los contenidos televisivos y reflejen la conformación plural de la sociedad, así calificados por el mismo Consejo, sin perjuicio que para el financiamiento o subsidio de la programación cultural, deberá ser escuchado, en forma previa, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Anualmente, la Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará los recursos necesarios, de acuerdo con lo establecido en la letra a) del artículo 32 de esta ley.


Estos recursos deberán ser asignados por el Consejo, previo concurso público en el que podrán participar concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y productores independientes. En el caso de asignaciones a productores independientes, antes de la entrega de los recursos, el productor beneficiado deberá, dentro de los sesenta días siguientes a la resolución del concurso, acreditar que la transmisión del respectivo programa en las condiciones de horario y niveles de audiencia preceptuados en las bases está garantizada por una concesionaria de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción o permisionario de servicios limitados de televisión en los casos y formas previstos en dichas bases. Vencido dicho plazo sin que se acredite esta circunstancia, la asignación beneficiará al programa que haya obtenido el segundo lugar en el concurso público respectivo. Para estos efectos, el Consejo, al resolver el concurso, deberá dejar establecido el orden de preferencia.


El Consejo Nacional de Televisión deberá establecer un sistema escalonado de beneficios, de manera de favorecer especialmente la difusión de la programación de concesionarios regionales, locales, y locales de carácter comunitario.


El Consejo Nacional de Televisión deberá siempre velar por el cumplimiento de la ley Nº 20.422 y su reglamento.  En el caso que se emitan programas de acuerdo con el párrafo primero de esta letra b) los concesionarios y permisionarios deberán siempre incluir el correspondiente subtitulado oculto para ser visualizado especialmente por personas con discapacidad auditiva.


Las bases del concurso deberán contemplar las garantías que aseguren el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el adjudicatario definitivo.”.

b) Sustitúyese la letra c), por la siguiente:


“c) Realizar, fomentar y encargar estudios en todos los ámbitos relativos a sus funciones y atribuciones. Especialmente, el Consejo deberá considerar estudios sobre la programación transmitida, tanto a nivel nacional como regional, en ámbitos vinculados a la cultura, educación, medioambiente y demás materias de interés general y sus efectos sobre la formación de los niños, jóvenes y adultos. Asimismo, el Consejo podrá solicitar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones estudios relativos a la cobertura en una o más zonas de servicio. Los estudios que se encarguen serán públicos y deberán ser objeto de licitación pública o concurso público, según corresponda. Los estudios que se encarguen a terceros deberán ser objeto de licitación pública.”.


c) Agrégase, en la letra d), el siguiente párrafo:


“Cuando dicha información se refiera a materias societarias y financieras las entidades concesionarias de servicios de televisión, cualquiera sea su estatuto jurídico, deberán proporcionar al Consejo las mismas informaciones, que una sociedad anónima abierta debe proporcionar a la Superintendencia de Valores y Seguros, debiendo el Consejo observar las mismas obligaciones y limitaciones en relación a la difusión pública de las informaciones recibidas.”.


d) Sustitúyese la letra j) por la siguiente:


“j) Establecer su reglamento interno de funcionamiento.


En este reglamento el Consejo deberá contemplar la organización y funcionamiento de comités asesores en materia de televisión, en los cuales podrá dar participación a representantes de los Ministerios de Educación, de Transportes y Telecomunicaciones y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes; de los concesionarios u operadores de televisión; de organizaciones de padres de familia; de organizaciones de educadores y de organizaciones de salud y entidades dedicadas a la actividad cultural en todas o cualesquiera de sus manifestaciones. Igualmente, el Consejo podrá llamar a integrar los comités aquí señalados a aquellas personas o entidades que considere conveniente, por los aportes que puedan proporcionar al desarrollo y correcto funcionamiento de la televisión como medio de comunicación social. Ningún miembro del Consejo podrá formar parte de comités asesores de televisión.


Los comités asesores tendrán por objeto evacuar los informes que el Consejo Nacional de Televisión les solicite sobre las materias que les indique o aquellas que considere convenientes para el mejor cumplimiento de los objetivos de esta ley. Con todo, dichos informes no podrán referirse a materias relacionadas con el ejercicio de las facultades sancionadoras del Consejo ni al otorgamiento o término de concesiones excepto en el caso de que se trate de concesiones de carácter comunitario, en que el Consejo deberá formar comités asesores que escucharán, mediante audiencias públicas, a las organizaciones sociales que así lo requieran para la elaboración del correspondiente informe.”.


e) Agrégase, a continuación del punto aparte (.) con que termina su letra k), el que pasará a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo deberá concurrir al Senado de la República una vez al año, con el objeto de informar sobre el cumplimiento de sus funciones.”.


f) Reemplázase la letra l) por la siguiente:


“l) Establecer que los concesionarios deberán transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana, entendiéndose por tales aquellos que se refieren al sentido simbólico y a la dimensión artística, los dedicados a las artes o a las ciencias y los valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el país, así como los relativos a la formación cívica de las personas, los destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados a promover el patrimonio universal y, en particular, el patrimonio  nacional. Dos de estas cuatro horas deberán transmitirse en horarios de alta audiencia fijados por el Consejo, quedando a criterio de cada concesionaria determinar el día y la hora dentro de dichos horarios. El equivalente en tiempo de las otras dos horas, determinado también por el Consejo, podrá transmitirse en otros horarios. Cuando en una misma zona de servicio se opere, controle o administre más de una señal de televisión, la obligación deberá cumplirse en cada una de las señales. En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, esta exigencia se cumplirá considerando el total de señales que conformen su oferta básica.  

El Consejo dictará las normas generales para sancionar la transmisión de programas que contengan violencia excesiva, truculencia, pornografía o participación de niños o adolescentes en actos reñidos con la moral o las buenas costumbres. Asimismo, el Consejo deberá dictar las normas generales destinadas a impedir que los menores se vean expuestos a programación y publicidad que pueda dañar seriamente su salud y su desarrollo físico y mental.


Se considerará como circunstancia agravante el hecho que la infracción se cometa en horas de transmisión a las que normalmente tenga acceso la población infantil.


Tales normas podrán incluir la designación de horarios sólo dentro de los cuales se podrá exhibir programación no apta para menores de edad la que estará, en todo caso, precedida de una advertencia visual y acústica o identificada mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su duración.


El incumplimiento de lo dispuesto en los incisos precedentes será sancionado de acuerdo a lo establecido en el número 2 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.


Las normas que dicte el Consejo y sus modificaciones deberán publicarse en el Diario Oficial y regirán desde la fecha de su publicación.”.


g) Agrégase la siguiente letra m):


“m) Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público. 


Se entenderá por campaña de interés público aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, para estos efectos el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas. Las campañas de interés público podrán tener carácter nacional o regional y deberán ser transmitidas con subtitulado y lenguaje de señas de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la ley Nº 20.422.


El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de quince días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma.


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de sesenta segundos por cada emisión, y hasta completar veintiún minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional. 


La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”.

9. Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Consejo no podrá intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción ni en la de los servicios limitados de televisión. Sin embargo, podrá: a) adoptar las medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponda calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica y de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público; b) determinar la hora a partir de la cual podrá transmitirse material fílmico calificado para mayores de dieciocho años de edad por el Consejo de Calificación Cinematográfica. La publicidad, autopromociones, resúmenes y extractos de este tipo de programación que sea catalogada por el Consejo como inapropiada para menores de edad, sólo podrán emitirse en esos mismos horarios; c) establecer restricciones y limitaciones a la exhibición de productos cuya publicidad se encuentre prohibida o limitada en virtud de la normativa vigente, ya sea respecto de sus horarios de exhibición o en aspectos cualitativos de sus contenidos, y d) fijar, de manera general, un porcentaje de hasta un 40% de producción chilena en los programas que transmitan los canales de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. Este porcentaje deberá incluir la exhibición de películas, documentales y cortometrajes de producción nacional independiente. 


Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y permisionarios de servicios limitados de televisión serán exclusiva y directamente responsables de todo y cualquier programa, nacional o extranjero, que transmitan, aun cuando se trate de transmisiones o retransmisiones vía satélite. 


Se prohíbe la transmisión o exhibición de películas calificadas con contenido pornográfico o excesivamente violento, por el Consejo de Calificación Cinematográfica, en los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.


El Consejo no tendrá atribuciones para intervenir en los otros servicios de telecomunicaciones que sea factible prestar a través de las redes de los concesionarios, sin perjuicio de las atribuciones que le competen para velar por el correcto funcionamiento de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.”.


10. Derógase el artículo 13 bis.


11. Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.”.


12. Sustitúyese el artículo 14 bis por el siguiente:


“Artículo 14 bis.- El Presidente del Consejo Nacional de Televisión dirigirá la institución y, como tal, tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Presidir las sesiones del Consejo.


b) Disponer las citaciones a sesiones ordinarias o extraordinarias del Consejo y conformar la tabla de asuntos a tratar, con la colaboración del Secretario General y oyendo al Secretario Ejecutivo.


c) Hacer cumplir los acuerdos del Consejo en la forma señalada en el Reglamento, como asimismo, las sanciones que aquél determine aplicar.


d) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten.


e) Delegar, en todo o en parte, sus funciones administrativas en el Secretario Ejecutivo.


f) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo con las instrucciones que le imparta el Consejo.


g) Planificar, dirigir, organizar, coordinar y supervigilar el funcionamiento administrativo del Servicio, pudiendo delegar, en todo o en parte, estas funciones en el Secretario Ejecutivo.


h) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo Nacional de Televisión, pudiendo delegar, en todo o en casos específicos, esta función en el Secretario Ejecutivo.


i) Efectuar el nombramiento y la remoción de los funcionarios que se desempeñen en los cargos de planta y a contrata del Consejo, en conformidad a las disposiciones legales que sean aplicables a su personal, y pronunciarse respecto de las causales de expiración de funciones que puedan afectar a dicho personal, de acuerdo con esas mismas disposiciones.”.


13. Agrégase el siguiente artículo 14 ter:


“Artículo 14 ter.- El Secretario Ejecutivo asistirá a las sesiones del Consejo con derecho a voz.


Le corresponderá especialmente:


a) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo a la delegación de funciones y atribuciones que le hubiese otorgado el Presidente del Consejo.


b) Las demás facultades y atribuciones que el Presidente le delegue para la mejor dirección de la institución.


c) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten, de acuerdo a la delegación de funciones que al efecto hubiese realizado el Presidente.”.


14. Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17 sólo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años. Dichas concesiones en todo caso estarán destinadas a la recepción libre y directa por el público en general. 


Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de dichas concesiones, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una o varias localidades y para otorgar frecuencias específicas en una zona geográfica determinada. El llamado a concurso deberá publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación. El Consejo aprobará las bases del respectivo concurso, las que deberán incorporar los aspectos técnicos que informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Dichas bases deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos.


El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50. Asimismo, el Consejo deberá verificar si los concesionarios de carácter nacional, que no tuvieren concesiones en una o más localidades consideradas en el concurso, participan o no de éste, informando a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para que, de no presentarse dichos concesionarios a tales concursos, las reservas de frecuencias practicadas se dejen sin efecto. 


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión. En el caso de las concesiones de cobertura nacional, el proyecto técnico podrá contener soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción a fin de alcanzar las coberturas exigidas en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción. De implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, éstas no podrán afectar el carácter libre y directo de las transmisiones para los usuarios debiendo las concesionarios garantizar que los receptores requeridos estén habilitados para recibir la totalidad de las señales, principales y secundarias de las concesionarias que tengan cobertura nacional en la respectiva zona de servicio y opten por implementar soluciones complementarias. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá la forma y condiciones para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente inciso.  


En el caso de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo deberá atenerse siempre al procedimiento definido en la letra j) del artículo 12 de esta ley. 


Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación tiene la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1º de esta ley.


En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº 17.336, Nº 20. 243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33 Nº 3, de esta ley. 


Dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo al procedimiento establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme a los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión.


No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con los requisitos establecidos en la presente ley. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.


El procedimiento establecido en el inciso precedente se aplicará también al caso del concesionario que sea titular de una concesión de radiodifusión televisiva con medios propios otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


Las limitaciones que establecen los incisos precedentes afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


Tampoco podrán otorgarse nuevas concesiones de radiodifusión televisiva, por un plazo de diez años, a aquellas concesionarias que hubiesen sido sancionadas de conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.”.


15.- Agréganse los siguientes artículos 15 ter y 15 quáter:


“Artículo 15 ter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ser de cobertura nacional, regional, local o local de carácter comunitario, conforme con las siguientes características:


a) Nacionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia, en más del 50% de las regiones del país.


b) Regionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia en una o más regiones, pero en no más del 50 % de las regiones del país. En caso de presencia en sólo una región, dichas concesiones deberán comprender un alcance efectivo igual o superior al 25% de la población o una cobertura igual o superior al 50% de las comunas de dicha región.


c) Locales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población y con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región.


d) Locales de carácter comunitario: aquellas personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, que sean titulares de una sola concesión dentro de los márgenes de presencia establecidos para los concesionarios de cobertura local y que no podrán formar cadenas ni redes de manera permanente. Dichos concesionarios deberán velar por la promoción del desarrollo social y local, debiendo dar cabida a aquella producción realizada por grupos sociales o personas que residan en la zona de cobertura de su concesión. Podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a la ley N° 19.418, las comunidades agrícolas y las comunidades y asociaciones indígenas, entre otros.


No podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las organizaciones político partidistas ni las entidades religiosas regidas por la ley N° 19.638.


Las concesiones locales de carácter comunitario serán indelegables y se prohíbe su transferencia, venta o cualquier forma de cesión directa o indirecta.


Para efectos de la conformación de un concesionario de servicio de radiodifusión televisiva, se considerará como tal al titular de las concesiones respectivas o a los que se encuentren comprendidos en un mismo grupo empresarial, conforme lo define el artículo 96 de la ley N° 18.045.


Un concesionario será considerado de cobertura nacional o regional si es que en la primera solicitud de concesión que efectúe declara que ella conformará, dentro de un plazo que no excederá de los cinco años, un proyecto nacional o regional, según sea el caso, aunque las condiciones de presencia, cobertura o alcance efectivo que se establecen en este artículo no se satisfagan con la primera concesión solicitada. En caso que un concesionario no cumpla con las coberturas declaradas en su primera solicitud dentro del plazo antes señalado, perderá su carácter de nacional o regional, según sea el caso, ante lo cual deberá adecuar su concesión a alguna de las categorías señaladas en este artículo.


Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales.


En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”.


16.- Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. En ambas circunstancias, el Consejo podrá denegar dicha autorización solamente en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18. El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22. El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


En todo caso, lo previsto en el inciso precedente no se aplicará a aquellos concesionarios con medios propios que presten servicios de radiodifusión televisiva a concesionarios con medios de terceros.


En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para que la transmisión haya sido autorizada de conformidad con el artículo 24 A de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales, conforme con las categorías establecidas en el artículo 15 ter.”. 


17. Agrégase el siguiente artículo 17:


“Artículo 17.- La radiodifusión de señales televisivas digitales podrá llevarse a cabo a través de medios radioeléctricos de transmisión pertenecientes al propio concesionario o a través de medios radioeléctricos pertenecientes a terceros, debidamente autorizados.


El titular de una concesión de radiodifusión televisiva digital que ejerza su derecho a transmitir utilizando medios radioeléctricos propios, otorgados en virtud de su concesión, independientemente de las otras actividades que pueda desarrollar en razón de la misma, deberá destinar la totalidad de su capacidad de transmisión para la emisión de una a varias señales de televisión de libre recepción, de una calidad consistente con las condiciones tecnológicas y competitivas del mercado televisivo, y según las condiciones que fije el Plan de Radiodifusión Televisiva, por lo cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro.


Será requisito esencial para aquellos concesionarios de carácter nacional, el que transmitan su señal principal con una calidad de alta definición, la que deberá cumplir con los estándares definidos por el Plan de Radiodifusión Televisiva y su normativa complementaria.


En todo caso, las nuevas actividades a que se refiere el inciso segundo, no podrán afectar la naturaleza del servicio principal de radiodifusión televisiva de libre recepción. Asimismo, para estos efectos, el proyecto técnico especificará las condiciones de prestación de estos servicios.


Los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, que tengan el carácter de oficiales, en el evento de ser transmitidos, deberán serlo a través de señales de televisión de libre recepción, sin perjuicio de las transmisiones que puedan hacer los permisionarios de servicios limitados de televisión.


Asimismo, aquellas señales aptas para ser recibidas por equipos o dispositivos móviles, técnicamente denominada “one seg”, deberán ser siempre de libre recepción.


Los concesionarios de radiodifusión televisiva digital que cuenten con medios radioeléctricos propios para transmitir sus señales televisivas deberán cumplir con las reglas especiales que se indican en los siguientes literales:


a) Los concesionarios que cuenten con los medios radioeléctricos necesarios para la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital deberán ofrecer el remanente no utilizado de su capacidad de transmisión, mediante ofertas públicas y no discriminatorias, a cualquier concesionario de radiodifusión televisiva de libre recepción.


b) Para estos efectos se debe adjuntar un proyecto técnico a la solicitud de concesión, que deberá contener un estudio especial que dé cuenta de cómo se garantizará el uso efectivo del espectro radioeléctrico asignado por la concesión. Para cumplir con esta obligación, el concesionario se sujetará a lo dispuesto en la letra a) de este artículo, en relación con el excedente de capacidad de transmisión que se destine a ser otorgada a concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá los parámetros fundamentales de eficiencia espectral para estos servicios.”.


18. Intercálase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.


19. Agréganse en el artículo 19, los siguientes incisos finales: 


“La obligación de informar del inciso anterior se extiende a los adquirentes del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva a que se refiere el artículo 16.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, previo al perfeccionamiento de cualquier modificación o cambio en la propiedad de los concesionarios de radiodifusión televisiva, se deberá contar con el informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. De no evacuarse el informe dentro del referido plazo, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley       N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.”.


20. Sustitúyese el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán presentar al Consejo Nacional de Televisión una solicitud que contendrá los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural y si se trata de una concesión nacional, regional, local o local de carácter comunitario, de conformidad con las características establecidas en el artículo 15 ter, especificando si se trata de una concesión con medios propios o con medios de terceros.


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita.


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero o técnico especializado en telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros, además del detalle pormenorizado de las instalaciones y operación de la concesión a que se postula; el tipo de emisión, la zona de cobertura y zona de servicio y demás antecedentes exigidos por esta  ley.


d) Una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que los postulantes estén interesados en difundir en sus señales.


e) Un certificado que dé cuenta del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 183-C de la ley N° 20.123. 


f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en el Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, la de propiedad intelectual contenida en la ley Nº 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutantes de prestaciones audiovisuales contenida en la ley Nº 20.243.


La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”.


21. En el artículo 23:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 23.- En caso de tratarse de concesionarios con medios propios, el Consejo remitirá a la Subsecretaría de Telecomunicaciones copia de la solicitud o solicitudes que se hayan presentado y del proyecto técnico acompañado en cada caso, a objeto de que este organismo emita un informe respecto de cada solicitud, considerando el cumplimiento de los requisitos formales y técnicos de carácter legal y reglamentario. En caso de existir dos o más solicitudes, deberá establecer, en forma separada y fundamentada, si alguna de ellas garantiza las mejores condiciones técnicas de transmisión o, de ser el caso, si más de una solicitud, conforme con los rangos establecidos en las bases del concurso, garantizan de manera equivalente tales condiciones, en cuyo caso el concurso se resolverá por sorteo público, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente. El o los informes tendrán el valor de prueba pericial. La Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá informar en el plazo de treinta días contado desde la fecha de recepción del oficio por el cual se le solicita informe. El concurso sólo podrá declarase desierto si ninguna de las postulaciones cumple sus requisitos formales y técnicos.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando su actual inciso segundo a ser inciso tercero: 


“Asimismo, en su informe, la Subsecretaría de Telecomunicaciones indicará si existen o no frecuencias radioeléctricas disponibles para operar las concesiones solicitadas. Sin perjuicio de lo señalado, la Subsecretaría mantendrá permanentemente informado al público, mediante un sistema de consulta electrónica, acerca de las frecuencias que se han asignado para prestar el servicio.”.


c) Reemplázase en el inciso final, la expresión “sobre la base del” por la expresión “considerando si procede el”.


22. Agrégase el siguiente artículo 23 bis:


“Artículo 23 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 15, 22 y 23, en el caso de que exista más de un postulante en el concurso público, ante una situación de igualdad en las condiciones técnicas de los diferentes proyectos y previa verificación del cumplimiento por los postulantes de las exigencias relativas a los proyectos financieros y a las calidades necesarias para ser concesionario, podrá otorgarse más de una frecuencia disponible dentro de la localidad concursada, si ello fuese técnicamente factible. La frecuencia especifica en que operará cada uno de los asignatarios, se resolverá por sorteo público.”.


23. En el artículo 27:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 27.- El Consejo, cumplidos los trámites que se establecen en los artículos 22 y 23, adjudicará la concesión o declarará desierto el concurso. La resolución respectiva se publicará en extracto redactado por el Secretario General del Consejo, por una sola vez, en el Diario Oficial correspondiente a los días 1 ó 15 del mes o al día siguiente si éste fuere inhábil.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“Si la reclamación es de oposición a la asignación, el Presidente del Consejo dará traslado de ella al asignatario por el plazo de diez días hábiles. Simultáneamente, solicitará de la Subsecretaría de Telecomunicaciones un informe acerca de los hechos y opiniones de carácter técnico en que se funda el reclamo. La Subsecretaría deberá evacuar el informe dentro de los treinta días siguientes a la recepción del oficio en que se le haya solicitado, el que tendrá valor de prueba pericial.


Vencido el plazo para el traslado, con o sin la respuesta del asignatario, el Presidente del Consejo, de haber hechos substanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá la reclamación a prueba, la que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil. Vencido el término de prueba, háyanla o no rendido las partes, el Presidente del Consejo citará a sesión especial para que éste se pronuncie sobre la reclamación. Igual procedimiento se aplicará si la reclamación no se hubiese recibido a prueba. El Consejo deberá resolver dentro de los quince días hábiles siguientes de vencido el término probatorio.”.


c) En su inciso quinto, sustitúyese la expresión “desierta la licitación pública” por la expresión “desierto el concurso público”.


d) Elimínanse, en su inciso séptimo, las expresiones “Presidente del” y “en Santiago”.

e) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:


“Vencido el plazo para reclamar o ejecutoriada la resolución del Consejo y, en su caso, publicada además en el Diario Oficial la resolución que otorga la concesión de radiodifusión televisiva, se procederá a dictar la resolución definitiva respectiva, y desde la fecha en que ésta esté, totalmente tramitada y se notifique al interesado, comenzarán a correr los plazos para el inicio de los servicios.”.


24. En el artículo 30:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 30.- Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe. Ésta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, acerca de los aspectos técnicos involucrados. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.”.

b) Intercálase un inciso segundo, del siguiente tenor, pasado el actual a ser tercero:


“Para los efectos del inciso precedente, el Consejo podrá requerir, en lo que corresponda, la información a que se refiere el inciso primero del artículo 22.”.


25. En el artículo 33:


a) Sustitúyese el Nº 2 del inciso primero, por el siguiente:


“2.- Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratarse de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de carácter nacional, las multas podrán ascender hasta un máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa.”.


b) Intercálase, en el Nº 4, en su letra a), la expresión “y con la cobertura” entre los términos “plazo” y “señalado” de su actual texto, pasando este último a expresarse en su forma plural “señalados”.


c) Reemplázase, en la letra b) del Nº 4 del inciso primero, la referencia “incisos primero y segundo” por “incisos primero y final”, y en el Nº 3) de la letra d) del mismo N° 4, suprímese la expresión “inciso final del”.


d) Agrégase, en el Nº 4, la siguiente letra e), sustituyendo el punto aparte (.) con que éste termina, por un punto y coma (;): 


“e) Transferir, ceder, arrendar u otorgar el derecho de uso a cualquier título de una concesión de radiodifusión televisiva otorgada por concurso público, sin la previa autorización del Consejo, autorización que deberá ser otorgada una vez recibido el informe correspondiente por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. La referida autorización no podrá ser denegada sin causa justificada.”.


e) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Las permisionarias de servicios limitados de televisión sólo podrán ser sancionadas en virtud de infracción a lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley, en la letra l) de su artículo 12, en el artículo 14 y en el inciso segundo del artículo 15 quáter.”.


26. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 40 bis, la frase “en el inciso final del artículo 1º y en los incisos segundo y tercero del artículo 12”, por “en el artículo 1º y en la letra l) del artículo 12”.

27. En el artículo 43: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 43.- Los concesionarios de servicios de televisión que utilicen medios radioeléctricos propios tendrán derecho a las servidumbres que sean necesarias para operar y mantener sus estaciones.”.


b) Agrégase, en su inciso segundo, la siguiente frase final:        “, General de Telecomunicaciones, que fue modificada por la ley Nº 20.599, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones”.


28. Reemplázase el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- La responsabilidad de los concesionarios de servicios de televisión por las transmisiones que por intermedio de ellos se efectúen, es indelegable. Toda disposición contractual en contrario se tendrá por no escrita. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de contratos de transmisión de contenidos pertenecientes a concesionarios con medios de terceros, se entenderá que la responsabilidad por la transmisión corresponderá al concesionario que los emite y no al titular de la concesión que las transporta.”.


29. En el artículo 47, que modifica la ley N° 18.168:


a) Agrégase el siguiente número 1, nuevo, pasando sus actuales números 1, 2 y 3, a ser 2, 3 y 4, respectivamente:


“1.- Intercálase, en el artículo 2º, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser inciso tercero:


“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico, c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son, por esencia, temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley.”.”.


b) Incorpórase, como número 5, el siguiente:


“5. En el artículo 28 D:


a) Agréganse, en la letra c) del inciso primero, los siguientes párrafos segundo y tercero:


“Podrán subsidiarse las inversiones en sistemas de transmisión e infraestructura para promover el aumento de cobertura de radiodifusión televisiva digital de libre recepción y servicios de acceso a Internet, de preferencia en forma simultánea en lugares rurales, insulares o aislados.


Dichos subsidios deberán emplearse preferentemente a financiar las inversiones de concesionarios que deben ofrecer capacidad de transmisión a otros concesionarios, que provean servicios de acceso a Internet y servicios de radiodifusión televisiva digital de libre recepción, en particular, concesionarios con medios de terceros de carácter regional, local y local comunitario.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Todo subsidio o financiamiento previsto en el presente artículo deberá considerar, además, la convergencia tecnológica de los medios respecto de los cuales se asignan.”.”.

30.- Agrégase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá asignar las frecuencias necesarias para la transición de las concesiones de radiodifusión televisiva analógicas a la tecnología digital. Asimismo, deberá reservar frecuencias necesarias para las futuras concesiones de radiodifusión televisiva.


El 40% del total de las concesiones asignables para la televisión digital, entendiéndose por tales aquellas que queden disponibles luego de que se haya llevado a cabo la transición a que hace referencia el artículo primero transitorio de la ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, serán destinadas a señales de radiodifusión televisiva digital de libre recepción regionales, locales y locales comunitarias, o para aquellas de carácter nacionales o regionales que el Consejo, por resolución, califique como culturales o educativas. Mediante resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, el Consejo podrá aumentar o disminuir este porcentaje, pero, en este último caso, no podrá hacerlo a menos de un 30%. En este porcentaje deberán considerarse dos frecuencias nacionales, destinadas solamente a señales culturales o educativas, así calificadas por el Consejo por resolución. El Consejo por resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, definirá el procedimiento para la asignación de las concesiones respectivas. Dicho procedimiento deberá asegurar que el total del espectro de estas dos frecuencias se destinará para que se realicen ofertas no discriminatorias a concesionarios con medios de terceros.”.


Artículo 2º.- Intercálase, en el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual, el siguiente inciso tercero, pasando su actual inciso tercero a ser cuarto:


“En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, éstos no podrán emitir ni retransmitir, por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin la expresa autorización de éstos. La emisión y retransmisión de tales señales dará al concesionario el derecho a una retribución, que deberá ser acordada previamente por las partes.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los concesionarios que fuesen titulares de concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción en la banda VHF al momento de la entrada en vigencia de esta ley podrán mantener dichas concesiones en la referida banda, quedando en tal caso habilitados para transmitir una sola señal en tecnología analógica, en los términos y condiciones establecidos en la resolución de otorgamiento respectiva.


Artículo segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior, tendrán derecho a solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, conforme a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, tendrán un plazo máximo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, para lograr una cobertura digital de la totalidad de las concesiones que detenten.


A fin de alcanzar la total cobertura de las zonas de servicio correspondientes a las citadas nuevas concesiones, incluidas aquellas a que se refiere el artículo sexto transitorio, en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción en los términos señalados en el artículo 15 de la ley N° 18.838.


Durante este período de cinco años, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios, estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que detente antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, quienes fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que detenten, dentro del cual deberán requerir las modificaciones a sus concesiones con medios propios en la misma banda que fueren necesarias para el cumplimiento de lo señalado en el presente inciso.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme al número 4 del inciso primero del artículo 33° de la ley N° 18.838. Asimismo, la circunstancia de no alcanzarse la cobertura digital de la totalidad de las concesiones a que se refiere el presente artículo y el artículo sexto transitorio, en dichos plazos, se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la ley  Nº 18.838, derecho que podrá seguir ejerciéndose una vez subsanado el incumplimiento antes referido. Lo establecido en el inciso primero del artículo 15 quáter no podrá aplicarse respecto de las señales transmitidas con anterioridad a la publicación de esta ley.


Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura establecida en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de 5 años antes mencionado.


Lo dispuesto en el artículo anterior y en la presente norma, según corresponda, comprenderá a las concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley aun cuando su otorgamiento concluya con posterioridad a ella, pero en este último caso el plazo de cinco años a que hace referencia el inciso segundo del presente artículo se contará desde el otorgamiento de la concesión conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838, si dicho otorgamiento fuere posterior a la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva. Por su parte, lo establecido en el inciso cuarto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en la resolución que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.


No podrá convocarse a nuevos concursos de concesiones de radiodifusión televisiva analógicas una vez publicada la presente ley.

Artículo tercero.- Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada la que el Consejo deberá otorgar bastando al efecto la previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante resolución, a solicitud de interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15° de la ley N° 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales. El proyecto técnico referido deberá dar cumplimiento a las obligaciones de cobertura en las respectivas zonas de servicio, considerando las características de la nueva frecuencia, pudiendo en consecuencia ajustar elementos de la concesión que detentaba antes de la entrada en vigencia de esta ley, incluida la posibilidad de incorporar en la nueva concesión, estaciones adicionales para cumplir con las obligaciones de cobertura.


El concesionario dispondrá del plazo de 60 días contado desde la publicación de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva para efectos de optar a la nueva concesión en la forma y progresión que éste establezca. En el caso de concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley cuyo otorgamiento concluya con posterioridad a ella, el plazo antes indicado se contará desde la publicación de la resolución que la otorga conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838. De no realizarse la respectiva solicitud dentro del plazo antes indicado, se entenderá que el concesionario se acoge a lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones, le resultará plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.


Artículo cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario y regular los demás aspectos que señala la presente ley. En este caso, no se considerará el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 18.168.


Artículo quinto.- En el caso de las concesiones no contempladas en el artículo 3° transitorio de la ley N° 19.131, el primer período de vigencia de las concesiones otorgadas en virtud del  proceso a que se refiere el artículo tercero transitorio, será el tiempo que reste para el vencimiento del plazo original de la concesión transformada.


Artículo sexto.- Aquellas concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción que cuenten con infraestructura y sistemas para la transmisión en zonas fronterizas, extremas o apartadas del territorio nacional, respecto de las cuales no fuesen titulares de concesiones, y que hubiesen sido subsidiadas o financiadas con fondos provenientes del Consejo Nacional de Televisión, deberán acogerse al régimen concesional regulado por la presente ley respecto de dicha infraestructura. Estas concesiones serán asignadas de manera directa por el Consejo, y sus renovaciones posteriores estarán sujetas al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15 de la ley N° 18.838. Asimismo, se entenderán otorgadas por concurso público para todos los efectos legales y les resultará plenamente aplicable el régimen de incompatibilidades a que hace referencia el mencionado artículo 15 de dicha ley.


El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá reservar las frecuencias necesarias para el otorgamiento de estas nuevas concesiones. Para estos efectos, las concesionarias tendrán un plazo de treinta días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para informar a la Subsecretaria de Telecomunicaciones respecto de las zonas de cobertura de dicha infraestructura y sistemas y las frecuencias de transmisión utilizadas por las mismas.


Asimismo, a las concesionarias que se sujeten a lo dispuesto en este artículo se les aplicará íntegramente lo establecido en el inciso tercero del artículo segundo transitorio de la presente ley.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, con informe de la

Comisión de Defensa Nacional

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.643-02 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que su objetivo es modificar algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, tales como son la supresión gradual, para los mayores de 65 años, de la cotización al Fondo de Retiro de los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros (DIPRECA), y tratándose de CAPREDENA, para el mismo grupo etario, la redestinación del descuento hacia el Fondo de Revalorización de Pensiones; además, limitar los beneficios de montepío; establecer restricciones a la rejubilación o reliquidación de pensiones y racionalizar las dobles pensiones; regulando la situación del personal civil afecto a CAPREDENA y a DIPRECA, y eliminando el abono injustificado de años de servicios para efectos del retiro.

Destaca que la Comisión de Defensa Nacional discutió este proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker (don Patricio); se abstuvo, el Honorable Senador señor Gómez.

Finalmente, hace presente que la totalidad de la iniciativa es de rango orgánico constitucional.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Escalona, señora Rincón y señores Pérez Varela, Bianchi y Navarro. Interviene, también, el señor Ministro de Defensa Nacional.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 28 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Chahuán y Letelier, señora Alvear, señor García-Huidobro, señora Von Baer y señores Larraín Fernández, Tuma y Sabag.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Escalona, quien fundamenta su decisión.

- - -


En su intervención, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita el envío de un oficio, al que adhiere el Honorable Senador señor Chahuán, a S.E. el Presidente de la República, relativo a la atención de salud de los pensionados de las instituciones que indica en regiones distintas a la Metropolitana.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 18 de noviembre de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Defensa Nacional, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, con informe de la Comisión

de Gobierno, Descentralización y Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar la discusión del asunto de la referencia y solicita autorización para el ingreso del Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.963-06 y urgencia calificada de “suma”.
- - -


Continuando con la discusión en general del proyecto, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín Fernández.

Enseguida, señala que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el debate de este asunto.

- - -


Luego, el señor Presidente expresa que ha concluido el Orden del Día.

_________
TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández y Sabag, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que remita una iniciativa legal para integrar a la dotación de la Defensoría Penal Pública, en calidad de funcionarios de planta o a contrata, a los noventa y cuatro profesionales que prestan servicios a honorarios en la Unidad de Defensa Penal de dicho

organismo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.596-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO.

“Considerando:

1. Que en la actualidad se desempeñan en la Unidad de Defensa Penal Juvenil, dependiente de la Defensoría Penal Pública, un total de noventa y cuatro profesionales que cumplen funciones bajo la modalidad de prestación de servicios a honorarios, lo que no les permite gozar de plena estabilidad en su desempeño;

2. Que esta situación se arrastra desde hace largo tiempo sin que hasta ahora se haya obtenido su solución definitiva, no obstante que existe un compromiso por parte del Ejecutivo en orden a resolverla mediante una iniciativa legal;

3. Que, en efecto, en sesión celebrada con fecha 18 de octubre de 2011 por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la señora Ministra de Justicia manifestó que en un futuro proyecto de ley estaba contemplada la incorporación de los defensores de adolescentes infractores de la ley penal a la dotación de la Defensoría Penal Pública, bajo el régimen de contrata;

4. Que, posteriormente, en sesión de fecha 17 de octubre de 2012, efectuada por la misma Comisión Especial Mixta, la referida Secretaria de Estado informó que estaba preparado un anteproyecto de ley con el mencionado propósito, ya visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, y que contaba con un informe financiero autorizando la destinación de $ 600.000.000 para esa finalidad, encontrándose la iniciativa en proceso de revisión final ante el Ministerio Secretaría General de la Presidencia;

5. Que, a mayor abundamiento, la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, presidida por el Honorable Diputado señor José Miguel Ortiz Novoa, envió al Primer Mandatario el Oficio (C.M.-2013) N° 122, de fecha 31 de Octubre de 2012, manifestando que, durante el análisis de la Partida 10 del proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2013, se planteó un conjunto de inquietudes relativas al Capítulo 09, Defensoría Penal, particularmente en lo que se refiere a la necesidad de esa institución de incrementar el número de defensores y a la conveniencia de que éstos se desempeñen como funcionarios de planta o a contrata y no en sistema de honorarios;

6. Que, mediante el citado oficio, y considerando que en el Ejecutivo se encontraría en fase avanzada un anteproyecto de ley que solucionaría las inquietudes señaladas, la referida Subcomisión resolvió, en forma unánime, solicitar a la máxima autoridad del país tuviera a bien impartir las instrucciones pertinentes con el objeto de que dicha iniciativa ingresara a tramitación legislativa antes del término del año 2012, y

7. Que no obstante tal petición y lo manifestado por la señora Ministra de Justicia en las sesiones mencionadas, aún no es enviado al Congreso Nacional el proyecto de ley que se requiere para que los profesionales que se desempeñan como defensores en la Unidad de Defensa Penal Juvenil puedan integrarse a la dotación de la Defensoría Penal Pública, razón por la cual resulta necesario reiterar la indicada solicitud.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que remita una iniciativa legal para integrar a la dotación de la Defensoría Penal Pública, en calidad de funcionarios de planta o a contrata, a los noventa y cuatro profesionales que prestan servicios a honorarios en la Unidad de Defensa Penal Juvenil de dicho organismo, a fin de solucionar, de este modo, la precaria situación de estabilidad laboral que los afecta.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Sabag, señora Alvear y señores Chahuán, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con el que piden a S.E. el Presidente de la República que realice un estudio de factibilidad respecto de un sistema de seguro para los futbolistas amateur inscritos en las ligas deportivas del país y la

creación de un registro especial

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.597-12.
- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que una gran cantidad de personas realiza actividades deportivas durante los fines de semana y los días festivos, preferentemente en partidos de fútbol, desarrollando estos encuentros en completa informalidad y con un estado físico, por lo común, deficitario;

2. Que por la falta de una preparación adecuada y la deficiente calidad de las canchas, muchas veces se producen accidentes y lesiones en el curso de la práctica deportiva, sin que exista una red de protección a las personas para su adecuada y oportuna atención médica;

3. Que es de público conocimiento que, dada la desprotección ante estas lesiones, ellas son presentadas como accidentes laborales, obligando a los seguros correspondientes a asumir su costo, en circunstancias que, en algunos casos, es esencial una atención médica inmediata, en el momento mismo del accidente, para garantizar una mejor recuperación;

4. Que, en los hechos, los trabajadores independientes y quienes se encuentran desempleados quedan en completa desprotección y, junto con tener que solventar con recursos propios el costo de su atención médica, enfrentan el perjuicio económico de no poder trabajar o buscar un empleo mientras se recuperan de las lesiones, y

5. Que si el Estado tiene interés en promover la actividad deportiva, al mismo tiempo debe crear las condiciones necesarias para que las personas hagan ejercicio en forma adecuada y evitar que el costo económico de las eventuales lesiones se traslade a los empleadores y a los propios trabajadores, cuando se trata de personas independientes.


El Senado acuerda:


a) Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se realice un estudio de factibilidad respecto de un sistema de seguro para los futbolistas amateur inscritos en las ligas deportivas del país y la creación de un registro especial para dicho propósito.


b) Proponer que, para tales efectos, se invite a las compañías aseguradoras con el fin de estimar los eventuales costos de este seguro, contemplando un financiamiento compartido con el Estado respecto de los deportistas que mantienen vínculos laborales formales, y con las propias ligas deportivas tratándose de los futbolistas que estén cesantes o que se desempeñen como trabajadores independientes.”.

________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Sabag, señora Alvear y señores Chahuán, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con el que piden a S.E. el Presidente de la República que otorgue rango de Ministerio al Servicio Nacional de la Discapacidad y que instruya al señor Ministro de Desarrollo Social para mejorar la coordinación de las instituciones públicas y privadas que atienden las necesidades de los

discapacitados

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.598-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que aproximadamente el 15% de las personas sufre algún tipo de discapacidad, lo que en el caso chileno significa más de dos millones de compatriotas que, día a día, tienen que enfrentar serias dificultades para poder desenvolverse normalmente en la sociedad y trabajar, en el caso de quienes pueden hacerlo;

2. Que la atención de este vasto sector de la población está bajo la responsabilidad del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), heredero institucional del Fondo Nacional de la Discapacidad y cuya acción, por mandato legal, se centra en la promoción de la igualdad de oportunidades, en la inclusión social y en la participación y accesibilidad de las personas con discapacidad, lo que, a la luz de la experiencia, ha resultado no ser suficiente;

3. Que lo anterior queda confirmado en el informe de gestión de la mencionada entidad, correspondiente al año 2012, en el que, entre otras estadísticas, se consigna que durante ese año el Programa para la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad benefició solamente a 63 personas en todo el país;

4. Que la falta de una ayuda directa a las personas discapacitadas, ya sea por burocracia o por falta de presupuesto, está provocando un comprensible malestar en la población que padece algún tipo de limitación, la cual puede llegar a esperar tres años para recibir una prótesis, y siempre que posea la Ficha de Protección Social, y

5. Que, por último, la población discapacitada enfrenta serias dificultades para hacer valer sus derechos -establecidos en la ley N° 20.422-, ya que el SENADIS carece de la facultad fiscalizadora correspondiente y no existe claridad sobre la responsabilidad de las demás instituciones públicas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República lo siguiente:


a) Impulsar la realización de un estudio que determine la factibilidad de otorgar rango de Ministerio al Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS).


b) Instruir al señor Ministro de Desarrollo Social para mejorar la coordinación entre las instituciones públicas y privadas con el fin de atender con más eficiencia las necesidades de los discapacitados e impulsar, en un diálogo abierto, una redefinición de las políticas públicas sobre la materia.


c) Asimismo, instruir a dicho Secretario de Estado respecto del aumento del presupuesto destinado al SENADIS, garantizando que una parte de tales recursos estará orientada a subvencionar el funcionamiento y las actividades de las organizaciones sociales que atiendan a personas discapacitadas.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Sabag, señora Alvear y señores Chahuán, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que disponga los estudios para el otorgamiento de una pensión no contributiva a los voluntarios que han prestado servicios por más de

cincuenta años al Cuerpo de Bomberos de Chile

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.599-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que los voluntarios de los Cuerpos de Bomberos de Chile tradicionalmente han cumplido sus funciones sin recibir ninguna remuneración por un trabajo altamente exigente en términos de tiempo y de preparación;

2. Que el cumplimiento de sus obligaciones conlleva un sacrificio de su propio desarrollo profesional y laboral, ya que su compromiso para estar disponibles y atender una emergencia en cualquier momento del día limita sus posibilidades laborales de ascenso e, incluso, puede significarles la pérdida de sus fuentes de trabajo remunerado;

3. Que, en los hechos, los bomberos han extendido su tradicional función de control de incendios, que ya es altamente riesgosa, a otros tipos de emergencias como el control de escapes de sustancias químicas y el rescate de heridos en toda clase de accidentes, para lo cual deben destinar largas horas de estudio y entrenamiento sin recibir una compensación económica por su esfuerzo;

4. Que a lo anterior se suma el evidente desgaste físico ocasionado por la exposición a elementos dañinos para la salud, el riesgo de accidentes y la inhalación de sustancias tóxicas, que justifican que el Estado reconozca su esfuerzo con una protección adecuada para su vejez, ya que no reciben una compensación remunerada por su labor, y

5. Que, por último, de acuerdo a las cifras entregadas por la propia Junta Nacional de Bomberos de Chile, en el país hay cerca de 38.000 hombres y mujeres que realizan funciones como bomberos, de los cuales no más de 800 son voluntarios con más de cincuenta años de servicios, por lo que el costo de asegurarles una digna fuente de ingresos al momento de su retiro no es onerosa y menos si se considera que se trata de un beneficio para quienes dedican su vida al servicio de las personas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga los estudios para el otorgamiento de una pensión no contributiva a los voluntarios que han prestado servicios por más de cincuenta años a los Cuerpos de Bomberos de Chile.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a S. E. el Presidente de la República que se evalúe la factibilidad de disminuir la contaminación ambiental mediante un régimen legal de tributación que grave la producción e importación de envases de plástico no retornables para uso en cualquier clase de bebidas, con excepción de aquellos que contengan

productos lácteos o medicamentos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.601-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Peña, Prokurica y Sabag.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Allende.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que en una nota periodística publicada recientemente en un medio de circulación nacional, se señalan las comunas que tienen el mayor porcentaje de reciclaje de residuos sólidos en el país, entre las cuales destacan la de Ñuñoa -que cuenta desde hace diez años con una ordenanza municipal sobre la materia- y las de Juan Fernández e Isla de Pascua, donde las campañas de reciclaje forman parte de la educación cotidiana de sus alumnos, todo ello para la preservación de un medio ambiente saludable;

2. Que resulta indudable la necesidad de ampliar esta verdadera cultura del reciclaje a todas las comunas del país para mitigar los efectos negativos que los residuos causan al medio ambiente, por lo que se requiere fomentar en la ciudadanía la conciencia de que, cuando se consume un determinado producto, los desechos que queden del mismo se reciclen para evitar los riesgos y amenazas al medio ambiente;

3. Que en este contexto, y tal como existe en otros países, resulta factible establecer un incentivo para que las personas reciclen los desperdicios sólidos, a fin de que éstos ingresen en un proceso de recirculación, evitando que impacten en el entorno medioambiental; 

4. Que entre los elementos que causan mayor contaminación, dados los componentes químicos que contienen, están las botellas plásticas, cuya degradación definitiva puede demorar hasta siglos por los polímeros con que se fabrican;

5. Que para fomentar e incentivar el reciclaje de este tipo de envases, se estima pertinente establecer un impuesto a la producción o importación de botellas plásticas no retornables, que contengan bebidas alcohólicas y no alcohólicas, gaseosas y no gaseosas, aguas minerales, sean de origen nacional o extranjero, con excepción de las que contengan productos lácteos o medicamentos;

6. Que el valor de este impuesto podría ser recuperado pagándose una tarifa, por su mismo monto, a quien recolecte, entregue y retorne dichas botellas, para cuyo efecto el Servicio de Impuestos Internos establecería los mecanismos normativos pertinentes, referidos a la declaración y devolución de los tributos correspondientes y, por su parte, el Ministerio del Medio Ambiente dictaría las normas relativas a los centros de acopio y tratamiento de este tipo de botellas;

7. Que mediante tal legislación se obtendría, por una parte, que el Estado cumpla a cabalidad con la obligación constitucional de velar por el ejercicio pleno y efectivo del derecho de las personas a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y, por la otra, fomentar la responsabilidad de la ciudadanía en la promoción de un entorno medioambiental saludable y la preservación de la naturaleza, premiándose su esfuerzo en tal sentido, y

8. Que para este efecto, conforme lo dispone el artículo 65, N° 1°, de la Constitución Política de la República, se requiere un proyecto de ley de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, cuya evaluación de factibilidad es la que aquí se solicita.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, con el fin de disminuir la contaminación ambiental, evalúe la factibilidad de establecer un régimen legal de tributación que grave la producción e importación de envases de plástico no retornables para su uso con cualquier clase de bebidas, con excepción de aquellos que contengan productos lácteos o medicamentos. Para tales efectos, sería pertinente:


- Contemplar un mecanismo de devolución del respectivo impuesto, mediante el pago de una tarifa determinada, en beneficio de quienes recolecten, entreguen y retornen dichas botellas.


- Disponer que el Servicio de Impuestos Internos establezca la normativa pertinente para la declaración y devolución de los respectivos tributos, y que el Ministerio del Medio Ambiente dicte las normas relativas a los centros de acopio y tratamiento de este tipo de botellas.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Frei, García-Huidobro, Girardi, Horvath y Kuschel, con el que solicitan a   S. E. el Presidente de la República un mecanismo de reasignación de las viviendas sociales para el caso en que el beneficiario incumpla sus obligaciones de

habitación o de no enajenar

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.604-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el decreto supremo N° 1, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, del año 2011, que aprueba el reglamento del Sistema Integrado de Subsidio Habitacional, señala que dicho subsidio “está destinado a financiar la adquisición de una vivienda económica, nueva o usada, urbana o rural, o la construcción de ella en sitio propio, o en densificación predial, para destinarla al uso habitacional del beneficiario y su núcleo familiar”;

2. Que, asimismo, define al beneficiario como el postulante seleccionado para la asignación del subsidio habitacional;

3. Que el mismo cuerpo normativo establece la forma y periodicidad en que se efectúan los llamados a postulación y los requisitos que deben reunir los postulantes al beneficio;

4. Que el cumplimiento de los respectivos requisitos queda entregado exclusivamente al postulante, quien debe presentar una declaración jurada de su necesidad de obtener el subsidio para acceder a una vivienda, de la veracidad de la información proporcionada y del conocimiento de las obligaciones y prohibiciones señaladas en el reglamento correspondiente, sin que se establezca la facultad del Ministerio del ramo para revisar dichos antecedentes o realizar un proceso de fiscalización de los mismos;

5. Que, en ese orden de ideas, los artículos 39 y siguientes del citado decreto supremo N° 1 reglamentan las obligaciones y prohibiciones que afectan a la vivienda obtenida mediante subsidio habitacional, esto es:

- La vivienda “deberá ser habitada personalmente por el beneficiario del subsidio y/o su núcleo familiar declarado al momento de su postulación, a lo menos durante cinco años contados desde su entrega material”.

- El beneficiario, durante un plazo de cinco años, “no podrá enajenar la vivienda ni celebrar acto o contrato alguno que importe cesión de uso y goce de la misma, sea a título gratuito u oneroso, sin previa autorización escrita del Serviu”;

6. Que ante el incumplimiento de estas obligaciones, el referido decreto establece como sanción “la restitución de la totalidad de los dineros recibidos por concepto de subsidios”, sin establecer, sin embargo, un procedimiento específico para tal efecto;

7. Que, por su parte, el decreto supremo N° 49, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, del año 2012, que aprueba el reglamento del programa Fondo Solidario de Elección de Vivienda, establece una caución de fiel cumplimiento de las obligaciones, a saber, la constitución en favor del SERVIU de una hipoteca de primer grado sobre el inmueble;

8. Que si bien esta caución es un avance, no resuelve el problema social que implica la entrega de subsidios habitacionales donde existe un gran número de familias necesitadas que no alcanzan a ser cubiertas por los llamados anuales a postulación;

9. Que al no existir una norma legal especial, cada vez que un beneficiario no cumpla con sus obligaciones, el SERVIU deberá iniciar el cobro de la caución, solicitando que se venda el inmueble en pública subasta conforme a las normas generales, por lo que dicho Servicio sólo podrá adjudicárselo si no concurren postores a la venta pública. Además, en el evento que ello ocurra, no existe un mecanismo que permita la reasignación de la vivienda;

10. Que, bajo esta fórmula puede darse la incongruencia de que el bien raíz sea rematado a un tercero que no cumpla los requisitos para obtener subsidio habitacional y que lo adquiera con el sólo ánimo de lucrarse. Incluso más, el propio beneficiario que obtuvo el subsidio y no cumplió sus obligaciones podría pagar lo adeudado, esto es el monto del subsidio y, en definitiva, adjudicarse el inmueble, lo que atenta contra los fines sociales de la política habitacional del Estado, y

11. Que, dado lo anterior, resulta primordial establecer un mecanismo que permita al Servicio de Vivienda y Urbanismo, una vez acreditado el incumplimiento de las obligaciones de habitación y no enajenación, reasignar, en breve plazo, la respectiva vivienda a familias que cumplan los requisitos legales para ello.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República establecer un mecanismo de reasignación de las viviendas sociales para el caso en que el beneficiario del subsidio habitacional incumpla sus obligaciones de habitación o de no enajenar.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Girardi y Rossi, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que exprese al gobierno de la República del Ecuador su preocupación por la decisión de poner término a la iniciativa Yasuní-ITT para dar paso a la extracción de petróleo en una zona

declarada Reserva Mundial de la Biosfera

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.606-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que en la región amazónica del Ecuador, en las Provincias de Orellana y Pastaza, se encuentra ubicado el Parque Yasuní, que con sus 982.000 hectáreas de superficie es considerado la zona de mayor diversidad biológica del mundo, en la que se encuentran más de 2.000 especies de árboles y arbustos, alrededor de 567 especies de aves, cerca de 180 especies de anfibios y reptiles y, aproximadamente, 400 especies de peces de agua dulce;

2. Que el 20 de noviembre de 1979 fue declarado Parque Nacional por el Gobierno de Ecuador para preservar las especies en peligro de extinción, puesto que “cualquier alteración o disminución que sufran los bosques naturales conducen de un modo inevitable a la extinción o menoscabo de la diversidad genética y con ello la degradación de la biodiversidad”, según expresa la declaración oficial;

3. Que en el año 1989 la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) declaró al Parque Nacional Yasuní como Reserva Mundial de la Biosfera, en virtud de lo cual las únicas actividades que se pueden desarrollar en dicha zona para garantizar el equilibrio y la no contaminación son “actividades cooperativas compatibles con prácticas ecológicas racionales, como la educación relativa al medio ambiente, la recreación, el turismo ecológico y la investigación aplicada básica”, según se establece en las Estrategias de Sevilla, dictadas en la Conferencia de Expertos celebrada en España, en marzo del año 1995;

4. Que en dicho territorio se encuentran grandes reservas de crudo, razón por la cual, en el año 1998, bajo el gobierno del entonces Presidente, señor Jamil Mahuad, un sector del parque, entre los cuadrantes Ishpingo, Tiputini y Tambococha, fue declarado “Zona Intangible” con el fin de mantener la reserva de la biósfera alejada de la explotación petrolífera que se realiza en otras áreas de la selva amazónica ecuatoriana. Por tal motivo, a contar del año 2007, se le denominó “Iniciativa Yasuní-ITT”;

5. Que, a partir de ese año, el Presidente de Ecuador, señor Rafael Correa, propuso condicionar la intangibilidad de esta zona con un mecanismo de recaudación por parte de la comunidad internacional de 3.500 millones de dólares, en un lapso de trece años, suma equivalente al 50% de las utilidades que percibiría Ecuador si explotara dicho recurso, estimadas estas últimas en unos 350 millones de dólares anuales;

6. Que a cambio de dicha compensación económica por parte de los demás países, que se mantendría en un fideicomiso especial, el Estado ecuatoriano se comprometía a dejar represado bajo tierra en la citada reserva ecológica alrededor de 856 millones de barriles de petróleo, para evitar la emisión a la atmósfera de 407 millones de toneladas métricas de dióxido de carbono que se producirían por la quema de combustible fósil;

7. Que, de acuerdo al compromiso adquirido por el Gobierno de Ecuador, los fondos que se captarían por esta operación se reinvertirían para financiar el manejo de 19 áreas protegidas, el establecimiento de un plan de reforestación nacional y el cambio de matriz energética;

8. Que Chile, a través de su Ministerio de Relaciones Exteriores, fue el primero en contribuir a ese fondo, en el año 2010, con un aporte de 100 mil dólares, mediante un acuerdo suscrito con el representante del Programa de las Naciones para el Desarrollo (PNUD) ante Ecuador, que actuaría como Agente Administrativo del fideicomiso;

9. Que, pese a lo anteriormente expuesto, el 15 de agosto de 2013 el Presidente de Ecuador, señor Rafael Correa, anunció el término de la Iniciativa Yasuní-ITT por cuanto, tras haber transcurrido tres años desde la creación del mencionado fideicomiso, sólo se han obtenido 13,3 millones de dólares, motivo por el cual habría decidido iniciar la extracción de crudo en la Zona Intangible, para cuyo efecto solicitó a la Asamblea Nacional, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Política de ese país, la autorización para declarar de interés nacional la extracción de crudo que se intenta;

10. Que, en efecto, el artículo 407 de la citada Carta Fundamental establece: “Se prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables en las áreas protegidas y en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal. Excepcionalmente dichos recursos se podrán explotar a petición fundamentada de la Presidencia de la República y previa declaratoria de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional, que, de estimarlo conveniente, podrá convocar a consulta popular”;

11. Que la autorización que dicha norma contempla se encuentra actualmente en proceso de “socialización” por parte de la Asamblea Nacional, esto es, en la fase de consultas a la ciudadanía al tenor de lo dispuesto en el artículo 137 de la misma Constitución, previo al pronunciamiento de los asambleístas;

12. Que dada la importancia que la mantención de la citada Zona Intangible representa no sólo para Ecuador sino que para todo el mundo, la mencionada decisión presidencial ha concitado una gran oposición entre los ciudadanos de ese país, máxime si se considera que su Constitución Política contempla una abundante normativa sobre el resguardo de la biodiversidad, la protección del medio ambiente y la conservación de la biosfera;

13. Que, de igual modo, diversas naciones han expresado sus reparos ante esta decisión, ya que se afectaría una reserva mundial de la biosfera, cuya abundante biodiversidad la hace única en el mundo;
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14. Que Chile, que concurrió con entusiasmo a contribuir económicamente con la Iniciativa Yasuní-ITT, no puede permanecer indiferente ni ajeno a esta decisión, más aún si se tiene presente que la propia Carta Fundamental consagra entre las garantías constitucionales el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, estableciendo, asimismo, el deber del Estado de velar para que este derecho no sea afectado y de tutelar la preservación de la naturaleza, y

15. Que en tal virtud, resulta necesario que el Estado de Chile exprese su preocupación al Gobierno de la República del Ecuador respecto del término de la Iniciativa Yasuní-ITT, para dar paso a la extracción de petróleo en esa zona, con el objeto de que, si así lo estima, deje sin efecto esa decisión o busque una fórmula alternativa de solución, como por ejemplo, la extensión del plazo para obtener la compensación económica por parte de la comunidad internacional, instándola a contribuir efectivamente a dicho objeto, todo ello con el fin de mantener la referida zona libre de actividades extractivas, de modo que su rica biodiversidad permanezca intangible.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que exprese al Gobierno de la República del Ecuador su preocupación por la decisión de poner término a la Iniciativa Yasuní-ITT para dar paso a la extracción de petróleo en una zona declarada Reserva Mundial de la Biosfera.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que se manifiesta el rechazo del Senado a la denuncia que el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela hizo de la Convención Interamericana sobre Derechos

Humanos, Pacto de San José

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.607-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor. 

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Orpis, Pizarro, Prokurica y Sabag.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos -o Pacto de San José de Costa Rica- fue aprobada en noviembre de 1969 por la Organización de Estados Americanos (OEA) con el propósito de consolidar dentro de las instituciones democráticas un régimen de libertad personal y de justicia social fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre;

2. Que mediante el referido Pacto de San José fueron creadas la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, responsable de estimular, recomendar y promover el respeto de los derechos humanos por parte de los Estados, y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, encargada de juzgar a los Estados cuando los llamados de atención de la Comisión no resultaren suficientes;

3. Que Venezuela ratificó la mencionada Convención en junio de 1977, siendo, posteriormente, el tercer miembro en denunciarla, uniéndose así a Trinidad y Tobago (1998) y Perú (1999);

4. Que la decisión de Venezuela de apartarse del Pacto de San José, materializada el 10 de septiembre de 2013, no sólo representa un debilitamiento a la protección y defensa de los derechos humanos, sino que también constituye un menoscabo importante del derecho a la defensa de las víctimas. Según las cifras del Ministerio Público venezolano, sólo el 3% de las violaciones a los derechos humanos que se cometen en ese país llegan a juicio, mientras que el 97% restante de los casos acaba en sobreseimiento o archivados;

5. Que lo resuelto por el gobierno venezolano implica que, a partir de ahora, la Corte Interamericana de Derechos Humanos perderá su jurisdicción sobre la República Bolivariana de Venezuela y, con ello, las víctimas de violaciones a los derechos humanos en dicho país quedarán impedidas de la posibilidad de encontrar, en instancias internacionales, la justicia que les ha sido negada en los tribunales locales;

6. Que desde el año 1995 la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha emitido 16 sentencias contra el Estado venezolano, entre las que figuran la que establece la responsabilidad por el asesinato de dieciocho pescadores a manos de militares en 1988, en el caso conocido como El Amparo; la relativa a la represión de la revuelta popular de 1989, conocida como El Carachazo; la referida a la desaparición forzada y el asesinato de decenas de reclusos en el retén de Catia en 1992; y la derivada de la vulneración de la labor de los medios de comunicación tras el cierre del canal Radio Caracas Televisión en 2007, ninguna de las cuales se ha cumplido a cabalidad;

7. Que, asimismo, el Estado venezolano adeuda, entre otras medidas de reparación, el pago de aproximadamente US$ 9.700 millones por concepto de indemnización a más de 250 víctimas, y

8. Que, sin lugar a dudas, la decisión de gobierno venezolano debilita el sistema de reconocimiento, protección y defensa de los derechos humanos en América y no deja de resultar paradójico que sea un gobierno que en su discurso dice proteger a las personas y sus derechos, el que contribuya a este debilitamiento.


El Senado acuerda:


Manifestar su rechazo ante la denuncia que el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela hizo de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica, toda vez que ello representa un deterioro al sistema interamericano de reconocimiento, protección y defensa de los derechos humanos.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Coloma, García, Kuschel y Larraín Peña, con el que solicitan a S.E. el Presidente de la República que, en ejercicio de sus atribuciones legales, traslade el asiento de la Secretaría Regional Ministerial de Energía de las Regiones de Atacama y de Coquimbo a la ciudad de

Copiapó

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.608-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 11 votos a favor y uno en contra.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Prokurica, Sabag y Tuma.


Vota en contra, el Honorable Senador señor Pizarro.

A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.


Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Orpis y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 64ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE OCTUBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Economía, Fomento y Turismo, señores Cristián Larroulet y Félix de Vicente, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 60ª, ordinaria, de 8 de octubre; y 61ª, especial, y 62ª, ordinaria, ambas de 9 de octubre, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín Nº 8.829-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


3.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley    N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


4.- Proyecto de ley que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín Nº 8.907-03).


5.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


6.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


7.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


8.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05).


9.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


10.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


11.- Proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05).


12.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


13.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


14.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


15.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


16.- Proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07).


17.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


18.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


19.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


20.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


21.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (Boletín Nº 8.997-07).


22.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10).


23.- Proyecto de ley que establece los incentivos remuneracionales que indica, a favor de los profesionales de los servicios de salud que señala (Boletín Nº 8.922-11).


24.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines        N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


25.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín  N° 8.493-14).


26.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


27.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (Boletín N° 8.034-15).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que informa que aprobó la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que establece la meta todo Chile a llamada local (Boletines N°s 8.787-19 y 8.790-15, refundidos). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del señor Contralor General de la República


Remite copia del informe final de la solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, en materia de cumplimiento de la norma contemplada en el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.378, que creó un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Kingstown el 30 de noviembre de 2012 (Boletín Nº 9.003-10).


- Quedan para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que instituye el Premio Nacional de la Paz (Boletín N° 9.144-17).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, con la que propone crear un Fondo Nacional de Medicamentos.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen el inciso tercero y el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que propone la modificación del artículo 4° de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, para asignarles las funciones que esa disposición prescribe al Servicio Nacional de Menores y al Servicio Nacional del Adulto Mayor. 


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Concluida la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que prestó su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletines N°s 8.324-03 y 8.492-13, refundidos) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos: 

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletines N°s 8.324-03 y 8.492-13, refundidos).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Sabag, señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Navarro, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que piden a S. E. el Presidente de la República el envío urgente de una iniciativa legal que cree un bono post laboral para los profesores cuyos fondos previsionales no permitan financiar una pensión mínima equivalente a   $ 400.000 (Boletín Nº S 1.615-12).


De los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Alvear, Rincón y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Girardi, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Defensa Nacional la extensión de las operaciones de búsqueda aérea, marítima y terrestre en la zona de Tirúa, por el tiempo que fuere necesario, de la avioneta Cessna 172 y de sus ocupantes, con el despliegue de todos los recursos humanos y materiales disponibles (Boletín Nº S 1.616-12).


- Por acuerdo de la Sala quedan para ser votados en esta sesión.
- - -


Enseguida, la Honorable Senadora señora Alvear solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción de su autoría declarada inadmisible en la Cuenta de hoy.


Así se acuerda.
- - -


En el mismo sentido, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín solicita obtener el acuerdo de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que considere la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción de su autoría declarada inadmisible en la Cuenta de esta sesión.


Se accede a lo solicitado.

- - -


Seguidamente, y en lo relativo a la tramitación del proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletines N°s 8.324-03 y 8.492-13, refundidos), hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Larraín Fernández, señora Rincón y señor Zaldívar.


La Sala acuerda, en definitiva, que la citada iniciativa quede para Tabla.

- - -


En su oportunidad, la Sala resuelve considerar los proyectos de acuerdo Boletines Nºs S 1.616-12 y S 1.615-12, al inicio del Orden del Día de esta sesión.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, en primer trámite constitucional, relativo a las federaciones deportivas nacionales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e

informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.965-07 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que la iniciativa se aprobó en general en sesión de fecha 1º de marzo de 2011, cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones y que efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad.

Por su parte, la Comisión de Hacienda no introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión antes señalada.

Cabe destacar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:


Agregar el siguiente artículo único, nuevo:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.712, Ley del Deporte: 


1.- Sustitúyese, en la letra l) del artículo 12, el punto y coma (;) que sigue a la palabra “Reglamento” por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Estas becas no constituyen renta para ningún efecto legal;”


2.- Suprímese en la letra f) del artículo 32 la expresión “nacional” e intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual g) a ser h), la h) a ser i) y la i) a ser j): 


“g) Federación Deportiva Nacional: Es aquella Federación Deportiva que cumple con los siguientes requisitos:


1. Estar afiliada a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, estar reconocida como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto, de acuerdo al interés público comprometido y al grado de implantación de la disciplina respectiva en el país.


2. Estar integrada por clubes o asociaciones que tengan asiento en más de cinco regiones del país. 


3. Que los clubes que la integren sean a lo menos quince, y


4. Que cada uno de los referidos clubes tenga, al menos, diez deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores. 


El Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de los requisitos establecidos en los números 2 y 3 a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local. Dicha resolución, determinará el número de regiones o provincias en que deberán estar constituidas dichas federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas. 


Estas federaciones estarán obligadas a incluir en su nombre la abreviatura “F.D.N”.” 


3.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 38:


“Las Confederaciones u Organizaciones Deportivas Sudamericanas, Continentales, Internacionales o Mundiales de deportes reconocidos por el Comité Olímpico de Chile, a las cuales se encuentre afiliada una Federación Deportiva Nacional, podrán constituirse en Chile como organizaciones deportivas de acuerdo al procedimiento establecido en este párrafo.”. 

4.- Suprímese en la letra k) del artículo 39 la siguiente frase final “, por una sola vez, por nuevo período”. 


5.- Sustitúyese, el inciso cuarto, del artículo 40, por el siguiente:


“Para los efectos del presente artículo, las asambleas de las federaciones y asociaciones deportivas podrán constituirse con delegados designados anualmente por la respectiva organización a la que representan, adjuntando para tal efecto, una copia del acta de nombramiento.”. 

Artículo único

Sustituirlo por el siguiente número 6, nuevo:


“6.- Incorpórase el siguiente Párrafo 4°, nuevo, en el Título III “De las Organizaciones Deportivas”.
“Párrafo 4°

Régimen Especial de las Federaciones Deportivas Nacionales”

Artículo 40 bis a

Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 A.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, en adelante también “FDN”, quedarán legalmente constituidas siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la letra g) del artículo 32 y se haya practicado su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos. Perderán dicha calidad si dejan de cumplir los requisitos indicados, en cuyo caso se cancelará su inscripción, manteniendo sólo su condición de Federación Deportiva.”. 

Artículo 40 bis b

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 B.- No podrá negarse la incorporación ni la permanencia en una FDN de una asociación deportiva o club que así lo requiera y que cumpla los requisitos legales, reglamentarios y estatutarios para ello.”. 

Artículo 40 bis c

Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 C.- Los estatutos de las FDN deberán establecer el mecanismo por el cual los deportistas federados de la respectiva especialidad designarán a una Comisión de Deportistas que los representará en la dirección federativa. 


Podrán ser miembros de esta Comisión los deportistas de la respectiva disciplina, en actividad o en situación de retiro, que hayan participado al menos en los Torneos Nacionales de su Deporte, categoría todo competidor, o en aquellos del programa olímpico, hasta ocho años después de su última participación. 


El Presidente de esta Comisión o, en su reemplazo, el delegado suplente que ella misma designe, tendrá derecho a voz y voto en las asambleas ordinarias y extraordinarias de la Federación y sólo a voz en las sesiones de su directorio.”.
Artículo 40 bis d

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 D.- Los estatutos de las FDN deberán contemplar una Comisión Técnica compuesta por un número impar de personas no inferior a tres, que serán nombradas por el directorio en la primera sesión que efectúen después de su elección y durarán el mismo tiempo que éste.


Corresponderá a la Comisión Técnica proponer al Directorio de la Federación la  formación de las delegaciones de deportistas que representarán al país en las competencias internacionales. Dichas proposiciones se efectuarán con criterios exclusivamente técnicos y previa realización de competencias selectivas o clasificatorias, reglamentadas e informadas oportunamente a los deportistas.


El Presidente de la Federación con la mayoría absoluta del Directorio podrá rechazar la propuesta y conformar una delegación distinta, siempre que también se base en criterios estrictamente técnicos y se informen los fundamentos de su decisión en la Asamblea Ordinaria siguiente.


Dicha Comisión deberá colaborar con la Comisión Nacional de Control de Dopaje en la realización de actividades de difusión y capacitación antidopaje, así como en la coordinación de los controles preventivos a los deportistas adscritos a su federación, especialmente a aquellos seleccionados para representar al país en competencias internacionales.”. 

Artículo 40 bis e

Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 E.- Las FDN deberán realizar a lo menos dos asambleas ordinarias anuales. La primera se celebrará dentro del primer cuatrimestre del año respectivo y en ella deberá tratarse la aprobación del balance, estados financieros del ejercicio anterior y la memoria del directorio. La segunda deberá tener lugar en el último trimestre del año y en ella corresponderá aprobar el presupuesto del año siguiente y el plan de gestión anual que se implementará, incluido el calendario oficial de competencias y un informe de la comisión técnica sobre los criterios que se emplearán para la selección de los deportistas que participarán en las competencias internacionales.


Los estatutos de las FDN deberán contemplar un sistema de votación de las asociaciones afiliadas a ellas, que sea proporcional a la cantidad de clubes que las integren.”. 

Artículo 40 bis f

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 F.- Para ser elegido director de una FDN se requerirá cumplir con los siguientes condiciones:


a) Ser chileno o extranjero con residencia por más de tres años en el país.


b) Tener, a lo menos, veintiún años de edad.


c) Acreditar que el club del que se es socio tiene un año de antigüedad en la FDN.


d) No ser miembro de la Comisión Electoral de la FDN, y


e) Haber aprobado un curso de capacitación en materias de gestión y administración deportiva. Solo se aceptarán aquellos que hayan sido impartidos o reconocidos por el Instituto para esos efectos.


Este último requisito no se exigirá a los dirigentes que acrediten estar en posesión de un título universitario o profesional de carreras de a lo menos ocho semestres de duración.


Para ser elegido en los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una FDN se necesitará, además, ser director o ex director de la propia federación o de alguna de las organizaciones que forman parte de ella.


La personas que hayan desempeñado los cargos señalados en el inciso anterior en una FDN, en cualquier calidad, durante ocho años continuos o discontinuos, no podrán ser electas ni reelectas en ningún cargo del Directorio, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último ejercicio.”. 

Artículo 40 bis g


Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 G.- No podrán ser directores de las FDN:


a) Las personas sancionadas con inhabilidad por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo durante el lapso que dure su suspensión o privación del derecho a ser elegido. 


b) Las personas condenadas por infracciones contempladas en la ley Nº 19.327 que sancionan hechos de violencia en los recintos deportivos y en la ley Nº 20.000 que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


c) Las personas condenadas por delitos cometidos con ocasión del ejercicio del cargo de director o miembro de una organización deportiva.


d) Los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta, y


e) Las personas condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, cualquiera sea la condena impuesta o efectivamente cumplida.”. 

Artículo 40 bis h


Sustituirlo por la siguiente:


“Artículo 40 H.- En el ejercicio de sus funciones, los directores de las FDN responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a su organización. El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de su directorio deberá dejar constancia de su oposición en el acta respectiva, de lo cual deberá darse cuenta en la siguiente Asamblea Ordinaria.”. 

Artículo 40 bis i

Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 I.- Las FDN no podrán realizar actos o celebrar contratos onerosos en que uno o más de sus directores tengan interés.


Se entenderá que un director tiene interés en un acto o contrato cuando él, su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive deban intervenir en su ejecución o celebración. Asimismo, cuando tal acción se realice mediante sociedades o empresas en las cuales él o alguna de las personas mencionadas sean directores o dueños del diez o más por ciento de su capital.


Cuando un director de la Federación sea el único oferente de un bien o servicio indispensable para el desarrollo de las actividades de la organización, el directorio podrá acordar, por la unanimidad de sus integrantes y con exclusión del mencionado director, que se adquiera dicho bien o se contrate el mencionado servicio siempre que su precio se ajuste a los valores de mercado y se dé a conocer el indicado acto o contrato en la memoria que se presentará a la Asamblea Ordinaria siguiente.


Los directores que vulneren esta prohibición serán sancionados con la inhabilitación para desempeñar el cargo de dirigente deportivos por el plazo de diez años, sin perjuicio de responder por los perjuicios ocasionados a la federación y a terceros.”. 

Artículo 40 bis j

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 J.- A las FDN no se les aplicará el artículo 557 del Código Civil.


No obstante lo anterior, ellas deberán llevar contabilidad completa de sus operaciones. Su balance anual deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Dicho balance, los estados financieros y la memoria del directorio deberán hacerse llegar a las respectivas organizaciones de base por cualquier medio apto, con a lo menos quince días de anticipación a la fecha de la Asamblea que debe pronunciarse sobre ellos, debiendo además publicarse en lugares visibles en la sede de la Federación o en el sitio electrónico de ésta, con la misma anticipación.


Sin perjuicio de las facultades de fiscalización y supervigilancia permanentes del Instituto, las FDN deberán, en el mes de mayo de cada año, remitirle una copia del balance del año inmediatamente anterior, de los estados financieros y del informe de resultado de la auditoría externa correspondientes. Mientras no sea enviada esta información, el Instituto no transferirá nuevos fondos a la respectiva Federación Deportiva Nacional. Los estados financieros de las FDN serán publicados por el Instituto Nacional de Deportes en su sitio electrónico institucional.


Aquellas FDN que se encuentren inhabilitadas para recibir recursos del Instituto, por una causal establecida en esta ley o en sus reglamentos, podrán ser sometidas a la administración externa de dichos recursos, por resolución fundada del Director Nacional del Instituto. Dicha administración la ejercerá el Comité Olímpico de Chile o un tercero nominado de común acuerdo entre el Presidente del señalado Comité y el Director Nacional del Instituto. 


Si la inhabilitación para recibir recursos públicos se prolongare por más de doce meses, cesará, de pleno derecho, la vigencia del Directorio de la Federación respectiva. En todo caso, el  Directorio saliente deberá llamar a elección dentro de los quince días hábiles siguientes al cumplimiento del mencionado plazo, no pudiendo participar en ellas ninguno de sus miembros.


Subsanada la inhabilitación cesará la administración externa respecto de los proyectos nuevos, pero continuará respecto de los que esté ejecutando el administrador.


El administrador externo podrá llevar a cabo los proyectos deportivos financiados con recursos públicos que estén en ejecución y los nuevos que correspondan a planes o programas deportivos aprobados por el Instituto para el desarrollo de la disciplina o de los deportistas.


Los honorarios de los administradores externos no podrán exceder del diez por ciento del monto total de los proyectos deportivos que administren y podrán ser solventados con cargo a los recursos públicos considerados en ellos.”.
Artículo 40 bis k

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 K.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los gastos de traslado para la realización de sus asambleas. Asimismo, podrán obtener recursos para financiar los gastos necesarios para adquirir toda la implementación tecnológica computacional necesaria para el desarrollo de su actividad y proyectos. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las FDN de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en el artículo 90 de la ley Nº 18.768, modificada por la ley Nº 19.135 y con los recursos que el Instituto destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.


Estas federaciones podrán organizar, producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Los ingresos que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación. 


Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realizan en sus sedes.


Los programas, proyectos y actividades de las FDN podrán presentarse en cualquier época al Instituto y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.”. 

Artículo 40 bis l

Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 L.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, cualquiera sea el número de sus socios, estarán obligadas a elegir un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, en la forma y oportunidad establecida en el artículo 40. Al menos uno de sus integrantes deberá tener el título de abogado.”.
Artículo 40 bis m


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 M.- Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, en adelante el “Comité”, es un organismo colegiado, adscrito al Comité Olímpico de Chile, que ejercerá la potestad disciplinaria sobre las Federaciones Deportivas Nacionales. 


Este Comité estará integrado por cinco miembros:


a) Tres miembros elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile, debiendo dos de ellos tener el título de abogado;


b) Dos miembros designados por el Director del Instituto Nacional del Deporte. Uno ellos será seleccionado a propuesta de una terna que le presenten las organizaciones deportivas nacionales que no están afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto. En todo caso, a lo menos uno de los designados deberá tener el título de abogado.


El Comité tendrá, asimismo, cinco integrantes suplentes designados de la misma forma que los titulares.


En caso de inhabilidad, implicancia, recusación u otro motivo que impida a uno o más de sus miembros titulares conocer de un asunto, será sustituido por el suplente que hubiere sido elegido para reemplazarlo.


Los miembros titulares y suplentes del Comité durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser designados por nuevos periodos. Las vacantes que se produzcan se proveerán de la misma manera que establece este artículo sólo por el tiempo que le reste al miembro que genera la vacante.


La calidad de miembro titular o suplente del Comité será incompatible con la de cualquier cargo directivo en las organizaciones deportivas sujetas a su potestad y les afectarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades que las establecidas para ejercer el cargo de director de ellas.”. 

Artículo 40 bis n


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 N.- Los miembros titulares o suplentes del Comité tendrán derecho a percibir, una dieta equivalente a tres unidades tributarias mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de veinticuatro unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un cincuenta por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Comité.

Los gastos necesarios para el funcionamiento del Comité serán financiados a través del Comité Olímpico de Chile por medio de proyectos que el Instituto aprobará anualmente, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.”.
Artículo 40 bis o


Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 Ñ.- Designados sus miembros para cada período cuadrienal, el Comité se instalará en una sesión pública dentro de los treinta días siguientes contados desde el último nombramiento, en la cual procederán a elegir de entre ellos un Presidente y un Secretario-relator que será a la vez Ministro de Fe de sus actuaciones.


El Presidente y el Secretario del Comité durarán dos años en sus cargos, al término de los cuales se elegirá, de la misma manera, a quienes los sucederán en los dos años siguientes.


El Comité no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la mayoría de sus miembros.”. 

A continuación, intercalar el siguiente artículo 40 O, nuevo:


“Artículo 40 O.- Los miembros del Comité cesarán en sus cargos por las siguientes causales:


1.- Renuncia aceptada por el Comité;


2.- Expiración del plazo de su nombramiento;


3.- Postulación a un cargo de elección popular;


4.- Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y


5.- Por haber sido nombrado en un cargo incompatible, en los términos previstos en el inciso final del artículo 40 M.”. 

Artículo 40 bis p


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 P.- El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1.- Velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor. 


2.- Conocer los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. 


3.- Conocer de las solicitudes de revisión que se formulen respecto de las resoluciones definitivas dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN, referidas a las siguientes materias: 


a) Incumplimiento de normas de ética, probidad o disciplina deportivas.


b) Actuaciones que impliquen vulneración arbitraria de los derechos de los deportistas.


En el ejercicio de estas facultades el Comité podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones. 


4.- Resolver, en única instancia, de oficio o a petición de la parte afectada, las faltas señaladas en las letras a y b) del número 3 precedente, si por cualquier causa la respectiva FDN no hubiere constituido su Tribunal de Honor o Comisión de Ética.


La competencia del Comité se extenderá a las infracciones que se produzcan en competencias nacionales o internacionales reconocidas o autorizadas por una FDN.


Los estatutos de las FDN y los de las asociaciones o clubes que las integren deberán contemplar expreso reconocimiento y adscripción a la potestad del Comité.”. 

Artículo 40 bis q


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 Q- Podrán recurrir al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo los dirigentes deportivos, directivos, deportistas, personal de apoyo de los mismos, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las federaciones o de las organizaciones afiliadas a ellas.


Asimismo, podrá requerir la intervención del Comité el Instituto y el Comité Olímpico de Chile cuando tomaren conocimiento de faltas a la ética, a la probidad o a la disciplina deportiva cometidas por personas que pertenezcan a una organización sometida a la potestad disciplinaria del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.”. 

Artículo 40 bis r


Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 R.- Los procedimientos que se sustancien ante el Comité serán públicos y orales. No obstante, las partes podrán, si quieren, presentar minutas escritas en que se establezcan los hechos invocados, las normas que se habrían vulnerado y las peticiones que se someten a consideración del Comité.


1.- En los casos en que se formule un reclamo en contra de la actuación de un integrante de un Tribunal de Honor o de una Comisión de Ética, el Comité citará a una audiencia que se realizará el quinto día hábil después de la última notificación. Ese plazo se ampliará, si la parte requerida no está en el lugar de inicio del procedimiento, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


En la referida audiencia el demandado podrá formular sus descargos y solicitar que se reciba la causa a prueba.


No deduciéndose oposición al reclamo o en caso de rebeldía de la parte requerida, el Comité recibirá la causa a prueba, o citará a las partes a oír su sentencia sobre el asunto sometido a su conocimiento, según lo estime conforme a derecho.


La prueba se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.


Vencido el término probatorio, el Comité, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia.


La sentencia deberá dictarse en el plazo de los diez días siguientes a la fecha de la resolución que citó a las partes para oír sentencia.


2.- En el caso que se solicite la revisión de una decisión definitiva de un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, dicha petición deberá formularse en el término fatal de diez días contado desde la notificación de la parte que formula esta solicitud. En ella deberá contenerse los fundamentos en que se apoya y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Comité. Si se presenta fuera de plazo o no cumple con las referidas exigencias, el Comité la declarará inadmisible.


Recibida la solicitud, el Comité requerirá informe al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente para que formule sus observaciones en el plazo máximo de cinco días. El Comité podrá pedir, además, que le remitan los antecedentes del proceso en que se dictó la resolución cuya revisión se solicita.


Entregados tales antecedentes, el Comité podrá decretar medidas para mejor resolver o recibir la causa a prueba. En este último caso, ella se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.


Ejecutadas las mencionadas medidas o vencidos los plazos para rendir la prueba, el Comité citará a las partes para oír sentencia. 


Si el Comité declara no haber lugar a la solicitud, devolverá los antecedes al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente.


Si acoge la solicitud del requirente dictará una resolución de reemplazo y podrá imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente.


En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán las disposiciones complementarias establecidas en un reglamento que deberá garantizar los principios de publicidad y oralidad y demás que aseguren un debido proceso.”. 
Artículo 40 bis s


Remplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40 S.- El Comité Nacional de Arbitraje Deportivo podrá imponer, de acuerdo a la gravedad y recurrencia de las infracciones cometidas, una o más de las sanciones que se indican a continuación: 


1) Amonestación verbal o escrita.


2) Inhabilitación para integrar una o más delegaciones deportivas de carácter nacional o internacional.


3) Pérdida de premios, puntos, posiciones o medallas obtenidos en aquellas competencias en que se cometió la infracción y que fueron organizadas por entidades deportivas sometidas a esta ley.


4) Suspensión de los derechos estatutarios del infractor en su organización deportiva por un periodo de tiempo que no podrá exceder de cinco años. 


5) Inhabilitación para ser elegido en cualquier cargo establecido en los estatutos de una organización deportiva o para ejercer cualquier función en ellas por un periodo de tiempo que no podrá exceder el establecido en el numeral anterior. 


6) Destitución del cargo que se ejerce.


Esta sanción se podrá imponer a la totalidad de los integrantes de un directorio de una organización deportiva cuando cometan una infracción grave de las obligaciones que les impone esta ley.


7) Expulsión de la organización deportiva.


Las resoluciones del Comité deberán ser siempre fundadas y se entenderán sin perjuicio de las facultades generales de fiscalización y supervigilancia de las organizaciones deportivas otorgadas por esta ley al Instituto. Las referidas resoluciones no serán obstáculo para hacer efectivas las eventuales responsabilidades administrativas, civiles o penales de los infractores. 


El Comité deberá llevar un registro de las medidas disciplinarias impuestas y su duración. Asimismo, certificará, a solicitud de las organizaciones deportivas, las anotaciones que aparezcan en él.


El Directorio de una Organización Deportiva que no dé cumplimiento a las resoluciones del Comité perderá su vigencia en el Registro correspondiente y sus miembros quedarán inhabilitados para presentarse como candidatos a la elección de sus reemplazantes.”.

Artículo 40 bis t


Suprimirlo.

Añadir, a continuación, el siguiente artículo 40 T, nuevo:


“Artículo 40 T.- Las normas de este párrafo no se aplicarán a la Federación de Fútbol de Chile ni a las organizaciones que la integran.”.


Agregar los siguientes artículos transitorios, nuevos:

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º transitorio.- Las Federaciones Deportivas que se encuentren afiliadas al Comité Olímpico de Chile a la fecha de entrada en vigencia de esta ley serán consideradas, previa inscripción en el registro correspondiente, Federaciones Deportivas Nacionales.


A las personas que hayan desempeñado, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de las federaciones señaladas en el inciso anterior se les computará ese desempeño para efectos de la aplicación de la inhabilidad establecida en el inciso final del artículo 40 F de la ley Nº 19.712. 


Artículo 2º transitorio.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, a las cuales se les de este carácter de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse y funcionar, según lo establecido en el nuevo párrafo 4° del Título III de la ley Nº 19.712, en el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Si así no lo hicieren perderán la calidad de Federación Deportiva Nacional. 


Artículo 3º transitorio.- La primera elección y constitución del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo deberá quedar formalizada dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. 


Dentro del plazo señalado precedentemente y mediante un decreto supremo, que llevará también la firma del Ministro Secretario General de Gobierno, se fijarán  las normas de procedimiento que complementarán las reglas establecidas en el artículo 40 R de la ley Nº 19.712. 


Artículo 4º transitorio.- En caso que los estatutos de las actuales Federaciones Deportivas contuvieran otras instancias para apelar contra los fallos de sus Tribunales de Honor se entenderá que quedará a elección del afectado recurrir a ellas o al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Este derecho solo podrá ejercerse hasta que la Federación respectiva haya adecuado sus estatutos con arreglo al artículo segundo transitorio.”. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).


Cerrado el debate y puestas en votación las referidas enmiendas, son aprobadas por 28 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Kuschel.

- - -


Se deja constancia de que los Honorables Senadores señora Alvear y señor Sabag, debidamente autorizados, entregan por escrito sus intervenciones, las que se agregarán íntegramente al correspondiente Diario de Sesiones del Senado.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.712, del Deporte:


1) Sustitúyese, en la letra l) del artículo 12, el punto y coma final (;), por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo segundo:


“Estas becas no constituyen renta para ningún efecto legal;”.


2) Suprímese, en la letra f) del artículo 32, la expresión “nacional”, e intercálase la siguiente letra g), nueva, pasando los actuales literales g), h) e i) a ser letras h), i) y j), respectivamente:


“g) Federación Deportiva Nacional: Es aquella Federación Deportiva que cumple con los siguientes requisitos:


1.- Estar afiliada a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, estar reconocida como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto, de acuerdo al interés público comprometido y al grado de implantación de la disciplina respectiva en el país.


2.- Estar integrada por clubes o asociaciones que tengan asiento en más de cinco regiones del país.


3.- Estar integrada por, a lo menos, quince clubes.


4.- Tener cada uno de los referidos clubes, al menos, diez deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores.


El Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de los requisitos establecidos en los números 2 y 3 a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local. Dicha resolución determinará el número de regiones o provincias en que deberán estar constituidas tales Federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas. 


Estas federaciones estarán obligadas a incluir en su nombre la abreviatura “FDN”.”.


3) Agrégase, en el artículo 38, el siguiente inciso final:


“Las Confederaciones u Organizaciones Deportivas Sudamericanas, Continentales, Internacionales o Mundiales de deportes reconocidos por el Comité Olímpico de Chile, a las cuales se encuentre afiliada una Federación Deportiva Nacional, podrán constituirse en Chile como organizaciones deportivas de acuerdo al procedimiento establecido en este Párrafo.”.


4) Suprímese, en la letra k) del artículo 39, la frase final “, por una sola vez, por nuevo período”. 


5) Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 40, por el siguiente:


“Para los efectos del presente artículo, las asambleas de las federaciones y asociaciones deportivas podrán constituirse con delegados designados anualmente por la respectiva organización a la que representan, adjuntando para tal efecto una copia del acta de nombramiento.”.


6) Incorpórase, en el Título III “De las Organizaciones Deportivas”, el siguiente Párrafo 4°:

“Párrafo 4°

Régimen Especial de las Federaciones Deportivas Nacionales


Artículo 40 A.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, en adelante también “FDN”, quedarán legalmente constituidas siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la letra g) del artículo 32 y se haya practicado su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos. Perderán dicha calidad si dejan de cumplir los requisitos indicados, en cuyo caso se cancelará su inscripción, manteniendo sólo su condición de Federación Deportiva.


Artículo 40 B.- No podrá negarse la incorporación ni la permanencia en una FDN a una asociación deportiva o club que así lo requiera y que cumpla los requisitos legales, reglamentarios y estatutarios para ello.


Artículo 40 C.- Los estatutos de las FDN deberán establecer el mecanismo por el cual los deportistas federados de la respectiva especialidad designarán a una Comisión de Deportistas que los representará en la dirección federativa. 


Podrán ser miembros de esta Comisión los deportistas de la respectiva disciplina, en actividad o en situación de retiro,  que hayan participado al menos en los Torneos Nacionales de su Deporte, categoría todo competidor, o en aquellos del programa olímpico, hasta ocho años después de su última participación. 


El Presidente de esta Comisión o, en su reemplazo, el delegado suplente que ella misma designe, tendrá derecho a voz y voto en las asambleas ordinarias y extraordinarias de la Federación y sólo a voz en las sesiones de su Directorio.


Artículo 40 D.- Los estatutos de las FDN deberán contemplar una Comisión Técnica compuesta por un número impar de personas no inferior a tres, que serán nombradas por el Directorio en la primera sesión que celebre después de su elección y durarán el mismo tiempo que éste.


Corresponderá a la Comisión Técnica proponer al Directorio de la Federación la formación de las delegaciones de deportistas que representarán al país en las competencias internacionales. Dichas proposiciones se efectuarán con criterios exclusivamente técnicos y previa realización de competencias selectivas o clasificatorias, reglamentadas e informadas oportunamente a los deportistas.


El Presidente de la Federación, con la mayoría absoluta del Directorio, podrá rechazar la propuesta y conformar una delegación distinta, siempre que también se base en criterios estrictamente técnicos y se informen los fundamentos de su decisión en la asamblea ordinaria siguiente.


Dicha Comisión deberá colaborar con la Comisión Nacional de Control de Dopaje en la realización de actividades de difusión y capacitación antidopaje, así como en la coordinación de los controles preventivos a los deportistas adscritos a su Federación, especialmente a aquellos seleccionados para representar al país en competencias internacionales.


Artículo 40 E.- Las FDN deberán realizar a lo menos dos asambleas ordinarias anuales. La primera se celebrará dentro del primer cuatrimestre del año respectivo y en ella deberá tratarse la aprobación del balance, estados financieros del ejercicio anterior y la memoria del Directorio. La segunda deberá tener lugar en el último trimestre del año y en ella corresponderá aprobar el presupuesto del año siguiente y el plan de gestión anual que se implementará, incluido el calendario oficial de competencias y un informe de la Comisión Técnica sobre los criterios que se emplearán para la selección de los deportistas que participarán en las competencias internacionales.


Los estatutos de las FDN deberán contemplar un sistema de votación de las asociaciones afiliadas a ellas, que sea proporcional a la cantidad de clubes que las integren.


Artículo 40 F.- Para ser elegido director de una FDN se requerirá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con residencia por más de tres años en el país.


b) Tener, a lo menos, veintiún años de edad.


c) Acreditar que el club del que se es socio tiene un año de antigüedad en la FDN.


d) No ser miembro de la Comisión Electoral de la FDN.


e) Haber aprobado un curso de capacitación en materias de gestión y administración deportiva. Sólo se aceptarán aquellos cursos que hayan sido impartidos o reconocidos por el Instituto para esos efectos.


Este último requisito no se exigirá a los dirigentes que acrediten estar en posesión de un título universitario o profesional de carreras de a lo menos ocho semestres de duración.


Para ser elegido en los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una FDN se necesitará, además, ser director o ex director de la propia Federación o de alguna de las organizaciones que forman parte de ella.


Las personas que hayan desempeñado los cargos señalados en el inciso anterior en una FDN, en cualquier calidad, durante ocho años continuos o discontinuos, no podrán ser electas ni reelectas en ningún cargo del Directorio, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último ejercicio.


Artículo 40 G.- No podrán ser directores de las FDN:


a) Las personas sancionadas con inhabilidad por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo durante el lapso de la suspensión o privación del derecho a ser elegido.


b) Las personas condenadas por infracciones contempladas en la ley Nº 19.327, que sanciona hechos de violencia en los recintos deportivos, y en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


c) Las personas condenadas por delitos cometidos con ocasión del ejercicio del cargo de director o miembro de una organización deportiva.


d) Los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta.


e) Las personas condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, cualquiera sea la condena impuesta o efectivamente cumplida.


Artículo 40 H.- En el ejercicio de sus funciones, los directores de las FDN responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a su organización. El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de su Directorio deberá dejar constancia de su oposición en el acta respectiva, de lo cual deberá darse cuenta en la siguiente asamblea ordinaria.


Artículo 40 I.- Las FDN no podrán realizar actos o celebrar contratos onerosos en que uno o más de sus directores tengan interés.


Se entenderá que un director tiene interés en un acto o contrato cuando él, su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive deban intervenir en su ejecución o celebración. Asimismo, cuando tal acción se realice mediante sociedades o empresas en las cuales él o alguna de las personas mencionadas sean directores o propietarios del diez por ciento o más de su capital.


Cuando un director de la Federación sea el único oferente de un bien o servicio indispensable para el desarrollo de las actividades de la organización, el Directorio podrá acordar, por la unanimidad de sus integrantes y con exclusión del mencionado director, que se adquiera dicho bien o se contrate el referido servicio siempre que su precio se ajuste a los valores de mercado y se dé a conocer el indicado acto o contrato en la memoria que se presentará a la asamblea ordinaria siguiente.


Los directores que vulneren esta prohibición serán sancionados con la inhabilitación para desempeñar el cargo de dirigente deportivo por el plazo de diez años, sin perjuicio de responder por los perjuicios ocasionados a la Federación y a terceros.


Artículo 40 J.- A las FDN no se les aplicará el artículo 557 del Código Civil.


No obstante lo anterior, ellas deberán llevar contabilidad completa de sus operaciones. Su balance anual deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Dicho balance, los estados financieros y la memoria del Directorio deberán hacerse llegar a las respectivas organizaciones de base por cualquier medio apto, con a lo menos quince días de anticipación a la fecha de la asamblea que debe pronunciarse sobre ellos, debiendo además publicarse en lugares visibles en la sede de la Federación o en el sitio electrónico de ésta, con la misma anticipación.


Sin perjuicio de las facultades de fiscalización y supervigilancia permanentes del Instituto, las FDN deberán, en el mes de mayo de cada año, remitirle una copia del balance del año inmediatamente anterior, de los estados financieros y del informe de resultado de la auditoría externa correspondientes. Mientras no sea enviada esta información, el Instituto no transferirá nuevos fondos a la respectiva Federación Deportiva Nacional. Los estados financieros de las FDN serán publicados por el Instituto Nacional de Deportes en su sitio electrónico institucional.


Aquellas FDN que se encuentren inhabilitadas  para recibir recursos del Instituto por una causal establecida en esta ley o en sus reglamentos podrán ser sometidas a la administración externa de dichos recursos, por resolución fundada del Director Nacional del Instituto. Dicha administración la ejercerá el Comité Olímpico de Chile o un tercero nominado de común acuerdo entre el Presidente del señalado Comité y el Director Nacional del Instituto. 


Si la inhabilitación para recibir recursos públicos se prolongare por más de doce meses, cesará, de pleno derecho, la vigencia del Directorio de la Federación respectiva. En todo caso, el Directorio saliente deberá llamar a elección dentro de los quince días hábiles siguientes al cumplimiento del mencionado plazo, no pudiendo participar en ellas ninguno de sus miembros.


Subsanada la inhabilitación, cesará la administración externa respecto de los proyectos nuevos, pero continuará en relación a los que esté ejecutando el administrador.


El administrador externo podrá llevar a cabo los proyectos deportivos financiados con recursos públicos que estén en ejecución y los nuevos que correspondan a planes o programas deportivos aprobados por el Instituto para el desarrollo de la disciplina o de los deportistas.


Los honorarios de los administradores externos no podrán exceder del diez por ciento del monto total de los proyectos deportivos que administren y podrán ser solventados con cargo a los recursos públicos considerados en ellos. 


Artículo 40 K.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los gastos de traslado para la realización de sus asambleas. Asimismo, podrán obtener recursos para financiar los gastos necesarios para adquirir toda la implementación tecnológica computacional que requieran para el desarrollo de su actividad y de sus proyectos. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las FDN de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en el artículo 90 de la ley Nº 18.768, modificado por la ley Nº 19.135 y con los recursos que el Instituto destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.


Estas federaciones podrán organizar, producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Los ingresos que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación.


Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines, como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realicen en sus sedes.


Los programas, proyectos y actividades de las FDN podrán presentarse en cualquier época al Instituto y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.


Artículo 40 L.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, cualquiera sea el número de sus socios, estarán obligadas a elegir un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, en la forma y oportunidad establecida en el artículo 40. Al menos uno de sus integrantes deberá tener el título de abogado. 


Artículo 40 M.- El Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, en adelante el “Comité”, es un organismo colegiado, adscrito al Comité Olímpico de Chile, que ejercerá la potestad disciplinaria sobre las Federaciones Deportivas Nacionales. 


Este Comité estará integrado por cinco miembros:


a) Tres miembros elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile, debiendo dos de ellos tener el título de abogado.


b) Dos miembros designados por el Director del Instituto Nacional del Deporte. Uno de ellos será seleccionado a propuesta de una terna que le presenten las organizaciones deportivas nacionales que no estén afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto. En todo caso, a lo menos uno de los designados deberá tener el título de abogado.


El Comité tendrá, asimismo, cinco integrantes suplentes designados de la misma forma que los titulares.


En caso de inhabilidad, implicancia, recusación u otro motivo que impida a uno o más de sus miembros titulares conocer de un asunto, será sustituido por el suplente que hubiere sido elegido para reemplazarlo.


Los miembros titulares y suplentes del Comité durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser designados por nuevos períodos. Las vacantes que se produzcan se proveerán de la misma manera que establece este artículo sólo por el tiempo que le reste al miembro que genera la vacante.


La calidad de miembro titular o suplente del Comité será incompatible con la de cualquier cargo directivo en las organizaciones deportivas sujetas a su potestad y les afectarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades que las establecidas para ejercer el cargo de director de ellas.


Artículo 40 N.- Los miembros titulares o suplentes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a tres unidades tributarias mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de veinticuatro unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un cincuenta por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Comité. 


Los gastos necesarios para el funcionamiento del Comité serán financiados a través del Comité Olímpico de Chile, por medio de proyectos que el Instituto aprobará anualmente, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 


Artículo 40 Ñ.- Designados sus miembros para cada período cuadrienal, el Comité se instalará en una sesión pública dentro de los treinta días siguientes contados desde el último nombramiento, en la cual procederán a elegir de entre ellos un Presidente y un Secretario-Relator que será, a la vez, Ministro de Fe de sus actuaciones.


El Presidente y el Secretario del Comité durarán dos años en sus cargos, al término de los cuales se elegirá, de la misma manera, a quienes los sucederán en los dos años siguientes.


El Comité no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la mayoría de sus miembros.


Artículo 40 O.- Los miembros del Comité cesarán en sus cargos por las siguientes causales:


1.- Renuncia aceptada por el Comité.


2.- Expiración del plazo de su nombramiento.


3.- Postulación a un cargo de elección popular.


4.- Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito.


5.- Por haber sido nombrado en un cargo incompatible, en los términos previstos en el inciso final del artículo 40 M.


Artículo 40 P.- El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


1.- Velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor. 


2.- Conocer los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. 


3.- Conocer de las solicitudes de revisión que se formulen respecto de las resoluciones definitivas dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN, referidas a las siguientes materias: 


a) Incumplimiento de normas de ética, probidad o disciplina deportivas.


b) Actuaciones que impliquen vulneración arbitraria de los derechos de los deportistas.


En el ejercicio de estas facultades el Comité podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la Federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones. 


4.- Resolver, en única instancia, de oficio o a petición de la parte afectada, las faltas señaladas en las letras a) y b) del número 3 precedente, si por cualquier causa la respectiva FDN no hubiere constituido su Tribunal de Honor o Comisión de Ética.


La competencia del Comité se extenderá a las infracciones que se produzcan en competencias nacionales o internacionales reconocidas o autorizadas por una FDN.


Los estatutos de las FDN y los de las asociaciones o clubes que las integren deberán contemplar expreso reconocimiento y adscripción a la potestad del Comité.


Artículo 40 Q.- Podrán recurrir al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo los dirigentes deportivos, directivos, deportistas, personal de apoyo de los mismos, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las Federaciones o de las organizaciones afiliadas a ellas. 


Asimismo, podrán requerir la intervención del Comité el Instituto y el Comité Olímpico de Chile cuando tomaren conocimiento de faltas a la ética, a la probidad o a la disciplina deportiva cometidas por personas que pertenezcan a una organización sometida a la potestad disciplinaria del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


Artículo 40 R.- Los procedimientos que se sustancien ante el Comité serán públicos y orales. No obstante, las partes podrán presentar minutas escritas en las que expongan los hechos invocados, las normas que se habrían vulnerado y las peticiones que se someten a consideración del Comité.


Los procedimientos serán los siguientes:


1.- En los casos en que se formule un reclamo en contra de la actuación de un integrante de un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, el Comité citará a una audiencia que se realizará el quinto día hábil después de la última notificación. Ese plazo se ampliará, si la parte requerida no está en el lugar de inicio del procedimiento, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


En la referida audiencia el demandado podrá formular sus descargos y solicitar que se reciba la causa a prueba.


No deduciéndose oposición al reclamo o en caso de rebeldía de la parte requerida, el Comité recibirá la causa a prueba, o citará a las partes a oír su sentencia sobre el asunto sometido a su conocimiento, según lo estime conforme a derecho.


La prueba se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.


Vencido el término probatorio, el Comité, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia.


La sentencia deberá dictarse en el plazo de los diez días siguientes a la fecha de la resolución que citó a las partes para oír sentencia.


2.- En el caso que se solicite la revisión de una decisión definitiva de un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, dicha petición deberá formularse en el término fatal de diez días contado desde la notificación de la parte que formula la solicitud. En ella deberá contenerse los fundamentos en que se apoya y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Comité. Si se presenta fuera de plazo o no cumple con las referidas exigencias, el Comité la declarará inadmisible.


Recibida la solicitud, el Comité requerirá informe al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente para que formule sus observaciones en el plazo máximo de cinco días. El Comité podrá pedir, además, que le remitan los antecedentes del proceso en que se dictó la resolución cuya revisión se solicita.


Entregados tales antecedentes, el Comité podrá decretar medidas para mejor resolver o recibir la causa a prueba. En este último caso, la prueba se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.


Ejecutadas las mencionadas medidas o vencidos los plazos para rendir la prueba, el Comité citará a las partes para oír sentencia. 


Si el Comité declara no haber lugar a la solicitud, devolverá los antecedes al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente.


Si acoge la solicitud del requirente, dictará una resolución de reemplazo y podrá imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente.


En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán las disposiciones complementarias establecidas en un reglamento que deberá garantizar los principios de publicidad y oralidad, y demás que aseguren un debido proceso. 


Artículo 40 S.- El Comité Nacional de Arbitraje Deportivo podrá imponer, de acuerdo a la gravedad y recurrencia de las infracciones cometidas, una o más de las sanciones que se indican a continuación: 


1.- Amonestación verbal o escrita.


2.- Inhabilitación para integrar una o más delegaciones deportivas de carácter nacional o internacional.


3.- Pérdida de premios, puntos, posiciones o medallas obtenidos en aquellas competencias en que se cometió la infracción y que fueron organizadas por entidades deportivas sometidas a esta ley.


4.- Suspensión de los derechos estatutarios del infractor en su organización deportiva por un período de tiempo que no podrá exceder de cinco años.


5.- Inhabilitación para ser elegido en cualquier cargo establecido en los estatutos de una organización deportiva o para ejercer cualquier función en ellas por un período de tiempo que no podrá exceder el establecido en el numeral anterior. 


6.- Destitución del cargo que se ejerce.


Esta sanción se podrá imponer a la totalidad de los integrantes de un Directorio de una organización deportiva cuando cometan una infracción grave de las obligaciones que les impone esta ley.


7.- Expulsión de la organización deportiva.


Las resoluciones del Comité deberán ser siempre fundadas y se entenderán sin perjuicio de las facultades generales  de fiscalización y supervigilancia de las organizaciones deportivas otorgadas por esta ley al Instituto. Las referidas resoluciones no serán obstáculo para hacer efectivas las eventuales responsabilidades administrativas, civiles o penales de los infractores. 


El Comité deberá llevar un registro de las medidas disciplinarias impuestas y su duración. Asimismo, certificará, a solicitud de las organizaciones deportivas, las anotaciones que aparezcan en él.


El Directorio de una organización deportiva que no dé cumplimiento a las resoluciones del Comité perderá su vigencia en el Registro correspondiente y sus miembros quedarán inhabilitados para presentarse como candidatos a la elección de sus reemplazantes.


Artículo 40 T.- Las normas de este Párrafo no se aplicarán a la Federación de Fútbol de Chile ni a las organizaciones que la integran.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las Federaciones Deportivas que se encuentren afiliadas al Comité Olímpico de Chile a la fecha de entrada en vigencia de esta ley serán consideradas, previa inscripción en el registro correspondiente, Federaciones Deportivas Nacionales.


A las personas que hayan desempeñado, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de las Federaciones señaladas en el inciso anterior se les computará ese desempeño para efectos de la aplicación de la inhabilidad establecida en el inciso final del artículo 40 F de la ley Nº 19.712.


Artículo segundo.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, a las cuales se les de este carácter de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse y funcionar, según lo establecido en el Párrafo 4° del Título III de la ley Nº 19.712, en el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley. Si así no lo hicieren, perderán la calidad de Federación Deportiva Nacional. 


Artículo tercero.- La primera elección y constitución del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo deberá quedar formalizada dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la entrada en vigencia de esta ley. 


Dentro del plazo señalado precedentemente y mediante un decreto supremo, que llevará también la firma del Ministro Secretario General de Gobierno, se fijarán  las normas de procedimiento que complementarán las reglas establecidas en el artículo 40 R de la ley Nº 19.712.


Artículo cuarto.- En caso que los estatutos de las actuales Federaciones Deportivas contuvieran otras instancias para apelar contra los fallos de sus Tribunales de Honor o Comisiones de Ética se entenderá que quedará a elección del afectado recurrir a ellas o al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Este derecho sólo podrá ejercerse hasta que la Federación respectiva haya adecuado sus estatutos con arreglo al artículo segundo transitorio.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Alvear, Rincón y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Girardi, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Defensa Nacional la extensión de las operaciones de búsqueda aérea, marítima y terrestre en la zona de Tirúa, por el tiempo que fuere necesario, de la avioneta Cessna 172 y de sus ocupantes, con el despliegue de todos los recursos humanos y

materiales disponibles

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.616-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Isla Mocha, con 800 habitantes, está situada frente a las costas de la Provincia de Arauco, en la Región del Biobío, a 34,2 kilómetros de la comuna de Tirúa, no obstante lo cual, administrativamente, depende de la comuna de Lebu;

2. Que el domingo 6 de octubre recién pasado, se perdió contacto con el avión Cessna 172, piloteado por el señor Mario Hahn, que viajaba junto a cuatro pasajeros a bordo, identificados como los señores Jorge Luengo Suazo, Jorge Luengo Espinoza y Eric Arriagada y la señorita Leslie Roa, tras haber despegado desde la Isla Mocha en dirección a Tirúa a las 14:45 horas, aproximadamente, en un viaje que normalmente no se extiende por más de cuarenta minutos;

3. Que desde las 19:00 horas de ese mismo día, tras la denuncia de la desaparición efectuada ante la Dirección Aeronáutica y la Capitanía de Puerto, se iniciaron las labores de búsqueda, encabezadas por el General señor Iván Travisany, Comandante en Jefe de la III Brigada Aérea de la Fuerza Aérea de Chile;

4. Que las labores de rastreo terrestre se están realizando por parte del Grupo de Búsqueda y Rescate Urbano (USAR), de Bomberos de Chile y el Ejército de Chile, en tanto que, por vía marítima, trabajan dos unidades de la Armada de Chile con equipamiento de sondeo de fondo marino. Por su parte, la Fuerza Aérea de Chile se encuentra patrullando el sector de quebradas y toda la ruta costera;

5. Que hasta ahora las labores de rastreo se han centrado en el sector de Quidico, al norte de Tirúa, donde la Policía de Investigaciones de Chile (PDI) detectó la señal del teléfono perteneciente a uno de los pasajeros. Otra importante pista ha sido el hallazgo de la mochila de otro pasajero de la aeronave, en la playa de Morhuilla, al sur de Lebu. Las conclusiones del peritaje químico del Laboratorio de Criminalística de la PDI de Concepción establecieron que dicho bolso presenta una salinidad importante, descartándose que haya permanecido en agua dulce;

6. Que, asimismo, Carabineros de Chile, a través de una fotografía satelital, habría encontrado una figura similar a un avión, a unos siete u ocho kilómetros del aeródromo de Tirúa y a doscientos metros de la costa, por lo que se realizará la inspección de la zona. Por el momento, el Grupo de Búsqueda se encuentra analizando y recabando la información necesaria para utilizar un robot submarino que permita examinar el sitio que señala la referida fotografía. El lunes 7 de octubre el General señor Travisany informó el envío de un helicóptero para visualizar el lugar, disponiendo de buzos tácticos, pero debido a las condiciones de la marea la medida fue finalmente suspendida;

7. Que el viernes 11 de octubre el Ministro de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter, confirmó que la búsqueda se extendería en cuatro días. Si bien la normativa aplicable reglamenta un operativo de rescate por seis días, el señor Ministro señaló que, para prolongar las pesquisas en pro del rescate de los accidentados, se tuvo en consideración el impacto público del accidente;

8. Que, en tanto, el mal tiempo que ha afectado a la zona ha impedido o dificultado que los navíos de la Armada de Chile y los buzos tácticos puedan adentrarse en la zona en la cual la imagen satelital, aportada por Carabineros de Chile, muestra una mancha similar a la figura de una avioneta. Pese a ello, se mantuvo la búsqueda por tierra y aire;

9. Que respecto a la posibilidad de extender la operación de búsqueda y salvamento, el Intendente del Biobío, señor Víctor Lobos, señaló que “existe la posibilidad en la medida que así lo evalúe la Fuerza Aérea, que está a cargo del rescate y sobre todo si empiezan a aparecer con mayor claridad nuevos objetos o un lugar más acotado, por lo tanto con estos nuevos descubrimientos de restos náufragos de cualquier tipo, debiera continuarse de ser necesario”, y

10. Que, por otro lado, los familiares de los pasajeros de la avioneta desaparecida han planteado incluso la posibilidad de que el propio señor Presidente de la República concurra a la zona donde se realizan las labores de búsqueda, considerando que el Primer Mandatario tenía programado visitar la ciudad de Chillán y que, en sólo unos cuarenta minutos por vía aérea, podría trasladarse a Tirúa.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Defensa Nacional la extensión de las operaciones de búsqueda aérea, marítima y terrestre en la zona de Tirúa, por el tiempo que fuere necesario, de la avioneta Cessna 172 y de sus ocupantes, con el despliegue de todos los recursos humanos y materiales disponibles, a fin de dar con su paradero, establecer las causas del accidente y entregar tranquilidad a las familias afectadas por este hecho.”.
_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Sabag, señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Navarro, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que piden a S. E. el Presidente de la República el envío urgente de una iniciativa legal que cree un bono post laboral para los profesores cuyos fondos previsionales no permitan financiar

una pensión mínima equivalente a $ 400.000

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.615-12.
- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que muchos profesores del país desarrollaron sus funciones durante largos años en una condición de precariedad laboral y remuneracional;

2. Que es de amplio consenso social que la valoración respecto a la función docente no guarda relación con el servicio que prestan al país en la formación de las nuevas generaciones ni con el nivel de remuneraciones que han tenido los profesores en el pasado y que, si bien esta situación se ha ido mejorando, aún no existen los incentivos suficientes para que las personas preparadas opten por la carrera docente;

3. Que el sistema de pago de remuneraciones en la mayoría de las modalidades del sistema educacional implica que las rentas para el profesorado alcancen un nivel digno sólo en la medida que tengan su horario laboral completo. Sin embargo, ello significa, al mismo tiempo, que los maestros contratados por pocas horas pedagógicas tengan ingresos inferiores a los que tienen sus colegas y lejos de la dignidad que merece su profesión;

4. Que se ha dado el caso que, al momento de acogerse a jubilación por edad, un profesor con cuarenta años de servicio y veinte horas pedagógicas semanales puede acceder a una pensión de apenas $ 220.000, lo que evidentemente afecta la relevancia social que debe tener su profesión, vulnera el principio de equidad entre iguales y constituye un desincentivo frente a la necesidad de promover la dedicación a la docencia de los jóvenes;

5. Que si la sociedad quiere mejorar la calidad de la educación que se imparte a nuestros niños y jóvenes, resulta esencial proteger a quienes cumplen la labor educadora, y es un hecho que los profesores chilenos están en condiciones de detrimento frente a otras profesiones, por lo menos en lo que se refiere a su situación al momento de acogerse a jubilación, y

6. Que para avanzar en el mejoramiento de la calidad de la educación, resulta indispensable que la sociedad, a través del Estado, brinde a las personas que han optado por la docencia la seguridad respecto a su bienestar al momento de pensionarse, reconociendo que si el sistema previsional vigente no entrega esa garantía, debe ser el Estado quien haga el respectivo esfuerzo en dicho sentido.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío urgente de una iniciativa legal que cree un bono post laboral para los profesores cuyos fondos previsionales no permitan financiar una pensión mínima equivalente a $ 400.000.


Asimismo, proponer que, para tales efectos, el referido monto mínimo de las antedichas pensiones sea calculado considerando la situación de un docente con, al menos, cuarenta años de servicios y una carga laboral de veinte horas pedagógicas semanales, estableciéndose la proporción correspondiente para los demás casos.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre publicidad de los alimentos,

con segundo informe de la Comisión de Salud

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.026-11, y para el cual en la sesión de 9 de octubre recién pasado se pidió aplazamiento de la votación. 

Recuerda que la Comisión de Salud efectuó diversas enmiendas formales al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate.

Señala, finalmente, que se han renovado diversas indicaciones.

- - -


Luego, el señor Presidente ofrece la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Chahuán.


Enseguida, se ponen en votación las modificaciones propuestas por la Comisión de Salud en que no inciden indicaciones renovadas, las que son aprobadas por 24 votos a favor y uno en contra.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Lagos.


Vota en contra, el Honorable Senador señor Novoa, quien fundamenta su negativa.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Navarro.
- - -


Seguidamente, se ponen en discusión las indicaciones N°s 1, 2, 3 y 4, renovadas, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Coloma, Rossi, Navarro y Espina.


Cerrado el debate y puestas en votación las referidas indicaciones, son rechazadas por 12 votos en contra, 8 a favor y un pareo.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Espina, Girardi, Gómez, Lagos, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Walker (don Patricio).

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis y Prokurica.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Novoa.

- - -


Luego, la Sala acuerda rechazar las indicaciones N°s 5, 6, 7 y 8, renovadas, con la misma votación anterior.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión las indicaciones N°s 11 y 12, renovadas, en cuanto a las letras a) y b) del artículo 3° propuesto, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Girardi y Chahuán.


Cerrado el debate y puestas en votación tales indicaciones, en lo consignado, son aprobadas por 11 votos a favor, 9 en contra y 2 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Prokurica y Quintana.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Gómez, Lagos, Navarro, Pizarro, Rossi y Ruiz-Esquide.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro y Girardi.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Novoa. 

- - -


Enseguida, se ponen en votación las indicaciones N°s 11 y 12, renovadas, en lo relativo a la letra c) del artículo 3° propuesto, que es aprobada por 9 votos a favor, 8 votos en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Peña y Prokurica. 

Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Chahuán.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi, Gómez, Lagos, Navarro, Pizarro, Quintana y Rossi. 

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Novoa. 
- - -


Luego, se ponen en votación las indicaciones N°s 11 y 12, renovadas, en lo relativo a la letra d) del artículo 3° propuesto, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Concluida la votación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina y García-Huidobro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Se prohíbe la publicidad que induzca al consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley           N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, que, por su presentación gráfica, símbolos y personajes utilizados, se dirija a menores de catorce años, captando preferentemente su atención. 


Además, la publicidad de dichos alimentos no podrá afirmar que los referidos productos satisfacen por sí solos los requerimientos nutricionales de un ser humano, deberá evitar el uso de violencia o agresividad injustificadas y no podrá asociar a menores de edad con el consumo de bebidas alcohólicas o tabaco.


Se prohíbe el ofrecimiento o entrega a título gratuito de los alimentos señalados en el inciso primero, con fines de promoción o publicidad, a menores de catorce años.


Artículo 2°.- Todas aquellas acciones de publicidad destinadas a promover el consumo de los alimentos señalados en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, en los servicios de radiodifusión televisiva, sólo se podrán transmitir en dichos medios entre las 22:00 y las 6:00 horas.


Con todo, cuando las acciones de publicidad de los alimentos precedentemente señalados se efectúen en los recintos en que se desarrollen eventos o espectáculos deportivos, culturales o artísticos, la transmisión y promoción de tales eventos o espectáculos podrá realizarse fuera del horario señalado en el inciso anterior.


Artículo 3°.- Modifícase el artículo 6° de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, de la manera que sigue:


a) Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “media”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º de la ley sobre publicidad de los alimentos”.


b) Derógase el inciso segundo, pasando sus actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente.


c) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que ha pasado ser tercero, la locución “Toda publicidad de alimentos”, por la siguiente: “La publicidad de los alimentos señalados en el artículo 5º”.


d) Incorpórase el siguiente inciso final:


“En todas aquellas disposiciones de la presente ley donde se utilice la expresión “menores de edad”, deberá entenderse que se refiere a “menores de catorce años”.”.


Artículo 4°.- Los reglamentos que se dicten sobre la publicidad y promoción de alimentos serán expedidos por el Presidente de la República a través del Ministerio de Salud y serán suscritos, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”.

_________
Informe de la Comisión de Minería y Energía, relativo a la situación financiera que afecta a la

Empresa Nacional del Petróleo

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del tema individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.482-12.

- - -


El señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien ilustra a la Sala respecto del contenido del informe en cuestión.


Se toma conocimiento y queda terminado el tratamiento de esta materia.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
HOMENAJE

Homenaje al destacado jurista y constitucionalista

don Alejandro Silva Bascuñán


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al importante jurista don Alejandro Silva Bascuñán, recientemente fallecido.


Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señor Prokurica, en representación del Comité Partido Renovación Nacional; señora Rincón, en nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano, y señor Larraín Fernández, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia de los familiares y amigos del señor Silva Bascuñán, que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señor Bianchi, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Tuma (en el tiempo del Comité Partido por la Democracia), Horvath (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional) y Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Socialista, Partido por la Democracia, Partido Movimiento Amplio Social y Partido Radical Social Demócrata), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente e Independientes.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR CARLOS RAMÓN ARÁNGUIZ ZÚÑIGA

(S 1618-05)

GAB. PRES. N° 1538
ANT.: Oficio N° 431 de 15.072013, de la Excma. Corte Suprema.

MAT.: Proposición para proveer vacante de Ministro de la Excma. Corte Suprema.

SANTIAGO, 29 de octubre de 2013

De: Presidente de la República
A: Señor Jorge Pizarro Soto
Presidente del Honorable Senado

1. Se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, producida por el cese de funciones de la señora Gabriela Pérez Paredes,

2. De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde Presidente de la República, con acuerdo del H. Senado, designar a los Ministros de la Corte Suprema, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que el Excelentísimo Tribunal te presente.

3. Consta en Oficio N° 431, de 15 de julio de 2013, que el máximo Tribunal de Justicia del país, en pleno especialmente convocado al efecto, procedió a formar nómina para proveer el cargo de Ministro de la Corte Suprema vacante.

4. El resultado de dicha sesión del. Tribunal Pleno, del que da cuenta el Acta N° 94-2013, fue informado al Poder Ejecutivo, haciendo llegar una cinquena en base a la cual corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado.

5. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, para designar en el cargo de Ministro de La Excma. Corte Suprema, a don CARLOS RAMÓN ARÁNGUIZ ZÚÑIGA.

6. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible, con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ESPINA Y GARCÍA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL, PARA EVITAR LA DILACIÓN INJUSTIFICADA DE LAS AUDIENCIAS EN EL JUICIO PENAL

(9152-07)

Honorable Senado:

Considerando:

1 Que es deber del Estado dar protección a la población y a la familia;

2. Que la Constitución asegura a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos, lo que se traduce, entre otras materias, en que toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma en que la ley señale y que ninguna autoridad o individuo, cualquiera que sea, podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida;

3. Que corresponde al legislador arbitrar los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos;

4. Que también la Constitución asegura que toda persona imputada de un delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado .por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley y que le corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos;

5. Que los derechos y garantías precedentemente citados jamás deben traducirse en un aprovechamiento ilegítimo de aquellos, con el propósito de dilatar indebidamente los procedimientos judiciales a través de subterfugios, acciones u omisiones que apuntan claramente a debilitar la acción de la justicia y obtener la impunidad del delito que se pretende juzgar;

6. Que en los últimos años, se ha podido constatar empíricamente, diversas formas de dilaciones indebidas producto de interpretaciones amplias de normas legales vigentes por parte de algunos jueces de garantía, que impiden u obstaculizan la persecución penal que debe llevar adelante el ministerio público;

Se propone:

1.- La modificación del artículo 10 del Código Procesal Penal sobre cautela de garantías, agregando el siguiente inciso final:

“Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento, cuando la afección sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u. omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor.”.

En consecuencia, el nuevo artículo 10 del Código Procesal Penal quedaría corno sigue:

Artículo 10.- Cautela de garantías. En: cualquiera etapa del procedimiento en que el juez de garantía estimare que el imputado no está en condiciones de ejercer los derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución Política, en las leyes o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, adoptará, de oficio o a petición de parte, las medidas necesarias para permitir dicho ejercicio.

Si esas medidas no fueren suficientes para evitar que pudiere producirse una afectación sustancial de los derechos del imputado, el juez ordenará la suspensión del procedimiento y citará a los intervinientes a una audiencia que se celebrará con los que asistan. Con el mérito de los antecedentes reunidos y de lo que en dicha audiencia se expusiere, resolverá la continuación del procedimiento o decretará el sobreseimiento temporal del mismo.

Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento, cuando la afección sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor.

II. La modificación del artículo 269 del Código Procesal Penal en los siguientes sentidos:

a) En el inciso segundo, introducir, entre la oración “designará un defensor” y la oración “de oficio al imputado”, la frase “de la Defensoría Penal Pública.”.

b) Agregar un nuevo inciso tercero, pasando el actual tercero a inciso cuarto, del siguiente tenor:

“El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público”.

En consecuencia, el nuevo artículo 269 del Código Procesal Penal quedaría como sigue:

Artículo 269.- Comparecencia del fiscal y del defensor. La presencia del fiscal y del defensor del imputado durante la audiencia constituye un requisito de validez de la misma.

La falta de comparecencia del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, quien además pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional. Si no compareciere el defensor, el tribunal declarará el abandono de la defensa, designará un defensor de la Defensoría Penal Pública de oficio al imputado y dispondrá la suspensión de la audiencia por un plazo que no excediere de cinco días, a objeto de permitir que el defensor designado se interiorice del caso.

El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público.

La ausencia o abandono injustificados de la audiencia por parte del defensor o del fiscal será sancionada conforme a lo previsto en el artículo 287.

En virtud de lo anterior, vengo en presentar a este H. Senado el siguiente Proyecto de Ley:

Proyecto de ley

Artículo único:

Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1.- Agrégase un nuevo inciso tercero al artículo 10 que se refiere a la cautela de garantías:

“Con todo, no habrá lugar a la suspensión del procedimiento, cuando la afección sustancial de los derechos del imputado se deba a una acción u omisión directa o indirecta del propio imputado o de su abogado defensor”.

2.- Modifíquese el artículo 269 del Código Procesal Penal de la siguiente forma:

a) En el inciso segundo, introducir, entre la oración “designará un defensor” y la oración “de oficio al imputado”, la frase “de la Defensoría Penal Pública”.

b) Agregar un nuevo inciso tercero, pasando el actual tercero a inciso cuarto, del siguiente tenor:

“El defensor público designado de acuerdo al inciso anterior, deberá mantener la defensa del imputado hasta el término o conclusión del juicio, sin perjuicio que éste pueda designar abogado defensor particular, quien deberá actuar conjuntamente con el defensor público”.

(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR AL SEÑOR GENARO ARRIAGADA HERRERA Y A LA SEÑORA MARÍA ESPERANZA SILVA SOURA, COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN, POR EL TÉRMINO DE 8 AÑOS 

(S 1603-05)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 2 de septiembre de 2013, mediante el cual solicita el acuerdo de esta Cámara para nombrar al señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de ocho años.

A una de las sesiones en que se analizó esta proposición, concurrieron, especialmente invitados los postulantes, señor Genaro Arriagada Herrera y señora María Esperanza Silva Soura.

Asimismo, concurrieron:

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, y el asesor del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa.

- - -

Cabe señalar que Su Excelencia el Presidente de la República, en el mencionado oficio, hizo presente la urgencia para el despacho de la solicitud en análisis, en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. Sin perjuicio de lo anterior, con fecha 3 de septiembre de 2013, se retiró la referida urgencia.

- - -

Es necesario puntualizar que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.838, cuerpo legal que crea el Consejo Nacional de Televisión, para la aprobación de los nombres del señor Arriagada y de la señora Silva como integrantes del referido Consejo, se requiere el voto favorable de la mayoría de los Senadores en ejercicio.
Asimismo, debe tenerse en cuenta que la referida disposición establece que el Senado deberá pronunciarse sobre el conjunto de las proposiciones hechas por Su Excelencia el Presidente de la República en sesión secreta especialmente convocada al efecto.
 

- - -

ANTECEDENTES

1.-Numeral 12° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.
El inciso sexto del precepto aludido señala que habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación y que una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.

2.-Ley N° 18.838, de 1989, que crea el Consejo Nacional de Televisión.
Su artículo 1° establece que el Consejo Nacional de Televisión es un servicio público autónomo, funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno. Agrega el aludido precepto legal que a este Consejo le corresponderá velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, para lo cual tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen. 

Complementando la misión anterior, el inciso tercero define lo que debe entenderse por correcto funcionamiento de los referidos servicios, sosteniendo que éste se traduce en el permanente respeto, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación, a la dignidad de las personas, a la protección de la familia, al pluralismo, a la democracia, a la paz, a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico.

Asimismo, el Consejo Nacional de Televisión tendrá las funciones y atribuciones que, específicamente, se le han encomendado en el artículo 12 del mencionado cuerpo legal. Finalmente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley que crea el Consejo Nacional de Televisión, deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.
En lo que respecta a la organización del referido Consejo, el artículo 2° de la ley N° 18.838, dispone que se estructura sobre la base de 11 miembros, uno de los cuales es de libre designación del Presidente de la República, quien se desempeñará como Presidente del Consejo, mientras que los diez consejeros restantes son designados por el Jefe de Estado, con acuerdo del Senado. Para este último caso, el Presidente de la República hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Consejo quede integrado en forma pluralista. Además, el inciso octavo del artículo 2° hace presente que los consejeros deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido Parlamentario o Ministro de Corte; ser o haber sido Profesor Universitario; ser o haber sido Director o Rector de establecimientos de Educación Media o Superior de reconocido prestigio nacional; haber sido Oficial General de alguna de las Instituciones de las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile. Dichos consejeros duran ocho años en sus cargos, podrán ser designados por nuevos períodos, y se renovarán por mitades, cada cuatro años.
Es necesario tener presente que el artículo 8° del texto vigente ha establecido de manera clara ciertas inhabilidades para desempeñar el cargo de consejero, entre las que se encuentran, en primer lugar, las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas, en que tengan control de su administración, posean o adquieran -a cualquier título- interés en concesiones de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión o en empresas publicitarias de producción de programas audiovisuales o de prestación de servicios televisivos que estén directamente vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. En segundo lugar, quienes desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General y Tesorero en las directivas centrales de los partidos políticos o en directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales, y, por último, los que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 80 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.

3.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República.
El instrumento en estudio hace referencia, en primer término, a la integración del Consejo Nacional de Televisión, la cual ha sido reseñada precedentemente.
Seguidamente, el oficio hace mención de que a través del decreto supremo N° 85, de 2009, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó a don Genaro Arriagada Herrera como miembro del Consejo Nacional de Televisión, por un período que ya se encuentra cumplido. A través del decreto supremo N° 10, de 2011, del mismo Ministerio, en tanto, se designó a don Jaime Gazmuri Mujica como Consejero, por un período que, igualmente, ya se encuentra concluido.

En mérito de lo anterior, precisa el oficio, corresponde efectuar la designación de dos integrantes del Consejo, para lo cual Su Excelencia el Presidente de la República propone al señor Arriagada y a la señora Silva, por un período de ocho años, para ocupar las vacantes de los Consejeros que completaron su periodo. 





En los antecedentes que se acompañan al oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, se destaca que el señor Genaro Arriagada Herrera es abogado, cientista político, investigador, académico, diplomático y político chileno. Fue ministro secretario general de la Presidencia en el periodo comprendido entre 1994 y 1996, embajador de Chile en Estados Unidos entre 1998 y 1999 y miembro del Directorio del Banco Estado de Chile desde el año 2000 a 2006). Asimismo, fue presidente de Radio Cooperativa entre 1979 y1993 y presidente y fundador de la Revista "Siete+7" y del Diario "Siete". Es autor de más de una decena de libros y de innumerables artículos académicos y periodísticos. Ha estado vinculado a importantes centros académicos de Estados Unidos, entre otros, el Institute of Politics de la Universidad de Harvard, Wilson Center en Washington y también investigador asociado del Inter American Dialogue. También fue consultor de diversas empresas y organismos internacionales, miembro de la Junta Directiva de la Universidad de Las Américas y director de la empresa Itinere Sacyr Chile.Ha sido investigador de Corporación de Investigaciones Económicas para America Latina (Cieplan), Icheh, Flacso, Sur, la Cepal y el Banco Interamericano de Desarrollo. Ha dictado cursos, conferencias y seminarios en universidades e instituciones académicas como Harvard, Princeton, Notre Dame, Columbia, Georgetown, Duke, American University, Universidad Johns Hopkins, Universidad de Salamanca, Council on Foreign Relations, Carnegíe Endowment, Chicago Council on Foreign Relations y otras. En 2005 fue nombrado miembro de la junta directiva de la Universidad de las Américas y en 2008 Senior non Resident Fellow of the American International Dialogue, en Washington D.C. 
En relación con la señora María Esperanza Silva Soura, se destaca que es una actriz chilena y que, además del ejercicio de su profesión, ha tenido una extensa trayectoria como conductora de televisión, cine y radio entre los años 1994 a 2006.  En lo que atañe a su profesión, el oficio hace mención que ha actuado en más de 19 obras de teatro, tres películas para cine, 7 series de televisión y 17 televonelas, y ha participado en diversos programas de humor y teleteatros. Del mismo, se hace mención a que la señora Silva fue en el año 1992, socia fundadora de la Corporación de Actores de Chile, entidad sin fines de lucro que representa apróximadamente a 1.500 actores, bailarines y doblajistas chilenos en la administración de sus derechos morales y patrimoniales; desde el año 2000 a la fecha es directora de la Corporación COARTRE, Corporación de Artistas por la Rehabilitación y la Reinserción Social a través del arte; desde 2007  a la fecha, es presidenta de la Corporación de Actores de Chile; a partir del año 2010, es segunda Vice Presidenta de Latin Artis, Asociación Iberoamericana de Entidades de Gestión Colectiva de Artistas Audiovisuales; desde el 2013 presidenta de la Fundación Gestión Arte y desde el año 2006 a la fecha, terapeuta de la Fundación Granja Educativa Terapéutica Caracol.
- - -

Cabe hacer presente que de acuerdo al artículo 205 del Reglamento de la Corporación, los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”
- - -

ANALISIS DE LA PROPOSICIÓN

Al comenzar el análisis de la propuesta formulada por Su Excelencia el Presidente de la República, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quintana, ofreció el uso de la palabra a los postulantes al Consejo Nacional de Televisión con el objeto que expresaran sus juicios de opinión respecto al rol que debe cumplir dicho órgano en el funcionamiento de la televisión chilena.

Previamente a ello, el señor Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia señor Claudio Alvarado Andrade sostuvo que los candidatos propuestos cumplen a cabalidad, con los requisitos establecido en la ley, y dadas sus vastas trayectorias, es un orgullo contar con ellos para este servicio público. 

A continuación, hizo uso de la palabra el candidato a Consejero señor Genaro Arriagada Herrera, quien expresó sus agradecimientos tanto al Senado, al ratificar su primer nombramiento, como a Su Excelencia el Presidente de la República, por considerarlo para un nuevo período, por cuanto dijo sentirse muy satisfecho con el desempeño que ha tenido en el Consejo Nacional de Televisión.

En cuanto a labor que este órgano ha desarrollado en el período que le ha correspondido formar parte de su directorio, destacó la calidad y proyección a largo plazo que informa la mayoría de los acuerdos adoptados por sus actuales miembros, lo que se traduce en una gran transversalidad, dada su composición pluralista.

Asimismo, hizo presente que la trascendencia de la televisión como medio de comunicación social exige la existencia de un órgano de esta naturaleza, como ocurre en muchos países que cuentan con un ente regulador, ya que ella no puede quedar sin control alguno, lo cual no significa, de modo alguno, que el rol del Consejo sea sancionador, aunque en casos extremos, ha debido actuar de esa manera de acuerdo a las facultades que le entrega la propia ley.

Dentro de este contexto, señaló que la experiencia que ha tenido durante estos años ha sido muy satisfactoria. Sin perjuicio de lo anterior, subrayó que los fondos con que cuenta el Consejo, que han sido asignados a proyectos de extraordinaria calidad, son muy menores en relación con el costo de la producción a la que son destinados. En ese sentido, lamentó que no habiendo existido jamás un cuestionamiento a dichas asignaciones, no se hubiera tomado una decisión para ser aumentadas.

Por último, en cuanto al tema de las concesiones, destacó que normalmente todas las votaciones se han realizado por la unanimidad de los miembros, lo que habla de consensos muy transversales.

A continuación, la candidata a Consejera señora María Esperanza Silva Soura también agradeció al señor Presidente de la República y a todos quienes han confiado en ella para ocupar este cargo. En este sentido, estimó que puede resultar importante para el funcionamiento del directorio de este órgano su experiencia en materia de televisión, por cuanto dijo conocer muy de cerca el proceso creativo y de producción.

En cuanto al papel del CNTV, comentó que éste tiene una labor de gran importancia ante el actual desarrollo de la televisión, la que sin duda, debe mejorar su calidad y contenidos. A este respecto, hizo presente que como de terapeuta de niños y jóvenes en riesgo social (labor que desempeña hace varios años), debe evaluarse seriamente la teleducación, lo que obliga a subir el nivel de los contenidos que ofrece este medio de comunicación.

Destacó que la selección de programas para asignación de recursos por parte del Consejo ha sido muy buena, conociéndose programas de buena factura y de gran calidad.

Agregó que siente una gran responsabilidad frente al cargo que se le ha propuesto, pensando en los desafíos que se vienen a futuro como consecuencia de la aprobación del proyecto de ley sobre televisión digital.

Seguidamente, tomó la palabra la Honorable Senadora señora Rincón quien destacó el rol que ha jugado el CNTV, incluso de oficio, ante situaciones de agresión a parlamentarios través de ese medio de comunicación, y adicionalmente respaldó a ambos candidatos.  

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero manifestó su conformidad con la propuesta del Ejecutivo, porque a su juicio, se cumplen los requisitos para que ocupen el cargo.

Adicionalmente, instó a que los miembros del Consejo den estricto cumplimiento a lo establecido por la ley, en el sentido de velar por el “correcto funcionamiento” de la televisión en nuestro país, de manera de ir estableciendo ciertos criterios que vayan más allá de un período u otro de cada consejero.

En este sentido, sostuvo que aún no se ha dado a este medio la relevancia que realmente tiene, toda vez que puede ser utilizada para distintos fines, por lo que calificó de extrema importancia el papel que deben cumplir los consejeros al interior de este organismo.

Asimismo, hizo presente que en la actualidad el criterio que rige la televisión obedece a un criterio de mercado simplemente, y es allí donde le parece trascendental la intervención del CNTV para cautelar lo dispuesto en la ley.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó a los candidatos respecto de su postura frente al profundo cambio que se avecina en materia de televisión digital.

A este respecto, el Honorable Senador señor Quintana agregó que el Consejo tiene un rol aún más trascendente en este período que en cualquier otro, de tal manera que se detuvo un momento en la exigencia que tiene de velar por el “correcto funcionamiento” 
para afirmar que ello no puede significar que se falte al pluralismo que debe primar en el organismo.

Por otra parte, señaló que en su opinión, no siempre se cumple con el derecho a la información veraz, donde evidentemente el papel que juegan los medios de comunicación es trascendental, independientemente de las distintas posiciones políticas que se puedan manifestar.

Finalmente le consultó a la Señora Silva por su rol como Presidenta de la Corporación “Chile-Actores”,
 en el sentido si ello podría afectar el desempeño de su cargo como consejera de este organismo, y si creía necesario dejar su cargo en dicha entidad en caso de ser nombrada como miembro del CNTV.

Recogiendo algunas de las interrogantes planteadas, el señor Arriagada opinó que el “correcto funcionamiento”, a que alude la ley N° 18.838, es un concepto de difícil conceptualización, no sólo para el legislador, sino para dar aplicación a las exigencias que éste conlleva, porque en caso que se lleve al extremo, se podría a llegar a establecer un control muy rígido.

En ese sentido, sostuvo que al estar el Consejo integrado en forma pluralista, se han podido resolver situaciones que simplemente la ley no podría resolver, de tal manera que insistió en que la garantía está precisamente en la diversidad.

Por otro lado, sugirió a la Comisión mantener alguna reunión con todos los integrantes del Consejo para conocer de cerca su trabajo y los temas que les preocupan actualmente. Agregó que el “correcto funcionamiento” debiera además abarcar no sólo el espectro de la televisión abierta, sino  también el de la televisión por cable u otras.

Enfatizó en la importancia que tiene, a su juicio, seguir garantizando el pluralismo en la conformación del Consejo, toda vez que es conocida la gran concentración de medios que existe en el país.

La señora Silva, puso el énfasis en mejorar la calidad de la televisión, ya que si bien, dijo que ésta mejoraría desde el punto de vista técnico con la aprobación del proyecto de ley de televisión digital,  a su parecer, el CNTV debiera funcionar como un ente dinamizador en el sentido que ayude a concientizar a la ciudadanía respecto a que tienen derecho a contar con una información fidedigna y acceder a contenidos de calidad a través de la televisión, pudiendo el país conectarse además, con una plataforma de países con televisión pública de calidad.

En este contexto, señaló que no deben quedar fuera una serie de actores y elementos que no están presentes en las actuales regulaciones, tales como culturas diversas, valores democráticos e incluso propuso establecer una cuenta pública de la gestión del Consejo.

En cuanto a su cargo en “Chile-Actores”, planteó que no existe motivo para dejarlo, dado que según los antecedentes que ha estudiado, la ley N° 18.838 da la posibilidad a los consejeros de inhabilitarse en casos determinados. Además puntualizó que, a su juicio, más que una desventaja, puede ser finalmente un gran aporte su participación en ambas entidades.

En relación con esta última aseveración, el Honorable Senador señor Quintana, aclaró que la inquietud plateada no radica en el hecho de que pueda existir alguna inhabilidad, sino que por el hecho de que el cargo de Presidenta en “Chile- Actores” puede prestarse para algún problema, porque es muy probable que esa organización deba recurrir el CNTV.

En este sentido, dijo que lo que se pretende evitar, es que se encuentre en una especie de inhabilidad permanente, lo que no implica un cuestionamiento personal en ningún caso.

En relación con el mismo punto, la Honorable Senadora señora Von Baer, coincidió con las palabras del señor Senador Quintana, en el sentido que efectivamente al entrar en vigencia la nueva ley de televisión digital, que contiene la enumeración de diferentes aspectos relacionados con el “correcto funcionamiento” de dicho medio de comunicación, se puede producir una especie de conflicto, toda vez que ante la actividad que desarrolla “Chile – Actores” en materia de cobro de derechos, tiene considerado como árbitro al CNTV. 

En este mismo sentido, hizo presente que además dentro del “correcto funcionamiento” por el que debe velar el CNTV, está el cautelar el cumplimiento de la ley en materia de cobros para los actores que realiza precisamente dicha entidad.(Chile- Actores)

Con ocasión de lo expuesto, la señora Silva explicó que la materia analizada se encuentra regulada en la ley N° 20.243, que resguarda los derechos morales y patrimoniales de los artistas audiovisuales. En materia de derecho patrimonial, puntualizó, éste es un derecho irrenunciable e intransferible por el que el artista recibe una retribución por la propiedad intelectual de la creación, por lo que no es simplemente recaudar dineros, sino dar cumplimiento a la ley que dice que estos derechos se recaudan a través de una entidad colectiva, que en el caso específico es “Chile- Actores”.

Adicionalmente agregó que se puede retirar hasta un 30% por ley para el funcionamiento de esta entidad que está encargada de velar porque esto se cumpla.

En virtud de lo expuesto, indicó que si bien el CNTV debe velar por el correcto funcionamiento, si este se cumple, no se producirán conflictos y por tanto insistió que no hay motivo para abandonar el cargo de presidenta de la referida corporación.





Por último, el señor Arriagada hizo presente que las inhabilidades deben ponderarse en sentido estricto, a lo que agregó que la práctica del Consejo es muy rigurosa en materia de posibles conflictos de intereses o incompatibilidades. 

- - -

Luego del intercambio de ideas y juicios respecto del funcionamiento de la televisión, del rol del Consejo Nacional de Televisión y de los desafíos futuros que existen en la materia, que se han transcrito, la Comisión analizó, en una sesión posterior, la propuesta efectuada por Su Excelencia el Presidente de la República.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Quintana hizo ver que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8° de  la ley N° 18.838, que regula el funcionamiento del Consejo Nacional de Televisión, la señora Silva, propuesta para ocupar el cargo de consejera de dicha organismo, no se encuentra formalmente en una situación de inhabilidad, toda vez que la entidad que preside, Chile actores, no es una organización gremial.
 Sin perjuicio de lo anterior, estimo que dado el rol que ella deberá cumplir al interior de dicho organismo, en muchas ocasiones en que deba ejercer sus funciones de velar por el correcto funcionamiento de los medios de comunicación, como lo establece el artículo 1° de dicha normativa, modificado por el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19), podrá importar resolver conflictos entre los trabajadores de los medios televisivos, como son los actores, con los canales de televisión, pudiendo afectarle en dichas ocasiones un eventual conflicto de interés. 




En ese mismo orden de ideas, y con el objeto de precisar el sentido de la prevención efectuada, recalcó que de acuerdo al artículo 9° de dicha normativa, sólo podrá inhabilitarse a los consejeros para que intervengan en un negocio determinado en razón de tener interés personal o por causa de amistad íntima o enemistad con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia y que la recusación deberá deducirse ante el Consejo hasta el momento mismo en que éste entre a resolver sobre la  materia respecto de la cual se alega la inhabilidad , debiendo la recusación ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada.




En un similar orden de ideas a lo expuesto por el Honorable Senador señor Quintana, se expresó la Honorable Senadora señora Von Baer, reiterando juicios formulados con anterioridad.





En efecto, señaló que desde el punto de vista formal, y de acuerdo a lo establecido en la ley que regula el funcionamiento del Consejo Nacional de Televisión, ya varias veces citada, formalmente a la señora Silva no le afecta alguna inhabilidad para desempeñar el cargo de consejera. Sin perjuicio de lo anterior, precisó que lo anterior debe ser analizado en su contexto, del cual resulta evidente que el cargo que ella ejerce actualmente de representación de los actores de nuestro país, muchos de los cuales son, en definitiva, trabajadores de los medios de televisión, puede significar entrar en conflicto de interés cuando ella deba velar por el correcto funcionamiento de canales de televisión, a la luz de las modificaciones que introduce el proyecto de ley sobre televisión digital terrestre, ya citado.





Puntualizó que de acuerdo a la señalada normativa, el correcto funcionamiento de estos servicios comprenderá, a partir de la publicación de dicha normativa, el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes números 17.336, 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo, es decir, el cumplimiento de las regulaciones referidas a la propiedad intelectual, los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual y de las normas que rigen la relación laboral de los actores, materias que la señora Silva, en su rol de presidente de la Corporación Chile Actores, le corresponde representar.




En razón de lo anterior, expresó que no obstante no tener prevención alguna respecto del señor Genaro Arriagada, se abstendría de aprobar el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, toda vez que de acuerdo a la ley, le corresponde pronunciarse respecto del conjunto de la proposición.

- - -

Del examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, y sin perjuicio de las prevenciones efectuadas por los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Quintana, la Comisión pudo apreciar que el señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura, reúnen las condiciones que exige el artículo 2° de la ley N° 18.838 y que no pesan sobre ellos las inhabilidades que establece el artículo 8° del mismo cuerpo legal.

Por lo tanto, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por tres votos a favor, de los Honorables señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, de la Honorable Senadora señora Von Baer, tiene el honor de informar que, en la designación de los miembros del Consejo Nacional de Televisión, en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento del señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de ocho años.
Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 10 de septiembre y 16 de octubre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto (Ximena Rincón González).

Sala de la Comisión, a 18 de octubre de 2013.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR Y PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES ESPINA, GARCÍA, KUSCHEL, ORPIS, PROKURICA, ROSSI, SABAG, TUMA, WALKER (DON IGNACIO) Y WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE ASISTENCIA A PAREJAS INFÉRTILES

(S 1619-12)

Considerando:

1º.-
Que es de público conocimiento, los altos costos que implica para una pareja con problemas de fertilidad acceder a Tratamientos de Reproducción Asistida (TRA).  La realidad es que para las familias de nivel socio económico bajo y gran parte de los sectores medios (los primeros tres quintiles de ingresos y una porción del cuarto quintil), estos tratamientos son de valores realmente prohibitivos.
2º.-
Que al igual que en muchos países de Latino América, en Chile más del 80% de los tratamientos de reproducción asistida (TRA) no están cubiertos por los seguros de salud e Isapres. Esto significa un costo que para la mayoría de las parejas es inalcanzable, generando inequidad y frustración. 
3º     Que sin lugar a dudas, una parte importante de esta inequidad podría resolverse mediante un esfuerzo colaborativo de las instituciones que proveen dichos servicios (hospitales públicos y privados y clínicas especializadas) junto a los agentes responsables de la salud de la población; entre otros, el Ministerio de Salud, las Isapres, FONASA y la industria proveedora de medicamentos. Dada la prevalencia de esta enfermedad, en Chile está cubierto sólo un 2.7% de la demanda teórica y la razón de ello es meramente económica. 
4º.-    Que la distribución del aporte estatal es a través de FONASA y se concentra principalmente en la región metropolitana (80%) y la diferencia se destina a las ciudades de Viña del Mar y Concepción.  Desde sus inicios, los recursos de la región metropolitana se entregan en forma exclusiva al Instituto de Investigaciones Materno Infantil (IDIMI) obligando a las pacientes a tratarse en esa institución. En Chile, existen diez  instituciones que realizan Tratamientos de Reproducción Asistida (TRA), de las cuales, ocho de ellas están acreditadas por la Red Latinoamericana de Reproducción Asistida. 
5º.-
Que en orden a solucionar esta situación, se hace necesario contar con un proyecto de ley, de iniciativa exclusiva de S.E., el Presidente de la República, en virtud del cual, se establezcan medidas legislativas para dar adecuada asistencia a las parejas que se encuentren afectadas de infertilidad, y que se indican en la petición de este acuerdo.

En mérito a lo expuesto, 

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:



Solicitar a S. E., el Presidente de la República, el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley, en virtud del cual se implementen diversas medidas en favor de las parejas afectadas de infertilidad, estableciendo entre otras:



1º Reconocer la Infertilidad como una enfermedad, al igual como lo reconoció la Organización Mundial de la Salud en el año 2009. 

2º Codificar el total de las prestaciones que involucran un Tratamiento de Reproducción Asistida  de baja o alta complejidad, para que las Isapres emitan bono consulta para esta especialidad.

3º  Implementación de una Unidad de Medicina Reproductiva en baja complejidad, al menos en los hospitales base de regiones, que permitan hacer diagnósticos oportunos a las parejas y derivar en forma rápida a las que requieran mayor complejidad a centros de referencias cercanos a sus domicilios, en los casos que exista.

4º. Garantizar legalmente el derecho de acceso a Técnicas de Reproducción Asistida en nuestro país, mediante disposiciones que establezcan equidad e igualdad y asimismo el resguardo de los derechos reproductivos de todas las parejas chilenas. 

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
� Inciso tercero del artículo 2° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Educación.


� El inciso cuarto del artículo 5° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional dispone que las sesiones de las Cámaras y las votaciones serán públicas. Por su parte, el inciso noveno de dicha disposición señala que en determinados casos, que enumera el inciso, podrá decretarse el secreto de la sesión con el voto favorable de los 2/3 de los senadores o diputados en ejercicio, dejando constancia de los fundamentos de tal declaración.





� El actual inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.838, establece que “corresponderá a este Consejo velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, y, para tal fin, tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, en conformidad con las normas de esta ley”. Su inciso tercero agrega que “se entenderá por correcto funcionamiento de esos servicios el permanente respeto, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación; a la dignidad de las personas; a la protección de la familia; al pluralismo; a la democracia; a la paz; a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico”. Esta norma fue modificada por el proyecto de ley sobre televisión digital terrestre, ya despachado por el Congreso Nacional, y en trámite de control de constitucionalidad en el Tribunal Constitucional.





� La Corporación de Actores de Chile -ChileActores-, es una Corporación de derecho privado sin fines de lucro, aprobado mediante decreto supremo Nº 142 del Ministerio de Justicia con fecha 2 de febrero de 1993, que le concede personalidad jurídica y por el D.S. Nº 3052 del Ministerio de Justicia, de fecha 13 de agosto de 2009 con sus últimas reformas. (fuente www.chileactores.cl)


� Artículo 8°.- Son inhábiles para desempeñar el cargo de Consejero:


1.- Las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas, en que tengan control de su administración, adquieran - a cualquier título - interés en concesiones de servicio de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión o en empresas publicitarias de producción de programas audiovisuales o de prestación de servicios televisivos que estén directamente vinculadas a la explotación de una concesión de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción.2.- Las personas que desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General y Tesorero en las directivas centrales de los partidos políticos o en directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales.


3.- Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 80 de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada





� Dicho proyecto de ley, incorporó el siguiente inciso al referido precepto: “De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes números 17.336, 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.” Dichas leyes son la de Propiedad Intelectual; la que establece normas sobre los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.
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